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Resumen y Abstract V 
 
Resumen 
El presente trabajo de investigación pretende estudiar desde una perspectiva de gestión, 
el problema dela universalización del acceso a la justicia en Colombia. Inicialmente se 
lleva a cabo un análisis conceptual alrededor de la expresión acceso a la justicia, y una 
descripción detallada de la administración de justicia en Colombia como organización. 
Una vez identificada la administración de justicia como organización, se reflexiona con 
respecto a las implicaciones que tiene el hecho de entender el problema del acceso a la 
justicia como un tema de política pública y las condiciones de posibilidad  para una 
gestión coherente y eficaz que la naturaleza de política pública le imprime. Estas 
condiciones de posibilidad, sumadas al estudio, análisis y jerarquización de las 
principales barreras de acceso a la justicia en Colombia, permiten identificar los 
principales objetivos de gestión a los que debe responder una política pública de acceso 
a la justicia en las condiciones actuales del país. Por último, se describen los dos 
programas que conforman la política pública de acceso a la justicia que se viene 
desarrollando en Colombia y se desarrollan, a partir de los objetivos de política pública 
identificados anteriormente, criterios de gestión aplicables los programas existentes con 
miras a conseguir una ampliación real en la cobertura del servicio de justicia.  
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Abstract 
This research aims to study the issue of universal access to justice, from a management 
perspective. Initially, a conceptual analyses of the term access to justice and a detailed 
description of the justice administration as an organization is developed for focus the 
discussion. After that, there is a reflection around the implications of the fact to 
understand the problem of access to justice as a matter of public policy and the 
conditions of existence for a coherent and effective management. These conditions of 
existence, coupled to the study, analysis and priorization of the main barriers to access to 
justice in Colombia, allow us to identify the main objectives in terms of management that 
should be had in mind when we are thinking about in a public policy of access to justice 
able to response to the current condition of the country. Finally, we describe the two most 
important programs that constituted the public policy of access to justice in Colombia and 
we develop, from the public policy objectives identified previously, management criteria 
applicable to the existent programs to achieve objectives in terms of coverage of justice. 
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Introducción 
El presente trabajo de investigación pretende analizar desde una perspectiva de gestión, 
el problema del acceso a la justicia en Colombia, y en esa medida, se considera 
necesario empezar por una explicación, delimitación y caracterización de lo que se 
entiende por tal cosa y de su relación con la administración de justicia y con el Derecho. 
Adicionalmente, debido a que dadas las particularidades de carácter sustancial y 
estructural de la administración de justicia como organización, ésta no puede asimilarse 
sin más, a cualquier otro tipo de estructura susceptible de ser gestionada, las precisiones 
que se hagan respecto a ella, resultan de vital importancia al momento de proponerse 
atender los problemas a los que se ve enfrentada y de los cuales surgirá la identificación 
de condiciones de posibilidad y criterios de gestión que le sean aplicables para conseguir 
los objetivos de ampliación de cobertura en términos de acceso.   
 
Por otra parte, el trabajo que se presenta pretende situarse en un punto de frontera que 
posibilite el diálogo entre disciplinas que han estado tradicionalmente separadas, 
aisladas y en compartimentos estancos que no permiten su interacción: la Gestión y el 
Derecho; y en esta medida, se hace necesario contar con una base común del lenguaje 
que asegure que, tanto unos como los otros (administradores y abogados), estén 
entendiendo lo mismo a la hora de leer conceptos claves para el desarrollo de este 
trabajo. 
 
Cada disciplina ha desarrollado un conjunto de términos propios que muchas veces 
juegan como barreras de acceso a la hora de pretender interactuar con otras, por lo que 
para asegurar la comprensión y evitar las distorsiones que el complejo juego de 
asignación de significados puede crear en el momento de mezclar lenguajes de 
disciplinas disímiles, se hace imprescindible identificar y clarificar los significados y 
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alcances de las expresiones que serán medulares en el diálogo que propongo entre 
materias propias del Derecho y herramientas propias de la Administración.  
 
La expresión “acceso a la justicia” puede ser desarrollada de mejor manera 
entendiéndola como “acceso a la administración de justicia” y ambas expresiones son 
susceptibles de interpretaciones equívocas en la medida en que su sentido técnico difiere 
de su significado en el uso común de las palabras que las conforman. 
 
En sentido estricto, la administración de justicia no está relacionada, en la realidad, ni con 
un ejercicio de administración (como puede ser entendida por los profesionales del área), 
ni con un ejercicio de materialización de la justicia (entendida como valor); sino que 
adquiere su significado técnico (propio del Derecho) en la idea de la aplicación de 
criterios normativos previamente establecidos a la solución pacífica de conflictos. Sobre 
este aspecto y algunos otros de carácter semántico será necesario referirse en el Marco 
Conceptual con el fin de asegurar coincidencia en la asignación de significados a 
expresiones centrales.  
 
Adicionalmente, para identificar y caracterizar criterios de gestión aplicables a la 
administración de justicia, entendida como organización, es necesaria una comprensión 
de la estructura de la administración de justicia en Colombia y del papel y rol que el 
acceso juega dentro de ella.  
 
El presente trabajo trata, en su primer apartado, de una caracterización de la 
administración de justicia como organización, y del papel que el acceso juega dentro de 
la estructura de la administración de justicia y dentro de la agenda pública nacional e 
internacional. A continuación y una vez ubicado el acceso a la justicia como 
preocupación fundamental de los Estados, se sostendrá que alrededor de él se ha 
constituido una política pública, y que esta categoría en la que se incluye el acceso a la 
justicia le imprime ciertas características cuya observancia será necesaria al momento de 
abordar la problemática. Así, en el segundo bloque del presente trabajo se identificará el 
carácter que el hecho de ser política pública le imprime al acceso a la justicia y se 
identificarán, a partir de esta relación, las condiciones de posibilidad que deben tenerse 
en cuenta cuando se hable de acceso a la justicia y que suponen, además, los requisitos 
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básicos y transversales a la hora de pensar un esquema de gestión para los programas 
que conforman la política pública de justicia en Colombia.  
 
En la tercera parte del trabajo se describirá, por medio de la identificación de las 
principales barreras de acceso a la justicia que se presentan en el país y de la relación 
necesaria que existe entre estas barreras y la delimitación de los objetivos de acceso a la 
justicia en el ámbito nacional, la política pública que sobre la materia ha sido adoptada en 
Colombia. Luego de identificados los objetivos, se describirá la vía que ha escogido el 
país para hacerles frente y los programas que ha desarrollado en este camino.  
Por último, en la cuarta parte se propondrán criterios de gestión aplicables a la ya 
descrita política pública de acceso a la justicia en Colombia, teniendo como referente las 
condiciones de posibilidad descritas en la segunda parte del trabajo y los objetivos 
planteados en la tercera.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
1. Planteamiento del problema 
¿Cuáles son las condiciones de posibilidad y los criterios de gestión aplicables a la 
política pública de acceso a la justicia en Colombia? 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
2. Objetivos 
2.1 Objetivo General 
Identificar condiciones de posibilidad y criterios de gestión aplicables a la política pública 
de justicia desconcentrada en Colombia con miras a lograr una respuesta real a los retos 
existentes en materia de acceso a la justicia.  
2.2 Objetivos específicos 
 Caracterizar conceptualmente el acceso a la justicia como categoría de análisis.  
 
 Caracterizar obstáculos que debe sortear la administración de justicia en Colombia 
para conseguir sus objetivos de acceso universal. 
 
 Identificar las condiciones de posibilidad de una política pública de acceso a la justicia 
en Colombia.    
 
 Perfilar criterios de gestión aplicables a los programas desconcentrados de justicia en 
Colombia. 
 
 
 
  
 
3. Marco conceptual 
“Acceso a la justicia” es una expresión conformada por palabras del lenguaje común que 
por lo mismo puede dar lugar a interpretaciones diversas dependiendo del contexto y del 
hablante. Por esto, resulta indispensable, para garantizar la efectiva comunicación, 
caracterizar el sentido que se le dará a esta expresión a lo largo del presente trabajo y 
que responde a la definición técnica del término en el contexto jurídico, separándola de 
otras posibles interpretaciones que dentro del lenguaje común puedan asignársele.  
 
El acceso a la justicia puede expresarse de manera más completa como el acceso a la 
administración de justicia, y en esta medida, el primer interrogante relativo a 
asignaciones de significado y precisiones conceptuales pertinentes girará alrededor de lo 
que se considera “administración de justicia”.  
 
“Establecer el significado de una palabra consiste en encontrar las reglas que rigen su 
uso adecuado dentro de un juego del leguaje1 delimitado” (Peña Ayazo, 1994), esto es 
debido a que, “entender una palabra supone comprender cómo funciona, cómo se usa en 
uno de estos juegos de lenguaje” (Peña Ayazo, 1994); por lo que para intentar un análisis 
sobre lo que “administración de justicia” significa, es necesario centrarse en un juego del 
lenguaje determinado dentro del cual puedan reconstruirse las reglas de uso de dicha 
expresión y diferenciarla de otras posibilidades semánticas funcionales en otros juegos 
del lenguaje. En otras palabras, debido a que “el significado de una expresión está 
caracterizado por el uso que hacemos de ella” (Wittgenstein, 2003), para conocer el 
significado de la expresión “administración de justicia” es necesario reconstruir las reglas 
                                               
 
1
 El desarrollo del término “juegos del lenguaje” proviene de los desarrollos filosóficos de 
Wittgenstein, principalmente en su libro Investigaciones filosóficas. Para un desarrollo detallado, 
ver (Peña Ayazo, 1994). 
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de uso que le son aplicables en el contexto que resulta relevante para el presente 
trabajo.  
 
Cuando se habla de administración de justicia, dentro del lenguaje común, puede tenerse 
en mente varias cosas diferentes, y una de las razones por las que esto ocurre tiene que 
ver con la polisemia de la palabra “justicia”. Justicia puede usarse como valor moral: “yo 
solo reclamo lo que considero justo”, “esa ley es injusta”, “estafar a los pobres es muy 
injusto”; o como la decisión o la acción de una instancia judicial: “la justicia lo condenó a 
15 años de prisión”, “voy a llevar este asunto a la justicia”; o como una institución que 
aunque incluye la Rama Judicial del poder público, no se limita a ella, sino que incluye 
también otras instituciones y organizaciones encargadas de la resolución de conflictos 
entre los miembros de la sociedad con base en criterios normativos preestablecidos: “la 
justicia en Colombia está en crisis”, “el sistema de justicia de un país es vital para 
garantizar su desarrollo sostenible”.  
 
Aunque todas las acepciones anteriores tienen entre ellas cierto parecido de familia, es 
esta última la que resulta adecuada para la interpretación de lo que “administración de 
justicia” significa en el contexto en el que tal expresión será usada en este trabajo.  
 
Justicia entonces deberá ser entendida, no en su sentido ético, aunque por supuesto no 
se podrá desligar definitivamente de él2, ni como expresión exclusivamente referida a lo 
judicial (jueces y tribunales), sino como el conjunto de organizaciones creadas por el 
Estado para encargarse de la solución pacífica, basada en criterios normativos 
preexistentes, de los conflictos de sus administrados.  
 
En este sentido, la expresión “administración de justicia” hace referencia no a una labor 
de gestión en sentido estricto, sino a la obligación en cabeza del Estado de diseñar, 
implementar y coordinar los mecanismos existentes para que los ciudadanos puedan 
recibir decisiones fundadas en la ley o la equidad. Para intentar una definición de lo que 
se entenderá por administración de justicia, en términos generales, se puede decir que 
                                               
 
2
 Para ampliar el debate entre la relación existente entre la justicia como valor y la justicia como 
institución encargada de la solución pacífica de conflictos, se remite a (Kelsen, 1982) (Hart, 1968), 
(Dworkin, 1988). 
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es el conjunto de instituciones y mecanismos de carácter estatal, que sirven a la 
comunidad para llevar ante ellos sus conflictos y lograr solucionarlos de manera pacífica 
a partir de criterios normativos preexistentes. Esta administración de justicia es compleja 
y no se limita a la existencia de jueces y magistrados, sino que comprende también las 
entidades estatales no judiciales encargadas de dirimir conflictos o proteger derechos y lo 
que se ha venido llamando “los mecanismos alternativos de solución de conflictos” entre 
los que se encuentran la conciliación, la mediación y el arbitraje. 
Ahora bien, la preocupación por el “acceso a la justicia” no es un asunto nuevo en el 
Estado moderno; emerge, por el contrario, al mismo tiempo que este último, pero sus 
definiciones y características han ido evolucionando con el transcurso de los años 
gracias a la transformación de las sociedades y a las luchas que se han dado alrededor 
de él. (Robles, 2010) 
 
Inicialmente la idea de “acceso a la justicia” se limitaba a una igualdad formal ante las 
leyes, al simple hecho de que en el papel (en la ley), todos los habitantes de un territorio 
tuvieran la posibilidad formal de acceder a la justicia de igual manera; luego, el concepto 
de acceso a la justicia migró hacia la búsqueda de un acceso efectivo o material a la 
administración de justicia, por medio de la eliminación de barreras económicas. En esta 
etapa, la preocupación principal giraba alrededor de cómo asegurar que existieran 
subsidios para quienes no podían costear un abogado o un proceso judicial.  
 
Es solo a partir de los años setenta que el concepto vuelve a transformarse para adquirir 
el carácter que tiene hoy (Vicority, 2009). La visión que se tenía hasta ese momento de lo 
que “acceso a la justicia” significaba, resultó muy limitada en la medida en que excluía, 
de entrada, la posibilidad de administrar justicia por instituciones, procesos y 
procedimientos diferentes a los judiciales y porque además, solo admitía las barreras 
económicas de acceso. A medida que avanzaba el siglo XX, se fue expandiendo por el 
mundo la idea de que la justicia no podía ser monopolizada por los jueces y magistrados, 
sino que esta responsabilidad debía estar compartida en muy diversas manos y contar 
con diferentes procedimientos que permitieran dar cuenta de la complejidad y diversidad 
de los conflictos que podían darse en una sociedad. Este fue el momento en el que los 
llamados Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos (MASC) entraron en el 
marco de preocupaciones del acceso a la justicia. (Friedman, 2010). 
 
12 Acceso a la justicia en Colombia. Condiciones de posibilidad y criterios de gestión  
 
Hasta acá se ha hablado del acceso a la justicia como la existencia de mecanismos que, 
en abstracto, permitan que todos los conflictos de cierta complejidad puedan ser 
resueltos de manera pacífica por medio de intervención estatal directa (decidiendo el 
conflicto) o indirecta (posibilitando o facilitando una solución por parte de los mismos 
interesados). Pero por lo general, cuando se habla de “acceso de justicia” no se piensa 
solamente en términos de existencia o no de procedimientos dispuestos para la atención 
de conflictos, sino en la efectividad del diseño de estos procedimientos para que sean 
accesibles a quienes los requieren. Es decir, “acceso a la justicia” no significa que estén 
montados, en códigos y leyes, procedimientos e instituciones que abran la posibilidad a 
que las persones accedan a ellas para solucionar sus conflictos, sino que exista una 
efectiva posibilidad material de las personas de acudir a estos procedimientos e 
instituciones.  
 
Al mismo tiempo, suele tenerse en mente a un grupo determinado de la población y no a 
la población en general, pues se busca asegurarle el acceso a la justicia a quienes, 
tradicionalmente, no se les ha permitido acceder y no a quienes desde siempre han 
contado con los recursos y los instrumentos para solucionar sus conflictos con mediación 
estatal. (Salanueva & González, 2010)  
 
Cuando se habla de “acceso a la justicia” se piensa en términos de cobertura; en el 
hecho efectivo de que un grupo poblacional generalmente marginado (campesinos, 
pobres, indígenas, mujeres, etc.), pueda acudir a las entidades y usar los procedimientos 
diseñados para la solución de sus conflictos.  
 
En conclusión, el acceso a la justicia, como que se viene manejando, puede ser definido, 
en términos de Boueiri, “como la igualdad de oportunidades para acceder a los recursos 
jurídicos – formales e informales – que generan, aplican o interpretan las leyes y 
regulaciones normativas con especial impacto en el bienestar social y económico de las 
personas” (Boueiri, 2003), y pueden destacarse dos características que consideraremos 
definitorias de la expresión “acceso a la justicia” que serán cruciales para los efectos del 
presente trabajo: en primer lugar, que el acceso a la justicia incluye a todos los 
mecanismos diseñados por el Estado para que sus asociados puedan solucionar 
pacíficamente sus conflictos, por medio del reconocimiento y defensa de sus deberes y 
derechos (identificados a partir de la interpretación y aplicación de criterios normativos), 
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independientemente de que el mecanismo para tal solución sea formal o no formal, 
público, privado o comunitario, de heterocomposición o de autocomposición; y en 
segundo lugar, que la preocupación por el acceso a la justicia está orientada hacia un 
grupo social específico, esto es, hacia las personas marginadas o desfavorecidas a 
quienes los mecanismos de solución de conflictos les han sido generalmente negados 
por inexistentes en su entorno o por resultar más onerosos de lo que pueden costear. 
 
 
  
 
4. Dimensiones de la administración de 
justicia y el acceso a la justicia en 
Colombia 
4.1 Las dimensiones de la administración de justicia3 en 
Colombia 
Dentro del contexto constitucional y legal colombiano, se ha desarrollado la noción de 
“administración de justicia” y de “acceso a la administración de justicia” en clave de tres 
dimensiones diferentes pero íntimamente relacionadas: como una función pública, como 
un derecho fundamental y como una organización estatal susceptible de ser gestionada. 
(Congreso de la República, 1994) 
 
La administración de justicia es considerada una función pública en la primera línea del 
artículo 228 de la Constitución y cómo uno de los fines esenciales del Estado 
colombiano, en el artículo 2° de la misma Carta. Tal denominación permite inferir que la 
administración de justicia es entendida por el régimen jurídico como una obligación 
estatal, una tarea que debe cumplir el Estado de manera obligatoria. 
 
Íntimamente relacionado con la naturaleza de función pública de la administración de 
justicia y como la otra cara de la misma moneda, el acceso a dicha administración se 
consolida constitucionalmente como un derecho fundamental en el artículo 229 de la 
Constitución. La calidad de derecho fundamental le imprime al acceso a la justicia un 
carácter especial que no puede ser desconocido por el Estado a la hora de desarrollar 
planes para desarrollarlo y que le supone una obligación especial de asegurar su 
                                               
 
3
 A lo largo del trabajo se usará el término Administración de justicia con el referente semántico 
desarrollado en el Marco conceptual, dejando de lado las discusiones conceptuales que se 
entienden ya superadas. 
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cumplimiento. Del concepto de derecho fundamental, el alcance de tal categoría en el 
caso del acceso a la justicia y su relación con la necesidad de construir a su alrededor 
una política pública, se hablará más adelante.  
Por otro lado, y como el material del que está hecho la moneda cuyas dos caras ya se 
mencionaron, la redacción del artículo 228 de la Constitución, que refiriéndose a la 
administración de justicia habla de “sus decisiones” y “su funcionamiento”, permite 
descubrir una nueva dimensión de ella. Además de una función pública y un derecho 
fundamental, la administración de justicia debe entenderse como una organización, como 
una institución encargada de administrar justicia entre los colombianos, y en esta medida, 
como un ente susceptible de ser gestionado para que consiga los objetivos que dieron 
lugar a su creación.  
 
Esta visión tridimensional de la administración de justicia ha sido recogida por las leyes 
que la han desarrollado y por la Corte Constitucional quien, como garante de la 
Constitución, vela por ella y la interpreta. Durante el trámite legislativo (tanto en la 
exposición de motivos y en las ponencias en el Congreso, como en la sentencia C-037 
de 1996 que cumple la obligación de control previo de constitucionalidad), la Ley 270 de 
1996, estatutaria de la administración de justicia, encuentra su carácter de tal (ley 
estatutaria4) y se diferencia del resto de leyes comunes referidas al tema generalísimo de 
la justicia, en la medida en que abarca en un solo cuerpo normativo, las tres dimensiones 
anteriormente señaladas, esto es, la función pública, el derecho fundamental y la 
organización en cabeza del Estado.  
 
En este mismo sentido, ya en el texto definitivo y vigente de la Ley 270 de 1996 se 
reconoce, en los dos primeros artículos, a la administración de justicia como una función 
pública y al acceso a la administración de justicia como derecho garantizado por el 
Estado; y, de su artículo 4º puede entenderse la dimensión organizacional de la 
administración de justicia, en la medida en que se habla de ella como sujeto poseedor de 
ciertas características predicables de una organización, como la oportunidad en su 
acción y la eficacia.  
 
                                               
 
4
 La categoría de Ley estatutaria está reglamentada en los artículos 152 y 153 de la Constitución 
Políticas de Colombia. Ver Anexo II. Referencias Normativas. 
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A partir de estas precisiones, la expresión “administración de justicia” será empleada en 
adelante entendida como: el conjunto institucional encargado de una función pública que 
le es obligatoria y cuyo objetivo es asegurar un derecho fundamental de la población que 
consiste en la posibilidad real de acudir a instancias competentes para solucionar 
conflictos de manera pacífica y a partir de criterios normativos preexistentes, 
generalmente de carácter legal. 
 
La definición que se ha propuesto prioriza la dimensión organizacional de la 
administración de justicia en la medida en que busca reflexionar sobre su gestión mucho 
más que sobre el carácter obligatorio de la función o la categoría fundamental del 
derecho de las personas a su acceso.5  
4.2 Acceso a la justicia y Administración de justicia 
Dentro de la gran organización que es el conjunto de entidades, personas y recursos que 
conforman la administración de justicia, coexisten diferentes retos de gestión, solo uno de 
ellos está relacionado con la cobertura y se ha denominado el reto del acceso universal a 
la justicia.  
Así como una empresa privada tiene retos en materia financiera, comercial o productiva y 
aunque en estrecha relación todos ellos, cada uno puede y debe abordarse inicialmente 
de manera separada para luego coordinar las soluciones encontradas, la administración 
de justicia tiene que enfrentar retos en materia de eficiencia, de descongestión, en temas 
carcelarios, determinar los mejores procedimientos, diseñar la política criminal más 
adecuada al momento social del país, y otros muchos entre los que está el relacionado 
con cobertura de atención, que es el que será objeto de análisis en el presente trabajo.  
4.3 Política pública de acceso a la justicia 
Aunque el acceso no es el único reto al que se enfrenta la administración de justicia de 
un país, sí representa uno muy importante en la medida en que de la efectiva posibilidad 
                                               
 
5
 En el Anexo I. Estructura de la administración de justicia en Colombia, se presenta de manera 
sistemática, la forma en la que, en Colombia, se ha organizado la administración de justicia para 
cumplir con su objetivo de ofrecer mecanismos eficientes para la solución pacífica de conflictos y 
la protección de los derechos y garantías.  
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con que cuenten las personas para encontrar solución pacífica a sus conflictos 
dependerá, no solo la paz de la nación, el monopolio del uso legítimo de la fuerza en 
cabeza del Estado y la legitimidad del mismo, sino también, las posibilidades de 
desarrollo económico y social de la población que sienta sus derechos garantizados y 
tenga confianza en que su vida, sus bienes, sus derechos y sus negocios, están 
protegidos y respaldados por un andamiaje institucional al que pueden acudir cuando 
perciban alguna vulneración. (Commission of Legal Empowerment of the Poor, 2008) 
 
Es por esto que la preocupación por asegurar el acceso a la justicia en un país no se puede 
dejar en manos de una institución pública, ni siquiera en manos únicamente del Estado, es 
necesario que exista una política pública que, aunque liderada y dirigida por el Estado, 
asegure la participación armónica de todos los miembros de la sociedad en todo su proceso 
de creación, diseño y ejecución, para que aunando esfuerzos y coordinando iniciativas 
estatales y comunitarias, pueda acercarse a la meta de universalización del acceso.  
 
La noción de “política pública” ha sido ampliamente desarrollada por la literatura 
especializada, pero no existe consenso sobre los límites de tal expresión; se ha llegado a 
definir incluso como “aquello que los gobiernos escogen hacer o no hacer” (Dye, 2008), 
convirtiendo, de esta manera, cualquier decisión gubernamental en política pública. Esta 
definición, debido a su excesiva generalidad, vacía de significado la expresión, por lo que, 
para efectos del presente trabajo, se considerará una “política pública” como el conjunto 
completo de actividades e iniciativas estatales (no gubernamentales) que persiguen un 
objetivo considerado socialmente como de suma importancia y que requiere la participación y 
compromiso, no solo del Estado, sino de muchos otros agentes sociales.  
 
Así, hablar de política pública de acceso a la justicia no puede limitarse a una acción 
individual por parte de algún agente estatal, sino que debe entenderse como la idea de 
acceso a la justicia con la que se ha comprometido el Estado en pleno y la comunidad, 
que está desarrollada por toda una red de programas, proyectos y acciones encaminadas 
a materializar dicha imagen. Este punto será ampliado en el capítulo referente al carácter 
de la política pública de acceso a la justicia, en el cual se identificarán y desarrollarán 
algunas características que adquiere la preocupación por el acceso entendida como 
política pública.  
 
  
 
5. Carácter y condiciones de posibilidad del 
acceso a la justicia como política pública 
Debido a la relevancia que tiene el acceso a la justicia para el desarrollo de un Estado, 
para apuntalar el régimen democrático, asegurar el monopolio de la fuerza en cabeza del 
Estado y permitir un ambiente propicio para el desarrollo económico de la nación 
(Andersen, 2011), en los últimos años se han destinado importantes esfuerzos para 
promover el acceso a la justicia hasta convertirlo en un asunto abordable por medio de 
una política pública. Por lo que para comprender los avances que se adelantan en esta 
materia, es necesario comprender el alcance y las repercusiones que tiene, para un 
asunto público, el hecho de ser considerado objeto de política pública.      
 
Como se dijo antes, el término “políticas públicas” ha sido tan amplia y ligeramente usado 
que puede predicarse de él vaguedad sistemática (Carvajal Hernández, 2009); se 
emplea, en el lenguaje común, tanto para referirse a un programa estatal, como a una ley 
o un acto administrativo, y casi a cualquier acto proveniente de una entidad estatal. Esta 
vaguedad ha hecho que el término termine abarcando tanto que ha perdido 
significatividad, por lo que tomarse el tiempo para delimitar a lo que se refiere una política 
pública resulta de suma utilidad para los propósitos del presente trabajo.   
 
Raúl Velásquez, luego de un juicioso trabajo de recopilación y análisis de más de 25 
conceptos propuestos en diferentes textos clásicos de políticas públicas, propone una 
definición que aspira a ser lo suficientemente amplia como para no dejar por fuera 
ninguna política pública, pero lo suficientemente restrictiva como para no permitir que 
algo que no lo sea, pase por una. Velásquez define la política pública como “un proceso 
integrador de decisiones, acciones, inacciones, acuerdos e instrumentos, adelantado por 
autoridades públicas con la participación eventual de los particulares, y encaminado a 
solucionar o prevenir una situación definida como problemática. La política pública hace 
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parte de un ambiente determinado del cual se nutre y al cual pretende modificar o 
mantener.” (Velázquez Gavilanes, 2009). 
 
Una de las principales virtudes de esta definición es que integra varios de los elementos 
principales constitutivos de la política pública y en esa medida permite un análisis 
cuidadoso de aquel fenómeno administrativo y social. De la definición propuesta deben 
rescatarse las siguientes cuatro características definitorias de las políticas públicas: 
corresponde a la nación como un todo, no es exclusiva ni del Estado ni de una institución 
particular; es necesaria la participación de la sociedad en el proceso de diseño, gestión y 
evaluación; siempre está dirigida a solucionar un problema reconocido como socialmente 
relevante, y; el hecho de que una política pública se encuentra determinada por un 
entorno y, al mismo, tiempo, pretenda moldearlo. A continuación un breve análisis de 
cada una de ellas que permitirá identificar cómo afectan o delimitan el debate sobre lo 
que se denomine política pública de acceso a la justicia.  
5.1 La política pública de acceso a la justicia no es un 
programa institucional 
Ni todo lo que hace una institución pública es una política pública, ni solo las instituciones 
del Estado hacen políticas públicas. Las políticas públicas son el conjunto de esfuerzos 
que incluyen a la sociedad en su conjunto y no solo a una parte de ella. La diferencia 
entre las políticas públicas y las políticas de Estado, es equivalente a la que existe entre 
las decisiones de alguno de los gerentes de una empresa (de marca, financiero, de 
recursos humanos, etc.) y las decisiones estratégicas de la compañía, en la medida en 
que aunque pueda que ciertas decisiones estratégicas tengan un fuerte énfasis en 
alguna de las áreas de la empresa, esto no significa que el resto de la compañía (las 
demás áreas) no tengan que trabajar en pro de la estrategia. (Chandler, 1990) 
 
Así, en el caso de las políticas públicas, el hecho de que el Estado se ubique en el centro 
de las acciones a emprender no significa que el resto de la sociedad o incluso otras 
partes del Estado no directamente relacionadas con la ejecución de la política, puedan 
desentenderse de sus acciones y objetivos. La política pública debe entenderse como un 
conjunto de objetivos y de las acciones necesarias para conseguirlos, que involucra 
especialmente a cierta zona del Estado, pero que debe asegurar una transformación en 
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la disposición6 de todos los agentes sociales en lo relacionado al tema considerado como 
problemático.  
 
En otras palabras, debe diferenciarse la política pública de la política de Estado en la 
medida en que esta última incumbe solo a entidades gubernamentales y deja por fuera a 
los particulares durante todo el proceso de identificación del problema a resolver, diseño 
de la solución a adoptar, gestión de la solución y evaluación de los resultados, mientras 
que la primera requiere la participación activa y comprometida de toda la sociedad, 
porque no solo supone una serie de acciones institucionales, sino que, por lo general, 
requiere aportes fundamentales de la comunidad que permitan el efectivo cambio del 
estado de cosas que se considera socialmente problemático. Sobre la necesidad de 
participación pública en la identificación, diseño, ejecución y evaluación de la política 
pública de acceso a la justicia tratará, con mayor detalle el siguiente apartado. 
 
La política pública de acceso a la justicia debe diferenciarse de la actuación regular de 
las instituciones públicas encargadas de la administración de justicia, es decir, no debe 
confundírsele con el quehacer ordinario de los jueces, los magistrados o las instancias 
administrativas o privadas encargadas de administrar justicia, ni con los objetivos de 
gestión de éstos. (La Rosa Valle, 2007) 
 
La actividad ordinaria es el punto de partida de la política pero no es ella misma, pues si 
se considerara que como se está desarrollando hoy la función pública de administrar 
justicia, da cuenta de los objetivos eventuales de una política pública sobre la materia, 
sería redundante una política pública. La necesidad de una política pública de acceso a 
la justicia surge, precisamente, de la comprobación de la insuficiencia de la acción 
regular de las instituciones para conseguir los objetivos sociales relacionados.  
 
Por último, es necesario resaltar que la política pública de acceso a la justicia es diferente 
de las herramientas que el Estado ha empleado para su desarrollo. No puede 
confundirse, como se hace frecuentemente en un país de leyes como Colombia, que la 
política pública de acceso a la justicia se acaba con la promulgación de una ley o un 
                                               
 
6
 Disposición en términos de Bourdieu. Para una mejor comprensión, ver. (Bourdieu, 2012) 
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decreto que diga que ésta exista, que explicite sus objetivos y principios y que diseñe 
instituciones encargadas de desarrollarla. 
 
La ley, así como las instituciones que se crean para desarrollarla o las campañas de 
capacitación que diseñe el Estado para aproximar la justicia institucional a los individuos 
o para sensibilizar a los funcionarios, son los medios a través de los cuales el Estado 
está en posibilidad de hacer su parte en la política pública, pero no son ellos solos, la 
política pública (Lascoumes & Le Gales, 2007). Sin duda alguna, de la efectiva ejecución 
de todas las herramientas diseñadas para materializar la disposición que es la política 
pública, dependerá el éxito de la misma (Bemelmans-Videc, Rist, & Vedung, 1998), pero 
debe tenerse siempre presente que los instrumentos, como no son la política pública 
ellos solos, también son susceptibles de ser evaluados para verificar si están cumpliendo 
su función de herramientas o si, por el contrario, se han convertido en nuevas barreras. 
(Isuani, 2012)  
5.2 El problema público en la política pública de acceso 
a la justicia 
Son elementos definitorios del problema político que origina una política pública y que 
pueden ser aplicados al caso del acceso a la justicia, los siguientes: los problemas 
públicos son diferentes de los problemas estatales o gubernamentales; los problemas 
públicos requieren, para su identificación y caracterización, la participación de la 
comunidad, y; la identificación y caracterización del problema público es un proceso de 
lucha entre posiciones políticas o intereses diversos que debe lograr algún tipo de 
consenso y debe permitir ser abordados mediante una respuesta institucional. 
(Montencinos M., 2007). 
 
Como se ha definido en varios instrumentos internacionales7, el acceso a la justicia es un 
requisito fundamental para el desarrollo integral de los pueblos y la estabilidad de los 
Estados, pues permite la cohesión social mediante el aseguramiento de los derechos, y 
da confianza a las actividades económicas que reconocen en el sistema jurídico y en los 
                                               
 
7
 Ver Anexo II. Referencias normativas. 
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mecanismos de justicia, aliados en sus negocios8. Es por esto que la preocupación por el 
acceso a la justicia ha logrado consolidarse en las agendas políticas tanto de países en 
vía de desarrollo como de desarrollados: los primeros, ven en la ampliación de la 
administración de justicia, una herramienta eficaz en su lucha contra la pobreza y la 
desconfianza en el Estado; y los segundos, una herramienta eficaz de asegurar su 
desarrollo y apoyar la iniciativa privada para asegurar el crecimiento constante 
(Commission of Legal Empowerment of the Poor, 2008). 
 
El acceso a la justicia, como derecho, es considerado por la sociedad colombiana de tan 
alta importancia que ha sido elevado a derecho fundamental, lo que lo sitúa en una 
categoría especialísima de bienes protegidos por el Estado en los que debe ponerse 
especial atención por ser considerados derechos universales íntimamente ligados al 
concepto mismo de persona. Los derechos fundamentales son todos aquellos derechos 
subjetivos que corresponden universalmente a “todos” los seres humanos en cuanto son 
personas e independientemente de su nacionalidad, o cualquier otra característica 
particular. (Ferrajoli, 2004) 
 
Ahora bien, hasta aquí solo se ha hablado del acceso a la justicia como asunto 
considerado especialmente relevante en el devenir de una nación, pero la mera 
relevancia social de un tema, no lo convierte automáticamente en problema susceptible 
de ser abordado por medio de una política pública.  
 
                                               
 
8
 Ampliar el acceso a la justicia para todos, es una de las iniciativas clave en la materialización de 
los Objetivos del Milenio. Ver Anexo II. Referencias normativas.  
Así mismo, la ONU, a través de su Comisión para el Empoderamiento Legal de los pobres, en su 
reporte de 2008, afirma que “cuando las reglas democráticas son ignoradas y no existe una ley 
capaz de proveer seguridad, las personas que más sufren son aquellas que más tienen cosas 
para perder. La creación de una infraestructura legal, los derechos, la aplicación y la adjudicación 
no es un proyecto académico que interese solo a la ciencia política o a la ingeniería social. El 
establecimiento de este tipo de instituciones puede hacer la diferencia entre la vulnerabilidad y la 
seguridad, entre la desesperación y la dignidad para cientos de millones de seres humanos.” 
(Traducción libre del autor, texto original en inglés: When democratic rules are ignored and there is 
no law capable of providing shelter, the people who suffer most are those who can least afford to 
lose. Creating an infrastructure of laws, rights, enforcement, and adjudication is not an academic 
project of interest to political scientists and social engineers. The establishment of such institutions 
can spell the difference between vulnerability and security, desperation and dignity for hundreds of 
millions of our fellow human beings) 
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Es importante recordar que las políticas públicas surgen de situaciones problemáticas, de 
aspectos de la realidad pública que se consideran indeseables y cuya solución es 
reconocida como necesaria para el desarrollo del país. En esta medida, la mera 
declaración de un bien jurídico como derecho fundamental, que no es otra cosa que el 
reconocimiento del gran valor que la sociedad le otorga a este tipo de bienes,  no dará 
lugar a una política pública, a menos de que en la realidad se compruebe que el derecho 
está siendo afectado de tal manera que requiere un esfuerzo especial del Estado para 
protegerlo. Tal es el caso del acceso a la justicia, que además de ser considerado un 
asunto de suma importancia para la sociedad, pueden identificarse, con relación a él, 
situaciones especialmente problemáticas que vulneran el derecho y cuya solución no se 
pueda encontrar con simples ajustes hechos al estado actual de las instituciones.  
 
Por otro lado, es indispensable no confundir el acceso a la justicia como problema 
público, con los problemas especiales de las instituciones que conforman la 
administración de justicia, así la solución de éstos últimos resulte necesaria para la 
superación del primero. Las fallas en el funcionamiento de los tribunales, los problemas 
de gestión de la Rama o de los estamentos administrativos que imparten justicia harán 
parte de la problemática pública relacionada con las barreras al acceso a la justicia, pero 
no puede limitarse su estudio a ellas.  
 
Como ya se ha dicho, para que la situación problemática de las barreras al acceso a la 
justicia sea considerada problema público y dé inicio al proceso de creación de la política 
pública de acceso a la justicia, debe caracterizarse el problema, esto es, debe describirse 
el estado de cosas puntual que se considera problemático, y este proceso no es ni podrá 
ser un asunto pacífico, así todos estemos de acuerdo en la necesidad, en blanco y negro, 
de asegurar el acceso a la justicia.  
 
Se puede decir que no resulta problemático, en términos generales y abstractos, aceptar 
que las barreras que impiden el acceso a la justicia son vistas como susceptibles de ser 
abordadas, para su eliminación, por medio de políticas públicas, en la medida en que su 
eliminación supone, en consenso, una victoria social de cualquier Estado. El asunto 
problemático, donde se pueden rastrear las dificultades de acuerdo y donde la 
delimitación del problema público se convierte en una lucha de poderes, surge al 
momento de caracterizar concretamente el problema, esto es, de identificar las 
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situaciones problemáticas particulares de cada sociedad, las barreras de acceso para 
cada caso, las causas de esas barreras de acceso y el grado en el que el Estado ha de 
participar para resolverlas. Esta discusión requiere la participación de todos los agentes, 
para de alguna manera, conseguir objetividad.  
 
En términos generales, “el problema del acceso a la justicia” se refería, inicialmente, a la 
necesidad de garantizar una igualdad formal ante las leyes, al simple hecho de que en el 
papel, todos los habitantes de un territorio tuvieran la posibilidad virtual de acceder a la 
justicia de igual manera. Para esta visión del acceso a la justicia no era necesaria una 
política pública, bastaba con la consagración legal o constitucionalidad de la igualdad 
formal ante la ley. (Cappelletti & Garth, 1996) 
 
Luego, el concepto de acceso a la justicia buscó crear una situación real (material) más 
que meramente virtual (formal) y en esa medida incluyó en el concepto la posibilidad 
efectiva de todas las personas de acceder al sistema judicial por medio de la eliminación 
de barreras económicas. En esta etapa, la preocupación principal giraba alrededor de 
cómo asegurar que existieran subsidios para quienes no podían costear un abogado o un 
proceso judicial, y aunque este cambio fue fundamental para empezar a pensar en el 
acceso real de las personas a la justicia, no se extendió más allá de buscar cómo asignar 
recursos para ayudar a costear los problemas, solo pensó en la barrera económica. 
Podría decirse que en este momento se convirtió, el tema del acceso a la justicia en un 
problema estatal, que solo afectaba pero no involucraba a la sociedad y cuya superación 
exitosa dependía exclusivamente del ajuste de presupuestos del Estado.  
 
Esta perspectiva resultaba muy limitada en la medida en que solo consideraba barreras 
de acceso de tipo económico y excluía, de entrada, la posibilidad de administrar justicia 
por instituciones, procesos y procedimientos diferentes a los judiciales, por lo que se 
incorporaron a su definición, los mecanismos alternativos de solución de conflictos. 
(Cappelletti & Garth, 1996). 
 
Esta inclusión responde a un cambio en el punto de partida desde el cual se analizaba el 
problema del acceso a la justicia. Hasta los años setenta, el problema del acceso a la 
justicia era mirado desde el Estado, como una función estatal, y por lo tanto, el interés 
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principal radicaba en responder a las siguientes preguntas: ¿cómo debe el Estado 
asegurar que todas las personas accedan a los mecanismos diseñados por él (rama 
judicial) para resolver conflictos? ¿Cómo hacer para que los jueces estén en todo el 
territorio nacional, para que sean más, estén mejor distribuidos y sean más eficientes? 
Pero en la década de los setenta, el punto inicial de reflexión cambió y pasó de ser la 
institucionalidad estatal ya creada, al hecho efectivo de que los ciudadanos tenían 
conflictos y era necesario que contaran con procedimientos para resolverlos de manera 
pacífica, fueran éstos procedimientos estatales o comunitarios. Esta nueva forma de ver 
el problema del acceso a la justicia fue llamada la teoría conflictivista del acceso a la 
justicia. (Felstiner, Abel, & Sarat, 1981). 
 
La perspectiva conflictivista del Derecho y la justicia, reconoce que las personas por el 
simple hecho de vivir en comunidad y de tener intereses diversos, entran en conflicto con 
otras, y algunos de estos conflictos son considerados por sus protagonistas de tal 
gravedad que sienten la necesidad de reclamar por ellos. Son estos conflictos los que 
resultan relevantes para el sistema de justicia. Pero dado que las sociedades son 
diversas, no puede identificarse un grupo de problemas relevantes homogéneo para todo 
el mundo, porque la percepción de gravedad de un conflicto depende de múltiples 
factores económicos, sociales y culturales que pueden hacer que para una comunidad 
sea un conflicto grave algo que para otra es un conflicto menor.  
 
Por lo anterior, el acceso a la justicia, entendido como la solución efectiva de los 
problemas relevantes para el sistema de justicia, debe ser capaz de reconocer esta 
disparidad en la valoración de los conflictos y de diseñar y gestionar diferentes 
mecanismos y procesos que sirvan para dar solución pacífica a todos los problemas que 
la comunidad reconozca como relevantes para el sistema de justicia. En términos de 
gestión: es necesario que la justicia se diversifique. 
 
La diferencia de criterios a la hora de evaluar un conflicto como relevante es lo que abre 
la puerta a los mecanismos alternativos de solución de conflictos que entran al esquema 
del acceso a la justicia por ser capaces de atender conflictos que el sistema judicial 
formal, regido por criterios dominantemente económicos y sesgados cultural y 
socialmente, o no considera importantes o no les da soluciones que resulten eficientes.  
(Cappelletti & Garth, 1996). En esta nueva mirada, aunque no se desprecia el sistema 
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judicial formal, se entiende que éste resulta insuficiente, no solamente por los costos que 
su universalización traería, sino porque, en muchos casos, no responde a las 
necesidades reales de solución de conflictos que requiere la población.  
 
Los mecanismos alternativos de solución de conflictos y la actuación ágil de entes 
administrativos que resuelvan conflictos, son capaces de articular tres aspectos con los 
que no pudo lidiar el esquema formal-judicial de administración de justicia y consisten en: 
1) muchos conflictos que son considerados relevantes para ciertos grupos poblacionales 
resultarían, de ser resueltos por los mecanismos y procedimientos judiciales, demasiado 
costosos en tiempo y en dinero; 2) muchas personas prefieren una participación más 
activa dentro del procedimiento de solución de sus conflictos, participación que niega la 
formalidad del proceso judicial y que es ampliamente permitida por los mecanismos 
comunitarios o alternativos, y; 3) los mecanismos alternativos de solución de conflictos, a 
diferencia de la justicia formal, por requerir de participación activa de las partes en la 
solución de los conflictos, ayudan a regenerar el tejido social y restablecer la armonía en 
la comunidad. 
 
Esta visión general de lo que puede entenderse como el problema de la falta de acceso a 
la justicia, que supone una necesidad de acceso material a la solución pacífica de 
conflictos de diversa índole, es el fundamento de que el acceso a la justicia se haya 
convertido, en las agendas de los Estados en un asunto susceptible de ser abordado 
mediante una política pública.  
5.3 La participación social en la política pública de 
acceso a la justicia 
Las razones por las cuales es importante la participación pública en la identificación, 
diseño, ejecución y evaluación de las políticas públicas, puede exponerse a partir de 
cuatro planteamientos globales: la población hace parte del problema; nadie conoce los 
problemas de un proceso como quien lo sufre; es necesario un compromiso de la 
población en conjunto con respecto a los cambios y a la política a implementar, y; la 
objetividad en la evaluación requiere participación de todos los agentes involucrados. 
(Cobb & Elder, 1972)  
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5.3.1 La población hace parte del problema9  
En la política pública de acceso a la justicia son agentes fundamentales: los funcionarios, 
públicos o privados, que directamente están involucrados en la solución de los conflictos 
(jueces, magistrados, agentes administrativos que solucionen conflictos, conciliadores, 
jueces de paz, etc.), las demás ramas del poder público que intervienen de manera 
indirecta en la política pública (el legislador como agente capaz de aportarle a la política 
pública reglamentaciones que le sirvan de herramienta, o el ejecutivo encargado de 
posibilitar las condiciones más básicas para que el acceso se materialice), y los usuarios 
de los servicios de justicia (que incluyen directamente a los usuarios y a los abogados 
por medio de los cuales muchos usuarios acceden a la administración). A continuación 
expondremos concretamente cómo es que los agentes identificados “hacen parte del 
problema” y debido a ello por qué su participación resulta imprescindible para la 
caracterización y solución del mismo.  
 
Los funcionarios serán parte del problema si su formación técnica no es idónea para 
responder a las problemáticas de la comunidad, si no son sensibles a las condiciones 
reales de los usuarios y sus necesidades de justicia, y si no cuentan con una cultura 
organizacional capaz de guiarlos por el camino de la eficiencia y la búsqueda de la 
justicia material y los objetivos de la administración de justicia. (Cappelletti & Garth, 1996) 
(Consejo Superior de la Judicatura, 2010). Dada la gran relevancia que los funcionarios 
tienen en la problemática, una política pública de acceso a la justicia que no cuente con 
ellos no estaría realmente respondiendo al problema en el que se enmarca.  
Pero el problema de la falta de acceso a la justicia no es causado únicamente por los 
jueces, conciliadores, fiscales, etc., sino que también tiene una causa institucional 
superior relacionada con el funcionamiento del Estado como un todo que debe estar 
perfectamente coordinado para que sus objetivos se cumplan. Por esto, es necesario 
también que se cuente con el compromiso, el apoyo y la participación propositiva del 
legislativo, como órgano encargado de diseñar el andamiaje normativo a partir del cual 
los funcionarios directamente relacionados con la justicia deben actuar; y de la rama 
ejecutiva como garante de que las disposiciones legislativas se cumplan. Aquí, en el caso 
                                               
 
9
 Con esto no se quiere decir que la actuación de las personas sea culpable en el sentido legal, es 
decir no se cree que las fallas de funcionarios, comunidad o abogados se hagan de manera 
consciente y voluntaria, pero si supone causas de las barreras de acceso.  
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preciso de la administración de justicia, la policía, por ejemplo, cumple una función 
primordial pues es ella quien en muchos casos recibe la noticia del conflicto y debe 
conocer y guiar correctamente a los ciudadanos sobre las formas de acceder a la justicia 
para solucionarlo; por lo mismo, su participación en el diseño de la política pública de 
justicia es fundamental.  
 
En los ciudadanos y en los abogados, como representantes en los procesos que así lo 
requieren, se pueden encontrar los otros “causantes” de las barreras al acceso. La 
barrera de acceso más común se da, como se verá posteriormente, en el 
desconocimiento de los usuarios de las vías y procedimientos existentes para solucionar 
sus conflictos. Así, de nada sirve un Estado perfectamente coordinado con funcionarios 
perfectamente entrenados y eficientes, si los usuarios no saben que ellos existen. La 
participación de los potenciales usuarios, es decir, de la comunidad en general es 
fundamental para atacar el problema de la desinformación de la cual, en muchos casos, 
no son culpables. Por su parte, los abogados representan también un sector muy 
importante dentro de las causas de las barreras al acceso a la justicia, no solo por los 
costos que su contratación supone para las personas, sino por prácticas comunes que no 
conducen a la solución del problema, sino a su entorpecimiento.  
 
Por último, la sociedad en general cuenta con un factor fundamental que no puede 
ignorarse dentro de la planeación de la política pública por ser un agente causal 
fundamental de muchas de las barreras de acceso: la cultura jurídica del país. La cultura 
jurídica del país puede causar la falta de acceso a la justicia por la desconfianza de las 
personas en los mecanismos de solución de conflictos diseñados por el Estado o en sus 
instituciones en general y por falta de lo que se ha llamado el “empoderamiento” legal de 
la población. Así, la participación activa de toda la comunidad es condición indispensable 
si se pretende modificar esta cultura adversa al acceso a la justicia.  
5.3.2 Nadie conoce los problemas de un proceso como quien lo 
sufre 
Para el caso del acceso a la justicia, nadie como el juez puede reconocer los problemas 
que afectan el acceso de las personas a despachos como el suyo, pues es él quien está 
todos los días escuchando los reclamos y las quejas de las personas que ven frustradas 
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sus intenciones de acceder a la justicia; nadie como él conoce las dificultades a las que 
se enfrenta cotidianamente en su despacho al gestionar la solución oportuna de los 
casos de los que tiene conocimiento.  
 
De la misma manera, nadie como el conciliador o el juez de paz,  quienes conocen la 
comunidad a la que pertenece, puede identificar y caracterizar los problemas propios de 
su comunidad en relación a la administración de justicia, y aún más, dar una 
aproximación a las posibles consecuencias que una medida puede traer en su 
comunidad.  
 
Y por supuesto, nadie como quienes han sido partes en un conflicto y no han podido 
acceder a la justicia o han encontrado miles de trabas para acceder a ella, son capaces 
de identificarlas, proponer soluciones o saber si las soluciones que se plantean 
resultarían eficaces para solucionar la situación problemática que ha vivido.  
 
El éxito de una política pública depende, en buena medida, de la corrección del 
diagnóstico que se haga luego de identificar el problema, y quienes están en mejores 
condiciones para realizar este diagnóstico no son quienes desde un escritorio en algún 
puesto muy alto del Estado, se sientan a pensar en cómo es que es la problemática, sino 
quienes la viven en la vida real. Y son ellos mismos quienes cuentan con las mejores 
condiciones para poder “predecir” si una medida resultaría eficaz o no.    
5.3.3 Es necesario, para el éxito de la política pública, el 
compromiso de la población en conjunto 
Debido a que una política pública busca modificar una realidad compleja, multi-causal, 
socialmente problemática y que no ha sido posible afrontar por medio de las actividades 
cotidianas ni de las instituciones ni de los ciudadanos, su éxito depende del cambio en 
comportamientos de muchos agentes diferentes y, más complejo aún, del cambio en 
términos culturales, de la población a la que se dirige. 
 
Por ser necesaria una respuesta de múltiples agentes y por implicar cambios que 
muchas veces van en contra de la “zona de confort” en la que las personas están cuando 
saben cómo funcionan las cosas y llevan tiempo haciéndolas de cierta manera, y debido 
al temor común que trae el cambio, una política pública que no haya sido concertada con 
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todos los agentes involucrados o interesados y que solo en el momento de la 
implementación sea impuesta desde arriba, va a generar rechazos de tal intensidad que 
va a terminar siendo imposible su efectiva implementación. (Malott, 2006) 
 
En el caso de las políticas públicas debe eliminarse la idea de sujeto pasivo sobre el que 
recae la acción del estado en una situación de verticalidad, para convertir a todos los 
agentes en sujetos activos de la misma que le aporten sus conocimientos y su trabajo 
para la construcción de la realidad que la política persigue. (Villaveces Niño, 2009) 
 
La participación de la ciudadanía en las decisiones respecto del modelo de 
administración de justicia, logra crear un sentimiento de identidad con el sistema al que 
se pertenece y al que se espera acceder buscando respaldo y protección. “Sin la voz 
participativa de las personas pobres, el proceso de empoderamiento legal no puede 
existir. Es crucial que dicha voz se base, por un lado, en la información y la educación y 
por otro, en la organización y la representación” (Carrillo Flores, 2006): en la información 
y la educación en tanto nadie puede conocer mejor que la misma comunidad las 
principales dificultades a las que hay que hacer frente ni las condiciones en las que se 
encuentran para lograrlo; y en la organización y la representación como parte integral de 
la participación en los procesos que posibiliten el empoderamiento y el compromiso de 
los grupos involucrados y el sentido de pertenencia o apropiación de las personas con 
respecto a sus instituciones.   
 
El compromiso social que requiere sacar adelante una política pública de acceso a la 
justicia solo se puede lograr si las personas sienten que fueron tenidas en cuenta en el 
proceso de la creación de la política pública y en esa medida, la identifican como una 
iniciativa propia, digna de sus esfuerzos. (Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo, 2008)  
5.3.4 La objetividad en la evaluación requiere participación de 
todos los agentes involucrados 
En el caso de la política pública de acceso a la justicia, la necesidad de buscar la 
objetividad por medio de la participación de todos los agentes interesados en el proceso, 
puede evidenciarse en tres momentos particulares: el diagnóstico, la toma de decisiones 
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frente a las soluciones planteadas y la evaluación de la gestión de la política. (Kaplan & 
Norton, 2004) 
 
Dados los múltiples factores que pueden causar las barreras de acceso a la 
administración de justicia, y los diferentes grupos de interés que se ven involucrados en 
ellos, uno de los momentos de mayor tensión es el diagnóstico de la situación real de la 
problemática. Cada agente esperará salir bien librado en la repartición de 
responsabilidades y por eso intentarán suavizar sus debilidades y profundizar en las de 
los otros.  
 
El dialogo conjunto entre los diferentes agentes que componen la realidad en la cual 
existen las barreras para el acceso a la justicia de las personas, permite que se intente 
llegar a un acuerdo sobre el estado real de las cosas, generando compromisos de las 
partes, y que no se limite la identificación y caracterización de la problemática a una sola 
opinión, que en la mayoría de las veces no conoce la problemática completa o no le 
interesa explicitar fallas propias. 
 
Por otro lado, si una política pública de acceso a la justicia parece recargar la 
responsabilidad en alguno de los sectores involucrados y enfoca hacia él todos sus 
programas, será rechazada por éste, al percibir que se le endilga la culpar de toda la 
problemática. Por lo anterior se requiere que, con la participación de todos los agentes, 
se repartan cargas y responsabilidades que, en vista de ser compartidas, reciban mejor 
acogida por parte de toda la comunidad y permitan un compromiso real de parte de todos 
los sectores involucrados. 
 
Por último, la objetividad en el proceso de las políticas públicas puede verse gravemente 
afectada en el momento de la evaluación de las mismas. Una vez más, debido a que los 
agentes que intervienen en las políticas públicas son individuos o grupos con intereses 
individuales comúnmente contrapuestos, al momento de revisar los aciertos y debilidades 
de los programas que constituyen la política pública como fue diseñada, es necesario 
contar con la opinión de todos los participantes para asegurar que dicha evaluación 
coincida con las circunstancias reales, y de esta manera sirva de insumo para el diseño y 
creación de planes de mejoramiento y de ajuste de la política.  
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5.4 El entorno determinante y a determinar de la política 
pública de acceso a la justicia 
Los principales factores, que en términos generales, pueden identificarse como 
determinadores y limitantes de una política pública de acceso a la justicia, pueden 
agruparse en tres categorías: los referentes a la pobreza extrema, a un Estado fallido y a 
aspectos culturales transformados en barreras.  
 
En relación con la pobreza extrema, la Comisión para el empoderamiento legal de los 
pobres de Naciones Unidas, identifica que existe una relación de doble vía entre la 
pobreza extrema y el acceso efectivo a la justicia (Commission of Legal Empowerment of 
the Poor, 2008). Se afirma que es requisito para que pueda hablarse de acceso a la 
justicia, que las personas cuenten, por lo menos, con sus necesidades básicas resueltas. 
De otra manera, no tendrán oportunidad ni siquiera de preguntarse por la posibilidad de 
acceder a la justicia o de hacer valer sus derechos; pero al mismo tiempo reconoce en el 
acceso a la justicia, un medio eficaz para aliviar la pobreza en las sociedades. Afirma que 
un requisito imprescindible para el crecimiento económico es el aseguramiento de la 
universalización del acceso a la justicia en la medida en que negocios y relaciones 
interpersonales e interinstitucionales se verán regidos y protegidos por sistemas de 
justicia eficientes, lo que aumentará la confianza y el emprendimiento.  
 
Al respecto, Cappelletti y Garth, luego de estudiar diferentes iniciativas dirigidas a 
asegurar el acceso a la justicia en el mundo, a manera de conclusión afirman: “Quizá 
seamos escépticos, por ejemplo, ante el potencial de las reformas de acceso a la justicia 
en órdenes sociales fundamentalmente injustos. Las reformas judiciales y procesales, 
deben reconocerse, no sustitutos suficientes de la reforma política o social, (…) para los 
muy pobres el problema del acceso a la justicia simplemente no es de peso, pues no 
tienen demandas y están fuera del sistema institucional, por muy “accesible” que pueda 
ser ese sistema”. 
 
Además, la pobreza extrema generalmente va ligada al analfabetismo o a la falta de 
información en general, por lo que, para el caso del acceso a la justicia que tiene como 
objetivo básico y presupuesto necesario que las personas conozcan los mecanismos 
diseñados para solucionar sus conflictos en el momento en que estos se den, este factor 
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constituye un entorno de suma relevancia a la hora de plantear las soluciones y la 
gestión de las mismas.  
 
El segundo grupo de factores determinantes de la política pública de acceso a la justicia 
que se ha identificado, tiene que ver con lo que se ha conocido como “Estados fallidos”10 
y tiene que ver fundamentalmente con la ausencia del Estado en territorios apartados, y 
con la desconfianza que la ineficiencia, ilegitimidad o extrema corrupción ha generado 
entre los habitantes.  
 
Estas circunstancias, que no son propias ni exclusivas de los agentes directamente 
relacionados con una política pública de acceso a la justicia, resultan de suma 
importancia a la hora de evaluar las posibilidades reales de éxito de cualquier propuesta 
que se plantee. (Chacón Morón, Rojas Nava, Calderas Volcanes, & Bongiorno Ponzo, 
2011) La ausencia total del Estado resulta el caldo de cultivo ideal para el surgimiento de 
mecanismos “alternativos” a los institucionales para solucionar conflictos que, en la 
medida en que sean pacíficos, podrían ser integrados a una política pública de acceso a 
la justicia, pero en el caso de ser violentos (como suele ocurrir en casos de Estados 
fallidos), la confianza en estos tipos de mecanismos, por “eficientes” en comparación a 
los institucionales ausentes, supone una barrera gigante para el acceso a la justicia.  
 
                                               
 
10
 Aunque el término Estado fallido es supremamente impreciso, por lo general, un Estado es 
considerado fallido cuando sufre un fracaso social, político, y económico, y se  caracteriza por 
tener un gobierno tan débil o ineficaz, que tiene poco control sobre vastas regiones de su 
territorio, no provee ni puede proveer servicios básicos, presenta altos niveles de corrupción y de 
criminalidad, refugiados y desplazados, así como una marcada degradación económica. (Patrick, 
2007) 
La organización Found for peace, que entre sus programas contempla la creación de un índice de 
Estados fallidos, ha identificado los siguientes criterios como constitutivos de lo que se ha 
denominado Estado fallido:  
 Pérdida de control físico del territorio, o del monopolio en el uso legítimo de la fuerza. 
 Erosión de la autoridad legítima en la toma de decisiones. 
 Incapacidad para suministrar servicios básicos. 
 Incapacidad para interactuar con otros Estados, como miembro pleno de la comunidad 
internacional. 
 Corrupción generalizada en la administración pública. 
 Altos niveles de criminalidad. 
 Elevado porcentaje de refugiados y desplazados. 
 Degradación económica de la población. 
 Aparición de grupos paramilitares que sustituyen los cuerpos y fuerzas de seguridad del 
estado. 
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Adicionalmente, la ausencia del Estado genera desconfianza y sensación de extranjería, 
es decir, las comunidades aprenden a vivir sin necesitar al Estado porque el Estado 
nunca ha estado ahí para ellas, y se sienten diferentes y excluidos por personas, 
mecanismos e instituciones que les han sido tradicionalmente negados, por lo que no es 
fácil reconstruir la confianza en las instituciones de la administración de justicia para que 
las comunidades decidan voluntariamente acceder a ellas, y si no existe esta voluntad, 
de nada servirá que en cada esquina exista un centro institucional de solución de 
conflictos con los mecanismos idóneos para solucionar los conflictos de la comunidad, si 
las personas simplemente prefieren no acceder a ellos.  
 
Por último y generalmente ligado al anterior, existe, en el entorno de la política pública de 
acceso a la justicia, un grupo de factores de tipo cultural que pueden servir tanto como 
impulsores de la política, como detractores de ella. Entre los factores que pueden 
identificarse dentro de este grupo están los imaginarios que los ciudadanos han 
construido tradicionalmente frente a la idea de Estado y frente a los funcionarios 
estatales; la actitud que se tenga frente a las autoridades y la leyes; las distancias 
simbólicas creadas por las divisiones sociales y las discriminaciones culturales que alejan 
a un usuario potencial de la administración de justicia de los canales dispuestos para la 
solución de los conflictos; los imaginarios, valores y prioridades de los funcionarios 
relacionados con la administración de justicia; la sensibilización social frente a los 
conflictos de los más desprotegidos, entre otros.  
 
Este conjunto de factores tan complejo no puede, en ningún caso, ser simplemente 
ignorado por los diseñadores de las políticas públicas de acceso a la justicia pues de 
ellos dependerá buena parte del éxito o fracaso de la política.  
 
Ahora bien, así como la política pública de acceso a la justicia puede verse afectada, 
positiva o negativamente por el entorno, en esta relación bidimensional, el entorno 
también puede ser afectado por la ampliación de la cobertura del acceso a la justicia (en 
el caso de una política que resulte exitosa) o de un nuevo intento fallido de solucionar el 
problema (en caso de fracaso de la política). En este último caso, el entorno agresivo 
frente a la administración de justicia se verá agravado por una nueva desesperanza, pero 
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en el caso contrario, en caso de éxito de la política, las consecuencias positivas para la 
sociedad en general son considerables. 
 
En términos sistémicos, una ampliación de cobertura de los mecanismos de solución 
pacifica de problemas no solo disminuiría la violencia privada, sino que ayudaría a 
fortalecer los lazos sociales entre vecinos, entre ciudadanos, entre negociadores y entre 
el Estado y sus administrados. Ampliar el acceso a la justicia supone un cambio en la 
mentalidad de las personas que, por un lado recuperarían la confianza en la 
institucionalidad, y por el otro, tendería a incorporar el comportamiento previsto en la ley, 
en la medida en que se hace evidente que existen los mecanismos para hacerla cumplir.  
 
A su vez, estos beneficios adicionales o externalidades de la ampliación de la cobertura 
del acceso a la justicia, redundarán en mejores condiciones para continuar la ampliación 
de cobertura, lo que generaría algo así como un círculo virtuoso del acceso a la justicia.  
5.5 Síntesis. Condiciones de posibilidad para la política 
pública de acceso a la justicia 
A partir de las reflexiones del capítulo anterior, se pueden destacar algunas condiciones 
que debe cumplir aquello que vaya a ser llamado “una política pública de acceso a la 
justicia”. Estas condiciones deberán verse como transversales en todo el proceso de la 
política pública y como guía en el diseño, implementación y evaluación de la misma: 
a. Al acceso a la justicia, entendido como objetivo de política pública, se le reconoce 
como un asunto de suma importancia social del cual depende en buena medida el 
éxito del Estado, la consolidación del régimen democrático, la paz social y el 
desarrollo económico de un pueblo.  
b. La política pública busca transformaciones que trascienden el devenir regular de las 
instituciones. La política pública de acceso a la justicia no le corresponde 
exclusivamente al Estado, debe incluir, en todo el proceso de diseño, ejecución y 
evaluación, a la sociedad en general, porque del compromiso de todos los agentes 
involucrados dependerá el éxito de la misma. No hay sujetos pasivos de la política 
pública, solo sujetos activos.   
c. La política pública de acceso a la justicia no debe plantearse ni entenderse como un 
conjunto de acciones independientes, sino como la búsqueda en el cambio o 
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mejoramiento en las disposiciones de todos los agentes involucrados (de las 
autoridades, de quienes como particulares cumplan funciones de justicia, y de los 
eventuales usuarios), que los muevan a actuar persiguiendo el objetivo de 
acercamiento físico y simbólico de la justicia a la comunidad.  
d. La caracterización de la problemática nacional de la falta de acceso a la justicia, debe 
hacerse de tal manera que posibilite su adaptación a las circunstancias locales 
particulares, conocidas de manera directa por la comunidad, quien deberá ser parte 
activa de la adecuación de la política general a las necesidades particulares. 
e. La participación de administradores de justicia, usuarios, abogados y sociedad en 
general, en todos los momentos de la política pública, es requisito fundamental para la 
efectiva consecución de los objetivos que ella se plantee. 
f. Solo a partir de la caracterización general de la problemática referente a la falta de 
acceso a la justicia y a los recursos disponibles para hacerle frente, pueden diseñarse 
los objetivos generales de la política pública, que tendrán naturaleza estratégica y 
deben dar cuenta del entorno complejo en el que la administración de justicia se da.   
 
Ilustración 1. Condiciones de posibilidad de la política pública de acceso a la justicia.  
 
 
 
  
 
 
  
 
6. Caracterización de la política pública de 
acceso a la justicia en Colombia 
Colombia ha ubicado el tema del acceso a la justicia como una preocupación central 
en la agenda pública, en la medida en que se comparten las preocupaciones 
internacionales por el tema y se intenta crear mecanismos que derriben las que se 
han identificado como las principales barreras para el acceso a la justicia en el país y 
por esta vía, se espera construir un país en paz, con confianza en las instituciones y 
con bajos índices de pobreza.11 (DIrección Nacional de Planeación, 2010) 
 
En esta medida y dada la importancia nacional que se le ha dado al acceso a la 
justicia, ésta ha dado lugar a una política pública especial que parte de la 
identificación del estado de cosas real para, a partir de él, construir los objetivos de la 
política y diseñar e implementar programas encaminados a alcanzarlos.  
 
El ejercicio de caracterización de las principales barreras para el acceso a la justicia 
en Colombia, ha sido desarrollado, desde la institucionalidad, principalmente por el 
Ministerio de Justicia, como coordinador gubernamental de la administración de 
                                               
 
11
 El Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 Prosperidad para todos, incluye como objetivos “El 
sueño de un país seguro y en paz, con bajos índices de pobreza y con una población educada y 
trabajando” y “Un país que confía y siente orgullo por las instituciones del Estado. Unas 
instituciones guiadas bajo los postulados del Buen Gobierno que cumplen a cabalidad 
compromisos ineludibles de gestión pública como la transparencia, la equidad, el pluralismo, la 
eficiencia, la eficacia, la austeridad, y la intolerancia absoluta con la corrupción”; y como una de 
las estrategias transversales para conseguirlos establece “Una estrategia para consolidarla paz en 
todo el territorio, con la consolidación de la Seguridad, la plena vigencia de los Derechos 
Humanos y el funcionamiento eficaz de la Justicia.” 
En el capítulo sobre justicia, el PND afirma que “Un sistema judicial independiente es fundamental 
para la consolidación de la democracia, el progreso social y la reducción de la violencia y sus 
impactos diferenciados por género. Dentro de este marco, es necesario fortalecer las instituciones 
encargadas de garantizar el cumplimiento de las normas y los mecanismos diseñados para 
promoverla resolución pacífica de los conflictos.” 
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justicia en todas sus modalidades, y por el Consejo Superior de la Judicatura, como 
ente encargado de la gestión de la Rama Judicial.  
 
A continuación y utilizando esquemas internacionales para la identificación de las 
principales barreras de acceso a la justicia, se intentará una caracterización general 
para el caso de Colombia que, siguiendo los estudios institucionales, permitan 
identificar los objetivos de la política pública de acceso a la justicia en Colombia.   
6.1 Barreras de acceso a la justicia en Colombia 
El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, elaboró un Manual  de 
políticas públicas para el acceso a la justicia en el cual identifica, como herramienta 
para el diagnóstico de las necesidades jurídicas de la población, una clasificación en 
la que pueden organizarse las diferentes barreras que impide en acceso a la justicia. 
Así, afirma que las barreras para el acceso a la justicia pueden ser de tres tipos: 
barreras institucionales, barreras sociales y barreras económicas. (Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo, 2008)  
 
Las barreras institucionales son aquellas que existen independientemente de 
cualquier sector de la sociedad; están íntimamente ligadas al desarrollo de las 
instituciones nacionales o regionales, afectan a toda la comunidad nacional o regional 
por igual, es decir, no están relacionadas con las características propias del 
segmento poblacional especialmente excluido, sino con las instituciones y su manejo; 
requieren decisión política y cambio institucional para ser superadas.  
 
Entre las barreras institucionales más comunes en el tema del acceso a la justicia, 
están: la inexistencia o insuficiencia de mecanismos de solución pacífica de conflictos 
(formales y no formales), la congestión judicial (falla en la dimensión de procesos de 
la política pública), la insuficiencia de recursos para la justicia (problemas en la 
dimensión financiera de la política pública), la falta de intensión política en lo que 
tiene que ver con la modernización de la justicia (falla en la gestión del recurso 
humano y los sistemas de información), la ausencia generalizada del Estado en 
ciertos territorios y la falta de legitimidad o confianza que se predica de las 
instituciones oficiales (falla en la dimensión de usuarios de la política pública).   
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Las barreras sociales son aquellas íntimamente ligadas a la comunidad de la que se 
trate. Estas comunidades, tradicionalmente excluidas del sistema de justicia, por lo 
general están caracterizadas por tener bajos ingresos, pertenecer a minorías o estar 
ubicadas en lugares apartados de los principales centros urbanos donde el Estado 
hace presencia, y en tal condición sufren, además de la exclusión y el olvido de l 
Estado, otras discriminaciones que pueden ser de tipo económico, étnico, racial, o 
cultural y que ayudan a generar o ampliar barreras para el goce efectivo del derecho 
al acceso a la justicia.  
 
Entre las principales barreras sociales pueden identificarse barreras lingüísticas y 
culturales. Las lingüísticas relacionadas con las dificultades de comunicación entre la 
institucionalidad y la comunidad, no solo porque las instituciones usen un idioma 
diferente al de la comunidad (caso de muchas poblaciones indígenas), sino porque el 
vocabulario de la administración de justicia resulta ajeno y, en muchos casos, 
agresivo, para las personas que pretenden acceder a ella; y las culturales, que 
dependen de la imagen de mundo de las comunidades excluidas, que generalmente 
no incluye al Estado como actor relevante en las relaciones sociales, ya sea porque 
siempre ha estado ausente o porque no lo reconocen sino como un agente externo 
impositivo, ineficiente y corrupto que no se preocupa por sus conflictos o que no es 
capaz de comprenderlos como los comprende la comunidad. En esta última categoría 
entra también la existencia de soluciones no institucionales que se crean en ciertas 
comunidades y que no corresponden a soluciones pacíficas de conflicto, que ponen 
en peligro la estabilidad social y rechazan el monopolio legítimo de la fuerza en 
manos del Estado, que muchas veces es aceptada por la comunidad como la forma 
en que son las cosas, como parte necesaria de la realidad que les correspondió vivir, 
o en los peores casos, como soluciones mucho más adecuadas para sus conflictos.  
 
Por último, las barreras económicas hacen referencia directa a la imposibilidad de 
acceso a la justicia generada por la carencia de los recursos económicos necesarios, 
por parte de los ciudadanos, para acceder a los mecanismos creados para la solución 
pacífica de los conflictos. Entre los factores que pueden agravar este tipo de barreras 
se encuentra la distancia física de las instituciones con respecto a los habitantes que 
requieren soluciones de justicia, los altos costos de las actuaciones procesales, la 
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carencia o insuficiencia de apoyo jurídico estatal para los sectores menos favorecidos 
(defensa judicial subsidiada, asesoría jurídica estatal, etc.), entre otros.  
 
Es importante destacar que las barreras a las que se ha hecho mención no son, en 
ningún caso, excluyentes ni hacen parte de una lista taxativa y cerrada, ni son 
independientes unas de las otras. Por el contrario, son muchas las relaciones que 
pueden identificarse entre las diferentes barreras que se interponen entre la 
ciudadanía y el pleno goce del acceso a la justicia.  
 
En Colombia, el Gobierno Nacional, en el Plan de Desarrollo 2010-2014 y la Rama 
Judicial del poder público, en su Plan Sectorial 2011-201412, han identificado barreras 
cuyo análisis puede hacerse siguiendo la clasificación propuesta por el PNUD. 
 
 
Barreras del acceso a la justicia en Colombia 
 
Tipo de barrera Categoría Barrera en Colombia 
Institucional Diseño 
institucional 
1. El diseño institucional, aunque muy completo, 
sigue sin atacar el problema de la lejanía de los 
mecanismos con respecto a los conflictos. 
2. El diseño institucional, como está planteado, 
dificulta la coordinación  interinstitucional.  
Debilidad estatal 3. Ausencia del Estado en zonas marginales 
4. Presupuesto limitado para justicia 
Personas en la 
institucionalidad 
5. Indiferencia por la gestión institucional 
6. Corrupción e ineficiencia 
7. Debilidad en la formación técnica para la 
solución de conflictos y poca sensibilidad de los 
funcionarios 
                                               
 
12
 Plan Sectorial de la Rama Judicial 2011-1014: “Corresponde al poder judicial, en sede 
administrativa, dirigir sus esfuerzos hacia la superación de todas las barreras administrativas, 
geográficas, técnicas y culturales que impiden a los ciudadanos la materialización de sus 
derechos.” 
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Sociales y 
culturales 
Culturales 8. Desconfianza en la institucionalidad 
9. Desconocimiento de la ley, los derechos y los 
mecanismos 
Socio-lingüísticas 10. Discriminación por parte de las autoridades 
mediante el lenguaje demasiado complejo o técnico y 
las formalidades excesivas. 
11. Discriminación por razones políticas, 
económicas, de raza, género, condición física o 
mental. 
Económicas Costos directos 12. Costas en los procesos 
Costos indirectos 13. Pobreza extrema 
14. Costos de desplazamiento 
Tabla 1. Barreras al acceso a la justicia en Colombia. 
 
6.1.1 Barreras institucionales para el acceso a la justicia en 
Colombia  
Es importante destacar, que para el caso colombiano, los esfuerzos relacionados desde 
la década de los noventa, con la proclamación de la nueva Constitución Política, en 
materia de diseño institucional para la administración de justicia, han dado resultados 
muy favorables, en la medida en que han superado grandes desafíos como el diseño de 
una estructura completa que permita dar cuenta de prácticamente cualquier tipo de 
conflicto que se presente en la sociedad colombiana. 
 
Pero debido a que las barreras causadas por las fallas en el diseño institucional pueden 
estar referidas a tres características de un diseño institucional ideal, que son: la 
existencia de instituciones que respondan a las necesidades jurídicas de la población; la 
eficacia de las instituciones diseñadas en la medida en que comprendan la situación real 
de los usuarios potenciales; y la coordinación, desde el diseño, de toda la estructura de 
administración de justicia; y la compleja y completa estructura diseñada por la 
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Constitución13, la ley y los decretos, solo responde a la primera de estas condiciones, 
resulta necesario analizar las otras dos para identificar, en ellas, las barreras de acceso a 
la justicia que existen en Colombia en materia de diseño institucional.   
 
El omnicomprensivo diseño institucional existente no ha sido suficiente para garantizar 
que las personas efectivamente accedan a los mecanismos que existen para resolver sus 
conflictos. Este fenómeno puede ser comprendido si se entiende que el diseño 
institucional, plasmado en leyes y decretos, sigue dejando a las instituciones alejadas de 
las personas que potencialmente las necesitarían y esto sigue siendo una barrera 
institucional causada por fallas en el diseño, en la medida en que aun existiendo los 
mecanismos, no se han podido establecer, de tal manera que resulten eficaces. 
 
Al respecto es necesario introducir la discusión entre descentralización y 
desconcentración14. Se podría afirmar, entonces, que el diseño institucional, en la 
perspectiva de la descentralización, es decir como distribución de funciones y 
competencias entre funcionarios “de rango inferior”, resulta adecuado para las 
necesidades nacionales, pero inadecuado si se piensa en términos de concentración 
(ubicación de las soluciones en un mismo espacio), pues las instituciones creadas para la 
solución de conflictos siguen estando ubicadas alejadas de muy buena parte de la 
población colombiana, especialmente de aquella que tiene mayores problemas para 
acercarse, por sus medios, a las instituciones de la administración de justicia. 
 
 
 
Ahora bien, también hace parte de esta categoría de barreras, los problemas o falencias 
que existan en materia de coordinación institucional entre las agencias que directa o 
indirectamente afectan el proceso de administración de justicia en el país. Al respecto, es 
                                               
 
13
 Ver Anexo I. Estructura de la administración de justicia en Colombia 
14
 Esta discusión se amplía en el acápite El Estado colombiano hace frente a los objetivos de 
política pública 
Barrera 1. Los mecanismos diseñados para la solución pacífica de los conflictos, 
aunque potencialmente comprensivos de todas las necesidades en materia de justicia, 
siguen estando alejados de los posibles usuarios. 
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necesario destacar que, en el caso colombiano, existen dos grandes entidades que 
tienen a su cargo sectores muy importantes de la administración de justicia, pero que 
administrativa y políticamente, se encuentran tan separadas que muchas veces, en lugar 
de un trabajo coordinado, pareciera que existe un afán competitivo entre ellas.  
 
Por un lado, el Ministerio de Justicia y del Derecho, entidad del nivel administrativo 
central, reestructurada por la ley 1444 de 2011 como la encargada, desde el gobierno, de 
los asuntos relacionados con la administración de justicia y el Derecho, tiene a su cargo 
los siguientes objetivos:  
 
Formular, adoptar, dirigir, coordinar y ejecutar la política pública en materia de 
ordenamiento jurídico, defensa y seguridad jurídica, acceso a la justicia formal y 
alternativa, lucha contra la criminalidad, mecanismos judiciales transicionales, 
prevención y control del delito, asuntos carcelarios y penitenciarios, promoción de la 
cultura de la legalidad, la concordia y el respeto a los derechos. Negrilla por fuera 
del texto (Ministerio de la Justicia y el Derecho, s.f.)   
Algunos de ellos compartidos por el órgano encargado de la administración de la Rama 
Judicial, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, que a su vez se 
identifica como el ente de autogobierno de la Rama Judicial, y entre sus objetivos de 
gestión señala:  
 
Orientar las acciones del Gobierno de la Rama, en el cumplimiento Misional de 
promover el acceso, la eficacia, la eficiencia, la calidad, la confianza visibilidad y 
transparencia, la autonomía y el fortalecimiento Institucional en la Administración de 
Justicia en el país. Negrilla por fuera del texto (Consejo Superior de la Judicatura, 2010) 
Aunque tanto la Constitución, como la ley, los reglamentos y las misiones de cada 
entidad invitan a la coordinación institucional15; y reglamentariamente está en cabeza del 
                                               
 
15
 Normatividad y menciones institucionales a la coordinación interinstitucional entre el Ministerio 
de Justicia del Derecho y la sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 
Constitución Política, artículo 113; Ley 270 de 1996, artículo 86. Ver Anexo II. Referencias 
normativas.  
El Objetivo misional del Ministerio de Justicia y del Derecho, en relación a esto consagra: 
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Ministerio del Interior y de Justicia la coordinación de la política pública de justicia en el 
país, la verdad es que una idea un tanto radical del principio constitucional de la 
autonomía de la Rama Judicial, ha hecho casi imposible esta coordinación y ha 
generado, en contravía de lo esperado, “competencia” y no colaboración entre los dos 
órganos encargados de gestionar la justicia en el país.  
 
Esta falta de coordinación interinstitucional constituye una barrera de acceso a la justicia 
en la medida en que hace más engorrosos los procedimientos de acceso, tanto para los 
funcionarios, como para los usuarios. 
 
 
Hacen parte también de las barreras institucionales, las relacionadas con la debilidad 
estatal para ejercer su función pública de administrar justicia. En esta categoría de 
barreras, para el caso Colombiano, pueden identificarse tres barreras principales: 
ausencia del Estado en zonas marginales en Colombia, limitación del presupuesto 
destinado a justicia y debilidad estatal o incapacidad para ejecutar las decisiones que se 
toman en instancias de solución pacífica de los conflictos.  
 
Con relación a la ausencia del Estado, es necesario reconocer que aun cuando el Estado 
colombiano ha avanzado sustancialmente en la presencia institucional en el territorio 
nacional, siguen existiendo muchos lugares donde el Estado no llega, donde 
simplemente no existe presencia de ningún tipo de institucionalidad nacional. 
 
Esta manifestación de un Estado fallido impide radicalmente el acceso a la justicia no 
solo porque la población no cuenta con instituciones de solución de conflictos pacíficas a 
las cuales dirigirse, sino que, además, no cuentan con ninguna manifestación estatal que 
asegure su vida o bienes y garantice sus derechos e imponga el cumplimiento de sus 
                                                                                                                                              
 
“El Ministerio de Justicia y del Derecho coordinará las relaciones entre la rama Ejecutiva, la 
Judicial, el Ministerio Público, los organismos de control y demás entidades públicas y privadas 
para el desarrollo y consolidación de la política pública en materia de la justicia y del derecho.” 
Barrera 2. Hay problemas de “competencia” y descoordinación institucional entre las 
instituciones encargadas de administrar justicia. 
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deberes. En los territorios donde no hace presencia el Estado, no puede hablarse si 
quiera de existencia de Derecho, y en esa medida, mucho menos de acceso a la justicia.  
 
En Colombia se dan alternativamente dos situaciones de ausencia del Estado que se 
configuran en enormes barreras de acceso a la justicia: por un lado, espacios en los que, 
aun existiendo jueces, éstos no cuentan con el respaldo institucional necesario para 
desarrollar sus investigaciones, dirigir los procesos, decidir con autonomía o hacer 
cumplir sus fallos; y otro en el que ni siquiera existen jueces en el municipio a los cuales 
acudir.  
 
El primer caso planteado suele tener lugar en zonas del país donde a causa del conflicto 
armado, el Estado no es la autoridad reinante, sino que ha sido suplantado por 
organizaciones armadas al margen de la ley y por lo tanto la justicia, en ausencia del 
Estado, o bien es inocua frente a los mecanismos creados por las fuerzas armadas 
suplantadoras del poder estatal, o está sometida a las presiones o intimidaciones de los 
sectores armados y le sirve a sus propósitos de dominación territorial para-estatal. 
(García Villegas, 2008) 
 
Frente a la segunda circunstancia de ausencia del Estado, la misma Rama Judicial 
declara, en su Plan Sectorial que para el 2009, 133 municipios en  Colombia no cuentan 
con despacho judicial (Consejo Superior de la Judicatura, 2010); y en muchos de éstos, 
la población tampoco tiene acceso a ningún tipo de mecanismos alternativos de solución 
de conflictos. En estos casos ni siquiera se puede hablar de barreras para el acceso sino 
de inexistencia de posibilidades de acceso, pues el desplazamiento a un municipio 
aledaño para acceder a la justicia, es incosteable para la mayoría de los pobladores de 
estas zonas.  
 
Pero no solo los habitantes de municipios recónditos del país están imposibilitados para 
acceder a la justicia por ausencia absoluta de la institucionalidad en sus territorios; en las 
grandes ciudades del país el fenómeno se puede rastrear de manera muy similar. En las 
zonas apartadas del centro de las ciudades, donde se han asentado, generalmente de 
manera irregular, poblaciones vulnerables (pobres, víctimas del desplazamiento forzado, 
etc.), el Estado también permanece ausente en casi todas sus funciones y aunque en la 
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misma ciudad se encuentren todos los mecanismos de administración de justicia, están 
concentrados en zonas lejanas a estos barrios o comunas marginadas y acceder 
físicamente a ellos resulta mucho más costos de lo que pueden costear los pobladores 
de estos sectores, sin contar con que, en estos lugares abandonados por el Estado, 
también suelen estructurarse redes de poder ilegal que implementan mecanismos 
“alternativos” de solución de conflictos por medio de la violencia privada.   
 
 
 
La debilidad del Estado como categoría de las barreras institucionales para el acceso a la 
justicia también se manifiesta en los recursos escasos que le son atribuidos al ítem 
Justicia dentro del Presupuesto General de la Nación. 
 
En un Estado como el colombiano, agobiado por tantas necesidades de distinta índole y 
con tal grado de escases de recursos disponibles para atenderlas a todas, siempre será 
una barrera para los programas de ampliación del acceso a la justicia y de modernización 
de la administración de justicia, el hecho de contar con recursos muy limitados, por lo que 
algunos programas simplemente no pueden llevarse a cabo por no contar con los 
recursos necesarios para implementarse.  
 
Aunque la barrera de los recursos con los que cuenta la administración de justicia en 
Colombia, es un asunto que debe abrir la reflexión sobre las prioridades que se tienen en 
el país a partir de las cuales se asignan los recursos públicos, no puede convertirse en la 
excusa para justificar la ineficiencia de la gestión de la rama, ni para encubrir la 
corrupción administrativa que padece, porque, en todo caso, los principios de eficiencia y 
economía que rigen la administración pública, exigen que se demuestre que cada peso 
invertido en justicia fue eficientemente invertido.    
 
Barrera 4. Recursos escasos para programas de ampliación de la cobertura del acceso 
a la justicia en Colombia, sumados a malos manejos administrativos de los recursos 
existentes y corrupción.  
 
Barrera 3. La ausencia del Estado en el entorno al que tienen acceso las personas, 
imposibilita el acceso a la justicia para las comunidades vulnerables. 
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Por último, las barreras institucionales también hacen referencia a ciertos 
comportamientos sistemáticos o condiciones de quienes ejercen las funciones de 
administración de justicia. Las barreras institucionales causadas por el personal de la 
institucionalidad son: la indiferencia de los agentes de justicia por la gestión de la justicia, 
la corrupción e ineficiencia de los funcionarios de la justicia y la insuficiente experticia 
técnica y ausencia de sensibilidad social de muchos funcionarios. (Carvajal, 2002) 
(Zuluaga Nieto, 1996) 
 
La primera barrera de este tipo tiene que ver con la separación de dos dimensiones 
paralelas de la administración de justicia: la primera relacionada con la decisión efectiva 
de los conflictos, que consiste en el conocimiento por parte del juez o del ente 
encargado, del conflicto a solucionar y la interpretación y aplicación de las normas 
relativas al caso que determinarán la solución del mismo; y la segunda, relativa a la 
gestión del proceso y de la estructura toda de la administración de justicia.  
 
Tradicionalmente se ha hecho una separación radical entre el proceso de decisión de los 
casos y el proceso de administración de la estructura de justicia, así, a los jueces, 
funcionarios administrativos o particulares que directamente resuelven los conflictos que 
se les presentan, les resulta indiferente el proceso administrativo que ha permitido que 
llegue a ellos el caso, o que se requiere para que el caso que cayó en su competencia 
sea efectivamente fallado y ejecutada su decisión.  
 
Esta devaluación del aspecto de gestión de la justicia y la percepción de la gestión como 
una carga y no como un elemento generador de eficiencia y facilitador de los procesos se 
hace palpable en el Plan Sectorial de la Rama Judicial para el periodo 2011-2014, que 
como éxito de su Plan anterior, plantea que “debe resaltarse como un importante logro de 
los modelos de gestión vigentes, que del promedio de 45 horas laboradas a la semana, 
los funcionarios judiciales solamente dedican 4 horas a labores administrativas en el 
despacho. En el pasado el exceso de funciones administrativas era una queja constante 
de todos los servidores.” 
 
El desprecio por la gestión de los procesos y por la gestión de la administración de 
justicia en general por parte de los mismos funcionarios supone una barrera de acceso a 
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la justicia en la medida en que al existir tal resistencia generalizada hacia la gestión y la 
idea de que su única función es la de resolver casos, los funcionarios desconocen el 
funcionamiento de las instituciones y de las situaciones reales que enfrenta un individuo 
para acceder a ellos y ponerles a su consideración sus conflictos. La conciencia de la 
importancia de la gestión tiende a aumentar la eficiencia dentro de los despachos y a 
generar mejores mecanismos de coordinación interinstitucional, así como mejores 
relaciones con la comunidad.  
 
 
 
El segundo factor relacionado con las fallas de las personas en las instituciones tiene que 
ver con la corrupción e ineficiencia de los funcionarios a la hora de resolver conflictos. 
Transparencia Internacional (TI) define la corrupción, en el contexto de la justicia, como 
“los actos u omisiones que llevan al uso de la función pública para el beneficio propio o 
de terceros. Dichos actos u omisiones pueden incluir soborno, extorsión, intimidación, 
tráfico de influencias, o uso inadecuado de los mecanismos judiciales.” (Transparencia 
Internacional, s.f.)  
 
La corrupción en la justicia supone una barrera de acceso desde dos perspectivas: como 
barrera directa, en la medida en que las clases más desfavorecida, al no encontrarse en 
capacidad de costear los sobornos que engrasan la estructura de la administración de 
justicia, no pueden acceder a ella; o de manera indirecta pues las personas al saber o 
tener la percepción de que la justicia es corrupta, pierden credibilidad en ella y ni siquiera 
consideran la posibilidad de acceder. (Cappelletti & Garth, 1996) 
 
Además de la corrupción, la ineficiencia de los funcionarios de la administración de 
justicia, frecuentemente asociada a la congestión judicial, genera aumento en los costos 
para las partes en los procesos y, una vez más, falta de credibilidad y desconfianza en 
los mecanismos institucionales de solución de conflictos.  
 
Barrera 5. La indiferencia y resistencia de los funcionarios de la administración de justicia 
frente a los procesos de gestión, tanto de los procesos, como de las estructuras 
institucionales.  
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Un agravante especial a estas dos barreras (la corrupción y la ineficiencia) tiene que ver 
con que no necesariamente las instituciones tienen que ser corruptas o ineficaces para 
que se generen las barreras de acceso que causan la corrupción y la ineficacia, basta 
con que las personas crean que lo son.  
 
 
 
Por último, existe una barrera institucional de acceso a la justicia referente a los 
funcionarios de la institucionalidad y reconocida por el Consejo Superior de la Judicatura 
en su Plan Sectorial 2011-2014, que tiene que ver con la falta de experticia técnica para 
la solución de conflictos y la ausencia de sensibilidad social.  
 
Para ser funcionario de la administración de justicia, sea cual sea el mecanismo del que 
se esté hablando, es necesario contar con ciertas cualidades técnicas y personales que 
permitan no solo ejercer una labor adecuada y eficiente, sino adicionalmente generar 
confianza y credibilidad en el público. 
 
Cuando un funcionario de la administración de justicia, sea juez, magistrado, conciliador, 
defensor de familia, juez de paz, etc., enfrenta un conflicto, debe contar con la 
información técnica suficiente para decidirlo o guiar a las personas hacia una solución; 
esta información incluye el conocimiento de las leyes aplicables y de los procedimientos, 
pero no se limita a  ellos, supone también contar con habilidades para la negociación y, 
sobre todo, habilidades para solución efectiva de los conflictos que les permita 
comprender todas las dimensiones del caso, y a partir de la identificación de las 
necesidades jurídicas de las partes, ser capaz de interpretar y aplicar el Derecho de tal 
manera que exista un verdadero fin del conflicto.   
 
Además de estas condiciones técnicas, es necesario que el funcionario cuente con 
características personales que le impriman sensibilidad social para que, al momento en el 
que un usuario accede al despacho de un funcionario de justicia, no sienta que se crea 
entre él y la justicia  una barrera infranqueable. De alguna manera podría decirse que los 
Barrera 6. La corrupción e ineficiencia en la administración de justicia, como realidad y 
como percepción.  
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funcionarios de la administración de justicia deben tener un compromiso de orden moral 
con la comunidad a la que le sirven.   
 
6.1.2 Barreras sociales y culturales para el acceso a la justicia en 
Colombia 
El plan sectorial de la Rama Judicial, dentro del diagnóstico que presenta con relación a 
la necesidad de democratizar el acceso a la justicia en Colombia, afirma que “otra barrera 
por superar es la cultural. La falta de comprensión o conocimiento sobre el sistema 
judicial impide el acceso a la justicia”. (Consejo Superior de la Judicatura, 2010) 
 
De manera semejante, en el Plan Nacional de Desarrollo se establece que “otro de los 
problemas relacionados con el servicio de justicia son las barreras al acceso, entre las 
cuales se encuentran las barreras culturales que validan ciertos delitos, así como el 
desconocimiento de las víctimas de sus derechos” (DIrección Nacional de Planeación, 
2010). 
 
En Colombia son dos las barreras culturales más importantes: la desconfianza en la 
institucionalidad y el desconocimiento, por parte de la población, de la ley, los derechos y 
los mecanismos que componen la administración de justicia.  
 
La desconfianza generalizada en las instituciones por parte de la población colombiana, 
es el resultado de años de maltrato, olvido y escándalos que salpican cada sector del 
Estado y que hace especial eco en la Justicia. 
 
La desconfianza en la administración de justicia consiste en la creencia de la población 
de que es inútil acceder a ella porque la justicia es “solo para los de arriba”, o porque a 
los funcionarios de la administración de justicia realmente no les importan sus conflictos o 
son ineficientes y una solución va a tardar años en darse, siendo en ese momento 
inocua, o porque dado que los funcionarios son corruptos y no se cuenta con los recursos 
Barrera 7. Debilidad en la formación técnica para la solución de conflictos y poca 
sensibilidad de los funcionarios.  
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para enfrentar esa corrupción, acceder a la justicia no haría otra cosa que empeorar el 
conflicto. 
 
La desconfianza en las instituciones estatales ni es gratuita ni es siempre causada, es 
decir, no puede decirse que la gente arbitrariamente y sin razones siente desconfianza 
de las instituciones pues son muchos los casos en los que se ha evidenciado alguna de 
las fallas que se le atribuyen a la administración de justicia (ineficiencia, discriminación, 
corrupción, etc.), pero tampoco puede afirmarse que los imaginarios colectivos 
corresponden exactamente a la verdad, pues buena parte de ellos parten del 
desconocimiento de la institucionalidad y del apego especial a la información 
desfavorable frente a la favorable.  
 
 
De manera paralela a la desconfianza y muchas veces como causa de ella, existe en el 
país una enorme barrera que separa a las comunidades más desfavorecidas de los 
servicios de justicia y tiene que ver con el desconocimiento, por parte de la población, 
tanto de la ley sustancial como de los mecanismos existentes para la solución de sus 
conflictos.  
 
En parte debido al analfabetismo, a las deficientes iniciativas institucionales de 
promoción y difusión y a la pobreza extrema, buena parte de la población colombiana, 
especialmente aquella en situación de mayor vulnerabilidad, desconoce no solo los 
mecanismos institucionales diseñados y creados para la solución pacífica de los 
problemas, sino también, y más grave todavía, los derechos que tiene como miembro de 
la sociedad colombiana.  
 
Este desconocimiento impide, de entrada, que una vez presentado un conflicto, sea del 
tipo que sea, las personas incluso puedan representarse la idea de solucionarlo por 
medio de algún mecanismo institucional, pues simplemente los desconoce, y este 
desconocimiento genera mayor sensación de exclusión y, una vez más, mayor 
desconfianza. 
Barrera 8. Desconfianza de la población en las instituciones de la administración de 
justicia.   
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Además del desconocimiento de la población de sus derechos y las formas de poderlos 
exigir, el hecho de que los mismos funcionarios de la administración de justicia 
desconozcan también los procedimientos que deben dirigir u otros dentro de la institución 
de Justicia, supone una enorme barrera de acceso que habría que atacar.  
 
Esta desinformación institucional lo que genera es, además de más desinformación en la 
comunidad, nuevas razones para la desconfianza institucional y le abre campo a 
alternativas ilegales y generalmente violentas de solución de conflicto que agudizan las 
condiciones precarias de la comunidad, disminuye la capacidad de control estatal y 
permite un círculo vicioso de pobreza, desesperanza e injusticia.  
 
 
 
Ahora bien, dentro de las barreras culturales, el PNUD destaca las barreras socio-
lingüísticasy las describe como circunstancias de tipo social en la cuales, por medio del 
uso del lenguaje o de formalidades propias del ejercicio del Derecho o de las tradiciones 
burocráticas, se crean obstáculos que hacen que las personas que por su condición 
social o su nivel académico desconocen los términos o formas, no puedan acceder a los 
mecanismos diseñados para el acceso a la justicia.  
 
Cappelletti y Garth afirman que “la complicación del procedimiento, los detalles en la 
forma, los tribunales intimidatorios y jueces y abogados prepotentes hacen que individuo 
que quiere hacer valer su derecho se sienta perdido, prisionero en un mundo extraño” 
(Cappelletti & Garth, 1996) pues se crea una distancia enorme entre funcionarios y 
usuarios que manejan códigos de conducta y lenguajes diferentes que impide la 
comunicación y como consecuencia hace que las personas prefieran desistir de intentar 
medidas institucionales de solución de conflictos por representárselas como herramientas 
destinadas a otros grupos sociales que si comprenden el lenguaje y las formalidades con 
las que la justicia se les presenta. 
 
Barrera 9. Desconocimiento de los derechos y los mecanismos existentes dentro de la 
administración de justicia para exigir su cumplimiento.   
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En Colombia persiste la tradición de siglos pasados a partir de la cual se asemeja la idea 
de la “majestad de la justicia” con la complejidad de las formas y la prosopopeya del 
lenguaje. En esta medida, los jueces, funcionarios administrativos que resuelven 
conflictos y autoridades en general, han interiorizado la idea de que deben, en sus 
intervenciones y decisiones, usar un lenguaje que demuestre su “erudición” y dé cuenta 
de su conocimiento híper técnico, independientemente de si sus interlocutores o las 
partes a las que pretenden resolver el conflicto son capaces de comprenderlo.  
 
El uso de lenguaje ajeno a quienes pretenden acceder a la justicia o de quienes acceden 
a ella, no solo termina restándole confianza a la institucionalidad, ya sea porque las 
personas no sienten efectivamente solucionado su caso o porque existe la idea de 
incomprensión bidireccional y así como los usuarios no comprenden los tecnicismos y 
formalidades (muchas veces innecesarios) de la administración de justicia, suponen que 
la administración de justicia tampoco será capaz de comprender lo que ellos tienen que 
decir ni su conflicto y en consecuencia no podrá darle solución satisfactoria.  
 
 
 
Por último, es necesario destacar que persiste en Colombia, en las instituciones que 
hacen parte de la administración de justicia y en la sociedad en general, factores de 
discriminación relativa a posiciones políticas, económicas, sociales y por razones de 
raza, género o condiciones físicas o mentales. (Corporación Casa de la Mujer, 2009) 
 
Como se dijo en el capítulo relativo al análisis del acceso a la justicia desde su condición 
de política pública, no puede desconocerse que ella se da dentro de un entorno que la 
determina y ese entorno, para este caso, hace referencia a una sociedad conflictiva con 
muchos rezagos de discriminación hacia las minorías y hacia la población vulnerable en 
general. 
 
Al respecto, el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 acepta que “también es necesario 
reconocer que las comunidades afrocolombiana e indígena aún son víctimas de distintas 
Barrera 10. Discriminación por parte de las autoridades mediante lenguaje demasiado 
complejo o técnico y formalidades excesivas.  
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formas de discriminación racial en el país y que dicha situación se refleja en una mayor 
dificultad para acceder a la justicia.” (DIrección Nacional de Planeación, 2010), pero se 
queda corto al indicar las poblaciones discriminadas, pues a ellas deben sumarse las 
mujeres, las víctimas del desplazamiento forzado, los discapacitados e incluso las 
personas que se encuentran en condición de pobreza extrema.  
 
 
 
Barreras económicas para el acceso a la justicia en Colombia 
Por último, existen barreras económicas que impiden el acceso a la justicia de ciertos 
grupos sociales tradicionalmente excluidos. Estas barreras hacen referencia no solo a los 
costos directos en los que incurren las partes de un proceso, sino los costos indirectos 
que implican acceder a la justicia en sociedades inequitativas y ante instituciones poco 
eficientes. Al respecto, el Consejo Superior de la Judicatura ha afirmado que 
 
Los procedimientos judiciales pueden ser inaccesibles si no se cuenta con 
representación legal, la cual es muy costosa para la población pobre. Los esquemas 
procesales, más allá de generar dicho costo para la población, en caso de no ser 
adecuados, ágiles y eficientes, configuran costos de gestión y costos sociales 
provenientes del tiempo prolongado sin solución de los conflictos. (Consejo Superior de 
la Judicatura, 2010) 
 
Aunque en Colombia existen mecanismos creados para aliviar los costos directos de los 
procesos, como el auxilio de pobreza o el servicio de defensores públicos o abogados de 
oficio, éstos no alcanzan a cubrir todos los gastos de gestión de un proceso, por lo que 
siguen siendo, los costos directos (abogados, copias, notificaciones, pruebas, etc.) una 
barrera importante que obstaculiza el acceso a la justicia para las personas más pobres.  
 
 
 
Barrera 12. Altos costos procesales. 
 
Barrera 11. Discriminación por razones políticas, económicas, de raza, género, 
condición física o mental 
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Como barrera económica determinante para el acceso a la justicia cabe mencionar 
también, la pobreza extrema en la que se encuentra un número importante de 
colombianos, cuya influencia en el acceso a la justicia ya fue mencionada en el acápite 
referente a las condiciones que en el entorno afectan la política pública de acceso a la 
justicia.  
 
 
 
Aparte de los costos directos de los procesos, existe un costo indirecto que en muchos 
casos resulta tanto o más determinante para desestimular e imposibilitar el acceso a la 
justicia en población vulnerable y tiene que ver con los costos de desplazamiento que 
imponen a ciertas comunidades marginadas el hecho de que las instituciones creadas 
para la solución pacífica de conflictos se encuentren alejadas del lugar de residencia de 
la parte afectada o de la ocurrencia del conflicto. El simple hecho de que las personas se 
vean obligadas a recorrer distancias largas para acceder a las instituciones de justicia 
genera costos adicionales que en muchos casos las personas no están en capacidad de 
solventar.  
 
Esta barrera se evidencia tanto en zonas rurales marginales donde no existen 
mecanismos cercanos de acceso a la justicia, como en grandes zonas urbanas donde la 
concentración de las soluciones de justicia hacen que vastos territorios y enormes 
comunidades se vean alejadas físicamente de las instituciones aun estando dentro de la 
misma circunscripción territorial.  
 
 
 
Barrera económica 14. Costos de desplazamiento para acceder a los 
mecanismos de administración de justicia existentes. 
 
Barrera 13. Situación de pobreza extrema. 
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6.2 Objetivos de la actual política pública de acceso a la 
justicia en Colombia 
A partir de las barreras identificadas para el caso colombiano, y de las reflexiones que al 
respecto se formularon en el acápite anterior, se ha desarrollado, por medio de la 
metodología de árbol de problemas, un esquema que relaciona y jerarquiza las barreras 
de acceso con el objetivo de permitir la identificación de aquellos problemas 
predominantes que deben dar lugar a los objetivos de la política pública de acceso a la 
justicia. El árbol de problemas elaborado se presenta en la Ilustración 2., en la cual se 
muestra, en rojo, el problema general de falta de acceso a la justicia, y a partir de él se 
ubican y estructuran las barreras identificadas.  
 
Ilustración 2. Árbol de problemas del acceso a la justicia en Colombia. 
 
 
 
Las barreras señaladas en gris corresponden a barreras del entorno que no pueden ser 
abordadas directamente por la política pública de acceso a la justicia pues suponen 
condiciones que rebasan sus posibilidades; las barreras señaladas en azul serán 
entonces, las que permitan, a partir de su proposición contraria, identificar los objetivos, 
que para el caso colombiano, debe incluir la política pública de acceso a la justicia.  
 
Estos objetivos pueden agruparse y plantearse de la siguiente manera: 
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1. Lograr un trabajo coordinado por parte de la estructura de administración de justicia e 
instituciones auxiliares. (Responde a la barrera de descoordinación interinstitucional, 
de desconocimiento de la ley y los procedimientos y de desconfianza y falta de 
credibilidad de las instituciones, de sensación de inaccesibilidad) 
 
2. Acercar físicamente las instituciones de justicia a las comunidades especialmente 
vulnerables que tradicionalmente se han visto excluidas. (Responde a la barrera de 
lejanía de los mecanismos y ausencia del Estado) 
 
3. Integrar institucionalmente la ley y los organismos de justicia a las comunidades por 
medio de capacitación, promoción y formación. (Responde a las barreras de 
desconocimiento de la ley y los procedimientos, y de desconfianza y falta de 
credibilidad de las instituciones, discriminación por medio del lenguaje y las 
formalidades)  
 
4. Mejorar la formación técnica y las actitudes y comportamientos de los funcionarios de 
la administración de justicia. (Responde a las barreras de desconfianza y falta de 
credibilidad de las instituciones, discriminación por medio del lenguaje y las 
formalidades, corrupción e ineficiencia, poca formación técnica y sencibilidad humana 
por parte de los funcionarios y de indiferencia hacia la gestión) 
 
Estos objetivos han sido recogidos por los dos principales órganos gestores de la 
administración de justicia en Colombia, en los siguientes términos: el Consejo Superior 
de la Judicatura, en su Plan Sectorial 2011-2014, como parte de sus grandes prioridades 
señala:  
 
1. Desconcentración judicial: en las localidades y comunas de las grandes ciudades, con 
un juez en cada municipio y con nuevas figuras de juez para pequeñas causas, de 
competencia múltiple y jueces itinerantes así como servicios desconcentrados dando 
cumplimiento a las obligaciones legales. 
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2. Oralidad, para afianzarla en la especialidad penal, consolidarla oralidad en la Laboral e 
implementarla en las especialidades civil y de familia de acuerdo con los mandatos 
legales, hasta llegar a todas las jurisdicciones. 
 
3. Descongestión para poner la justicia al día continuando con las directrices del plan 
nacional elaborado con esos fines 
. 
4. Modernización de trámites, procedimientos y plantas para garantizar transparencia, y 
celeridad en la administración de justicia. 
 
5. Coordinación intersectorial para garantizar el cabal cumplimiento de los fines de la 
justicia con el compromiso de adecuaciones de las entidades de apoyo a la 
administración de la misma. (Consejo Superior de la Judicatura, 2010) 
 
También recoge estos objetivos en su objetivo específico en materia de acceso a la 
justicia, en los siguientes términos:  
 
4.1. Objetivo específico No. 1 Fortalecer el Acceso a la Justicia: Acercar la 
Administración de Justicia al ciudadano, con la colaboración armónica y en 
coordinación con otras entidades del Estado que apoyan a la Administración de Justicia 
y de los operadores externos a fin de eliminar los obstáculos a las demandas nacionales 
y territoriales de solución de conflictos, acentuar la credibilidad en las instituciones y 
garantizar una pronta y cumplida justicia a partir de la racionalización de la oferta en 
función de la Demanda del servicio, el fortalecimiento de mecanismos alternativos de 
solución de conflictos y de defensa de la nación. Negrillas por fuera del texto (Consejo 
Superior de la Judicatura, 2010) 
El Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 Prosperidad para todos, como guía de ruta de 
la Rama Ejecutiva, dentro de su componente de justicia enuncia los siguientes 
lineamientos estratégicos relativos a los objetivos aquí señalados: 
 
 Justicia formal, oralidad y descongestión. 
 Tecnologías de la información (e-justice y sistemas de información judicial). 
 Optimización en la administración de justicia. 
 Acceso a la justicia y justicia no formal como herramienta de descongestión.  
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 Mecanismos alternativos de solución de conflictos (MASC) como herramientas de 
descongestión y acceso. 
 Enfoque regional de la justicia. 
 Articulación del Estado y estructura institucional eficiente. 
6.3 El Estado colombiano hace frente a los objetivos de 
política pública 
Una vez identificados los objetivos de la política pública de acceso a la justicia en 
Colombia, es importante señalar que la administración de justicia en el país cuenta con 
una estructura suficientemente compleja y completa que permite incluir en ella 
prácticamente cualquier tipo de conflicto que sea identificado como relevante por parte de 
los agentes sociales, pero que esta estructura16 ha resultado insuficiente para abordar los 
objetivos que se plantea la política pública de acceso a la justicia. Esta insuficiencia será 
analizada en el acápite siguiente, en el que, además se explicará el nuevo camino que la 
administración de justicia ha emprendido para aproximarse a la universalización de la 
cobertura en materia de acceso. 
6.4 De la descentralización a la desconcentración 
La organización de la administración de justicia ha correspondido a un concepto básico 
de estructuración de las instituciones públicas llamado “descentralización”. La 
descentralización administrativa es un método por medio del cual se estructura la 
organización Estatal con el fin de hacerla más eficiente y consiste en distribuir la función 
pública, en cabeza del Estado como agente central, entre entidades diferentes 
(descentralizadas) que sean responsables de una parte determinada de la consecución 
de objetivos.  
La descentralización de una función pública permite que existan diferentes entidades en 
las que se atomice la gran responsabilidad que le corresponde al Estado, para que, por 
medio de la suma de la labor de todas las entidades en las que se delegaron partes de la 
función, se llegue al cumplimiento de la totalidad del deber encargado en manos del 
                                               
 
16
 Ver estructura de la administración de justicia en el Anexo I. Estructura de la Administración de 
justicia en Colombia. 
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Estado. En el caso de la administración de justicia, la descentralización ha permitido que 
existan varias jurisdicciones y un complejo esquema de distribución de competencias 
entre funcionarios con base en criterios materiales o territoriales17.  
 
La necesidad de la descentralización en materia de justicia es evidente, tanto por el 
volumen de trabajo (conflictos y reclamaciones que se presentan y son objeto de la 
administración de justicia), como por la necesidad de especialización en ciertas áreas; 
pero resulta insuficiente para lograr la meta de acceso que se propone el Estado, pues la 
mera existencia de entidades encargadas o competentes para atender todos los 
problemas de los usuarios, no garantiza que éstos efectivamente tengan la opción de 
acceder a ellas.  
Si se compara este caso con el sector salud se dirá que la existencia de hospitales 
perfectamente equipados aún si tuvieran la capacidad de albergar a todos los enfermos 
de un país, no aseguraría, por si sola, la cobertura en salud que requiere una población; 
para que esto pasara, además de la existencia de los mecanismos médicos necesarios, 
sería necesario que las personas los conocieran y supieran dónde encontrarlos, creyeran 
en su confiabilidad y tuvieran la posibilidad real de llegar a ellos oportunamente.  
 
Así, la efectiva garantía de un servicio público depende de muchos más factores que 
incluyen, pero no se limitan, a la existencia de instrumentos especializados para atender 
las necesidades de la población, que es lo que crea la figura de la descentralización, sino 
que además requiere medidas que acerquen efectivamente los mecanismos 
cuidadosamente diseñados, a quienes los necesitan. Aspecto en el que la 
descentralización no puede jugar un papel importante.  
 
Así como la existencia de un hospital completamente habilitado para atender a todos los 
potenciales usuarios no es suficiente para asegurar que todos los colombianos tengan 
acceso efectivo a la salud, la simple existencia de los n mecanismos de solución de 
conflictos tampoco asegura, ella sola, el acceso a la justicia de los administrados, y una 
reflexión relacionada con este derecho requiere considerar, por lo menos, los tres 
criterios adicionales necesarios para materializar el derecho a partir de los mecanismos 
                                               
 
17
 Ver Anexo I. Estructura de la Administración de justicia en Colombia. 
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creados que ya fueron expuestos en el caso del sector salud: la información de los 
usuarios, la confianza de la comunidad y la posibilidad material de llegar hasta ellos.  
 
El Estado colombiano, preocupado por hacerle frente al enorme reto que supone 
asegurar el acceso a la justicia a todos sus administrados y consiente de la insuficiencia 
del diseño administrativo descentralizado de la función pública de justicia, ha entendido 
que las medidas tendientes a asegurar este derecho fundamental deben incluir estos 
nuevos criterios y centrarse en ellos para hacer caer las barreras que, aun con un diseño 
institucional tan sofisticado como el que existe en Colombia, siguen haciendo que el 
acceso a la justicia sea solo un derecho de carácter formal para muchos colombianos.   
 
En esta nueva perspectiva y siguiendo los objetivos de la política pública, los retos de la 
justicia para el Estado consisten en acercar, física e institucionalmente, las diferentes 
figuras ya creadas por medio de la descentralización, a las comunidades donde se 
presentan los conflictos o vulneraciones de derechos.  
 
Siguiendo con el símil hecho con el sector salud, no es suficiente que exista un mega 
hospital ampliamente dotado si queda a varias horas de dónde están los enfermos, si los 
enfermos no pueden llegar a él porque no pueden costear los transportes, porque no 
saben dónde queda o porque creen que sus servicios están vetados para ellos. En este 
caso, es necesario que exista, a nivel local, hospitales capaces de atender la demanda 
segmentada territorialmente y de esta manera asegurar efectivamente el acceso al 
servicio de salud para los pobladores cercanos. Lo mismo se busca para el caso de la 
justicia, ya no la hiper-especialidad en la delegación de la función de justicia 
(descentralización), sino el acercamiento de los mecanismos ya creados a los lugares 
tradicionalmente alejados de la institucionalidad ya sea rurales o urbanos 
(desconcentración).   
 
En síntesis, el hecho de que en vastos territorios rurales o en grandes ciudades el 
funcionamiento de la justicia esté concentrado en un solo punto del territorio, supone, 
para efectos prácticos, una denegación de justicia por parte del Estado, pues impone en 
cabeza de los potenciales usuarios, una carga que no pueden asumir. 
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Por lo anterior, el Estado colombiano ha cambiado el enfoque que le venía dando a la 
política pública de acceso a la justicia con el fin de asegurar efectivamente el 
cumplimiento de sus obligaciones al respecto; ha dejado de estar única y especialmente 
preocupado por el diseño institucional descentralizado que asegure la existencia de la 
oferta, a preocuparse también por asegurar que la oferta esté donde el usuario la 
requiere, lo que genera un nuevo movimiento de esfuerzos hacia la figura administrativa 
conocida como desconcentración administrativa. 
 
La desconcentración administrativa ha sido definida por la doctrina como el proceso a 
través del cual las funciones de una entidad son distribuidas en entidades territoriales 
diferentes de donde se ubica la sede central. Esta figura no supone delegación de las 
funciones (como sí ocurre con la descentralización), tiene como principal objetivo ampliar 
la cobertura más no difuminar las obligaciones de la sede central en las entidades 
desconcentradas y se presenta dentro de una misma persona jurídica que crea 
dependencias territoriales. (Álvaro Rico, 1994) 
 
A partir de la década del 2000, el Estado, reconociendo la necesidad de hacer un cambio 
de enfoque de la política pública de acceso a la justicia, ha abierto un nuevo camino 
hacia la desconcentración que busca solucionar los retos que la situación actual de las 
grandes ciudades plantea en materia de acceso a la justicia y que se han convertido en 
los estandartes de la política pública de acceso a la justicia: el Programa Nacional de 
Casas de Justicia y el Programa de Desconcentración Judicial.  
 
6.5 Dos vías de la justicia desconcentrada en Colombia 
Como ya se dijo, para responder a los objetivos de acercamiento físico e integración de 
la ley y las instituciones a las comunidades tradicionalmente excluidas, el Estado 
colombiano ha cambiado su preocupación por la organización administrativa de la 
justicia, del modelo descentralizado, al modelo desconcentrado que es definido por la ley 
como “la radicación de competencias y funciones en dependencias ubicadas fuera de la 
sede principal o entidad administrativa, (…) la cual no implica delegación y se da sin 
perjuicio de las potestades y deberes de orientación” (Ley 489 de 1998). 
En el caso de la justicia, el viraje hacia la desconcentración busca llegar hasta  sectores 
donde, la descentralización asume que hay presencia, pero en los que las dificultades de 
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desplazamiento hacia el lugar real de ubicación de las instituciones, generan una enorme 
barrera de acceso a la justicia.   
A partir de identificar la necesidad de desconcentrar el servicio de justicia, tanto formal 
como no formal, en territorios extensos donde la lejanía de los mecanismos generaba 
sensación de abandono e impedía un acceso real a la justicia, se crearon, en Colombia, 
dos programas públicos que buscan hacer frente a esta necesidad de desconcentración y 
que constituyen la política pública actual de acceso a la justicia en el país: el Programa 
Nacional de Casas de Justicia, y el Programa de Desconcentración Judicial. 
 
A continuación se describirán los programas y a partir de esta descripción podrán 
proponerse criterios de gestión, que dentro de los programas como están constituido hoy, 
permitan acercarse a los objetivos de política pública señalados en el capítulo anterior.  
6.5.1 Programa Nacional de Casas de Justicia (PNCJ) 
El decreto 1477 de 2000 ha definido, en su artículo 2°, las Casas de Justicia como 
“centros multiagenciales de información, orientación, referencia y prestación de servicios 
de resolución de conflictos, donde se aplican y ejecutan mecanismos de justicia formal y 
no formal”, ubicados en zonas periféricas que evidencien ausencia o insuficiencia de 
instituciones de justicia. Con ellas se pretende acercar la justicia al ciudadano 
orientándolo sobre sus derechos, previniendo el delito, luchando contra la impunidad, 
facilitándole el uso de los servicios de justicia formal y promocionando la utilización de 
mecanismos alternativos de resolución de conflictos.  
 
El decreto contempla 14 objetivos y funciones que pueden agruparse en cinco grandes 
objetivos generales que deberán servir de guía para la evaluación del desempeño del 
programa.   
1. Capacitar a la comunidad sobre sus derechos, deberes y mecanismos de solución de 
conflictos. 
2. Fomentar el respeto de los derechos, la prevención de los conflictos  y la participación 
activa de la comunidad en la solución pacífica de los mismos. 
3. Dar efectiva solución a los conflictos de las personas, si las herramientas se 
encuentran en la casa, o guiar a las personas en el procedimiento adecuado para 
solucionar su conflicto, cuando no puede ser solucionado en la casa.  
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4. Servir de agente activo en el proceso de toma de decisión de políticas públicas en 
materia de justicia. 
 
En términos generales, lo que se espera es que en las Casas de Justicia, las personas 
de la comunidad reciben una respuesta centralizada, mediante la intervención coordinada 
de las diferentes entidades tanto del orden nacional como local que hacen presencia en 
la casa, buscando principalmente la apropiación ciudadana y comunitaria de los 
mecanismos alternativos para la solución pacífica de conflictos, y el empoderamiento de 
los ciudadanos conscientes de sus derechos y deberes. (Programa Nacional de Casas 
de Justicia, 2009)  
 
El PNCJ inició en el año 1995 por iniciativa del entonces Ministerio de Justicia, y el día 17 
de junio de 1995 fue acogido por el gobierno de Bogotá, con la implementación de la 
primera Casa de Justicia ubicada en Ciudad Bolívar. Poco tiempo después se inaugura la 
segunda Casa de Justicia en Aguablanca – Cali y para el año 2009 habían 66 Casas de 
Justicia a nivel nacional y se habían atendido 8’073.242 solicitudes (MInisterio del Interior 
y de Justicia, 2012). Según el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 “Prosperidad para 
todos”, Colombia contaba, en el 2010 con 68 Casas de Justicia y esperaba, a finales de 
2014 contar con 100 Casas construidas, dotadas y en operación; así mismo, para el 
2010. (DIrección Nacional de Planeación, 2010) 
 
Las Casas de Justicia son instituciones desconcentradas creadas y coordinadas por el 
ente municipal, lo que permite, según el diseño del programa, general mayor compromiso 
en la sostenibilidad de la Casa, así como facilitar la administración de la misma y lograr 
que se integre, de la mejor manera, al devenir local por medio de una mejor comprensión 
de las particularidades de la comunidad a la que espera brindarles sus servicios. 
Inicialmente, el PNCJ reconoce como municipios prioritarios para el establecimiento de 
una Casa de Justicia, aquellos que cuenten con más de 100.000 habitantes.   
 
Las Casas de Justicia buscan ser un lugar en donde se centralicen múltiples soluciones a 
múltiples conflictos, por lo que requiere de la participación de varias instituciones 
estatales, privadas y comunitarias entre las que se pueden destacar, del nivel nacional, el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Defensoría del Pueblo, la Fiscalía local, el 
Ministerio de trabajo (inspector de trabajo), el Instituto de medicina Legal y la 
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Registraduría; del nivel municipal: la personería municipal, la oficina de desarrollo 
comunitario, la comisaría de familia, la oficina de asuntos étnicos, la inspección de policía 
y el centro de conciliación; y de carácter comunitario, aquellas que puedan tener un 
impacto positivo en los objetivos de la Casa, como jueces de paz, organizaciones 
sociales de solución de conflictos, conciliadores en equidad y universidades, por medio 
de la figura del Consultorio jurídico.  
En el año 2009, el Programa Nacional de Casas de Justicia estableció el documento que 
debía servir de guía para la implementación y comprensión de las Casas de Justicia, en 
el cual se reconocen, como “estrategias” del programa para conseguir los objetivos 
asignados por la ley, las siguientes18:  
 
a. Cubrimiento: El Programa busca hacer presencia en el mayor número de municipios 
del país, que cumplan con los requisitos establecidos (compromiso local, capacidad 
financiera, capacidad institucional, zona de influencia suficiente) (…)  
b. Coordinación: El Programa Nacional de Casas de Justicia, requiere integrar los 
esfuerzos de los actores involucrados en el proceso mediante el apoyo sistemático de 
las instituciones de carácter nacional y local que forman parte de él, de las 
universidades y de la comunidad en general.  
c. Capacitación: Se busca dotar de herramientas teóricas y prácticas a los funcionarios 
de las Casas de Justicia, con el propósito de dar cumplimiento cabal en sus funciones 
y a la comunidad que les rodea para que asuman los espacios de justicia, 
participación y desarrollo que les corresponden.  
d. Comunicación: Dar a conocer los planes y programas institucionales que maneja la 
Casa de Justicia a través de los medios de comunicación de las Alcaldías Locales y 
estrategias de divulgación desarrolladas desde las Casas de Justicia.  
e. Participación: Las comunidades desarrollan un papel fundamental en el Programa, por 
lo que resultan necesarios el fortalecimiento y la creación de espacios de 
participación, donde los ciudadanos se sientan actores fundamentales de los procesos 
que se generan desde la Casa de Justicia. (Programa Nacional de Casas de Justicia, 
2009) 
                                               
 
18
 Estas estrategias se verán recogidas y desarrolladas en los criterios de gestión que se 
identificarán en la última parte del presente trabajo. 
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6.5.2 Desconcentración judicial 
La ley 1285 de 2009, por medio de su artículo 8° modifica el artículo 22 de la Ley 270 de 
1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, estableciendo un nuevo régimen para 
los juzgados que incluye la desconcentración de por lo menos una quinta parte de ellos al 
1° de enero de 2008 e impone como meta, para el 1° de enero de 2009, que por lo 
menos un cuarenta por ciento (40%) de los juzgados que funcionan en las ciudades de 
más de un (1) millón de habitantes y el treinta por ciento (30%) de los juzgados que 
funcionan en ciudades de más de doscientos mil habitantes (200.000) funcionen 
desconcentradamente. 
Aunque en el texto legal, se usa el término “desconcentración”, ya la Corte 
Constitucional, en la sentencia C-713 de 2008, “advierte una inexactitud en el inciso 
tercero del proyecto, cuando hace referencia a la localización “descentralizada” de los 
jueces de pequeñas causas, pues en realidad se trata de una localización 
“desconcentrada”” (Sentencia C-713-08).   
 
Esta nueva distribución geográfica pretende garantizar un mayor acceso a la 
administración de justicia, especialmente en los asentamientos alejados de los centros 
urbanos de las grandes ciudades, sin que esto suponga alterar las reglas generales de 
competencia previstas en la legislación ordinaria; y busca lograr que la distribución de 
competencias y ubicaciones de los jueces y corporaciones se haga de tal modo que 
todos los habitantes, independientemente de la zona en que residan, puedan acudir, en 
condiciones similares, a los estrados judiciales.  
 
“Se asegura en tal forma la igualdad de oportunidades en el acceso a la administración 
de justicia, desechando odiosas preferencias, contrarias al concepto mismo de justicia. 
Luego cuando la ley, sin motivo plausible, asigna la totalidad de una determinada 
competencia a las autoridades judiciales de una sola localidad, pese a que los conflictos 
que reclaman definición tienen ocurrencia en cualquier parte del territorio, favorece 
injustificadamente a los residentes en aquélla, en detrimento de quienes habitan en otros 
puntos de la geografía nacional.” (Sentencia C-594 de 1998. M. P. José Gregorio 
Hernández Galindo.) 
 
La desconcentración judicial, por orden legal, debe llevarse a cabo en la Jurisdicción 
Ordinaria, para atender conflictos menores, con actuación oral, sumaria y si es posible de 
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única audiencia. Dicha desconcentración se pondrá en marcha a partir de estudios de 
necesidades y de la demanda de justicia en cada ciudad y en cada municipio.  
 
En Colombia, según los criterios señalados por la ley, cuatro son las ciudades en las que 
inicialmente debe implementarse la desconcentración judicial por tener más de un millón 
de habitantes: Bogotá, Medellín, Cali y Barranquilla; y 21 los municipios con población 
superior a 200.000 habitantes para quienes está prevista la segunda fase de la 
desconcentración: Cartagena, Cúcuta, Bucaramanga, Ibagué, Soledad, Pereira, Santa 
Marta, Soacha, Villavicencio Pasto, Montería Bello, Manizales, Valledupar, 
Buenaventura, Neiva, Palmira, Armenia, Popayán, Sincelejo, e Itagüi. (Consejo Superior 
de la Judicatura, 2010) 
 
Según el Plan Sectorial de la Rama, la desconcentración judicial tendrá lugar en 25 
ciudades del país dónde “se concentra cerca de la mitad de la población nacional y cerca 
del 74% de las Demandas de Justicia en las especialidades Civil, Laboral y de Familia. 
Así, los 796 juzgados de dichas especialidades que funcionan en las 25 ciudades objeto 
de desconcentración, 287 Juzgados deben funcionar en sedes distribuidas 
geográficamente entre las distintas localidades y comunas de los municipios. Procurando 
que esta distribución se haga a todas las localidades y comunas”. (Consejo Superior de 
la Judicatura, 2010) 
 
A partir de la descripción anterior, puede decirse que el diseño de los programas ya 
referidos, presenta iniciativas muy valiosas y de suma importancia para la consecución 
de los objetivos de política pública, y que su correcta implementación, aseguraría, por lo 
menos, un gran avance hacia la universalización del acceso a la justicia y hacia las 
externalidades positivas que ésta traería a la sociedad. 
 
Ahora bien, debido a que, de la misma manera que en una empresa la promulgación de 
la estrategia no basta para que esta se lleve a cabo (Kaplan & Norton, 2008), en el sector 
público la sola promulgación de una ley (como la 1285 de 2009) o de un Decreto (como 
el 1477 de 2000) no implica la modificación de la realidad, sino simplemente la creación 
de una herramienta de cuya utilización dependerá el éxito de la obra (Arellanos Gault, 
2004), y es por esto que en el capítulo siguiente, se señalarán algunas recomendaciones 
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de carácter administrativo que constituirán criterios de gestión aplicables a la política 
pública de acceso a la justicia que pretende ser desarrollada mediante los dos programas 
aquí descritos.   
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7. Criterios de gestión para las estructuras 
desconcentradas en procura del 
fortalecimiento del acceso a la justicia en 
Colombia 
A partir de cada uno de los objetivos de la política pública de acceso a la justicia en 
Colombia, identificados mediante la construcción del esquema jerarquizado de las 
barreras que afectan el acceso en el país desarrollado en el capítulo anterior, en este 
apartado se expondrán reflexiones relativas a la gestión de los programas que hacen 
parte de la política pública de acceso a la justicia en Colombia, con el fin de prevenir 
sobre los retos que en materia administrativa se les presentan, tanto a cada programa de 
manera independiente, como a la política pública entendida como la coordinación de los 
dos programas, con miras a conseguir los objetivos planteados.  
7.1 Coordinación interinstitucional de la administración 
de justicia 
La coordinación interinstitucional supone uno de los retos más difíciles de afrontar para la 
gestión pública en general (Waissbluth, 2003) y para la política pública de acceso a la 
justicia, en particular, tanto si se revisa de manera independiente cada programa que la 
conforma, como si se piensa en la necesidad de coordinar los dos programas entre sí.  
 
El modelo de justicia desconcentrada corresponde a una nueva propuesta de acercamiento 
de las instancias judiciales y no judiciales a los sectores y poblaciones tradicionalmente 
distantes de las instituciones de justicia. Este acercamiento requiere que se cuente con una 
precisa coordinación entre las instituciones que se espera aparezcan, a los ojos de los 
habitantes, como varios representantes de un mismo fenómeno sólido y funcional.  
 
  
 
 
El Programa Nacional de Casas de Justicia y el Programa de Desconcentración Judicial 
se ven obligados a afrontar retos de coordinación interinstitucional enormes en la medida 
en que ambos, aunque en dimensiones diferentes, corresponden a un tipo particular de 
organización en la cual coexisten un conjunto de instituciones diversas, que a su vez 
hacen parte de estructuras estatales o privadas que trascienden las dimensiones del 
recinto en el que se desconcentran.  
 
Las Casas de Justicia por su parte, como se indicó en su caracterización, cuentan, en el 
mismo recinto, con representantes de instituciones del orden nacional, local y comunitario 
que no tienen entre sí, relaciones de jerarquía, sino por el contrario son independientes 
unas de las otras y solo las une, institucionalmente, el recinto en el que se encuentran, 
pero dependen financiera y administrativamente de sus “matrices” y ellas son las 
encargadas de definir sus funciones y los mecanismos para evaluarlas y controlarla. 
 
El Programa de Desconcentración judicial, por su parte, está conformado por unidades 
judiciales principales, usualmente de diferentes jurisdicciones19 y por unidades de 
servicios de apoyo (como secretarías y oficinas de atención y dirección de los usuarios), 
también dependientes de entidades diferentes y muy autónomas en sus determinaciones.  
 
Si se entienden los programas de desconcentración de la justicia desde un punto 
estructural como la puesta en marcha de una serie de procesos, procedimientos y 
actividades, cuyo objetivo es prestar servicios de respuesta pronta y de fondo a las 
necesidades específicas de una comunidad, se evidencia la necesidad de que todos 
estos procesos se den, dentro del mismo espacio físico, de manera coordinada para 
evitar fugas de energía por procedimientos superfluos o “paseos de la muerte” 
institucionales entre las n instituciones que configuran las Casas de Justicia o los Centros 
de Desconcentración Judicial. 
 
Con el objetivo de dar cuenta de esta necesaria cooperación, alrededor del Programa 
Nacional de Casas de Justicia, se construyó en el 2005, el Convenio nacional para la 
                                               
 
19
 Para una comprensión integral del concepto de jurisdicción y de estructura de la administración 
de justicia, ver Anexo I. Estructura de la Administración en Colombia. 
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puesta en marcha del programa nacional de casas de justicia y convivencia ciudadana en 
Colombia. Documento en el cual se comprometen, los representantes de las principales 
instituciones presentes en las Casas de Justicia, a colaborar con la coordinación de la 
gestión de la Casa y a prestar un servicio adecuado según las necesidades de la 
comunidad a la que se presentan, no solo en lo referente a su estricta competencia, sino 
en lo que tiene que ver con el aseguramiento de la consecución de los demás objetivos 
de la Casa de Justicia, como la promoción de derechos y de mecanismos pacíficos de 
solución de conflictos, o la inserción de la casa en la comunidad.   
 
En este mismo convenio se constituyen Comités interinstitucionales (nacionales, 
regionales y de coordinación), con el fin de hacerle seguimiento al programa y poder 
revisar periódicamente tanto los modelos de gestión que se apliquen como el desempeño 
de las instituciones participantes.  
 
Este Convenio pretende, en términos generales, asegurar la coordinación desde las grandes 
esferas del poder administrativo de las entidades participantes y sin duda es un marco 
normativo importante en el que deben encuadrarse los esfuerzos por la coordinación, pero 
los problemas de descoordinación que padecen en la práctica las Casas de Justicia, parecen 
desconocer, en buena medida, la existencia del Convenio del 2005.  
 
Los principales retos que deben enfrentar los programas desconcentrados de justicia, 
pueden ser resumidos así:  
a. En el momento de la construcción de la Casa de Justicia, es necesario el 
compromiso, no solo institucional, sino presupuestal, tanto del ente municipal que 
pretende la construcción de la Casa, como de los demás entes municipales y 
nacionales que harán parte del Programa. El hecho de que no exista un procedimiento 
único de coordinación para lograr el acuerdo institucional para la construcción de la 
Casa, dificulta este proceso.  
b. Problemas generales de coordinación y control de los funcionarios: el hecho de que 
los funcionarios sean independientes de la estructura administrativa de la Casa de 
Justicia o del Centro de Desconcentración judicial, suele causar dificultades a la hora 
de controlar su labor, pues no existe subordinación de los funcionarios con los 
coordinadores de la institución desconcentrada. Esto dificulta el control del personal 
de la Casa de justicia y la organización de actividades conjuntas para lograr los 
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objetivos no relacionados directamente con la solución de conflictos, como las 
campañas de formación, capacitación y promoción a la comunidad y de consolidación 
de la cultura de la legalidad.  
c. Los funcionarios de estas instituciones suelen estar insuficientemente informados, no 
solo sobre los asuntos de gestión relacionados directamente con su competencia 
directa, sino sobre la manera en que funciona la Casa de Justicia o el Centro de 
Desconcentración judicial en general. Esta falta de información genera problemas de 
descoordinación que afectan directamente a los usuarios. 
 La coordinación interinstitucional, en este sentido, está relacionada con el compromiso 
de todos los funcionarios con el éxito de las actividades de la Casa, y para esto es 
necesario que institucionalmente se sientan tan comprometidos con la Casa de 
Justicia, como lo están con su cargo. 
d. Los Centro de Desconcentración Judicial tienen que lidiar con el hecho de que 
existan, en las ciudades donde ellos funcionan, duplicidad de competencia, pues los 
funcionarios del Centro Desconcentrado y los jueces concentrados dentro de la misma 
jurisdicción tienen competencia para atender los mismos casos. Esta condición genera 
dudas y conflictos por establecer quién es efectivamente el juez competente y cómo 
puede dividirse el trabajo entre los centros desconcentrados y los lugares 
concentrados de justicia.20  
 
Ahora bien, la política pública de acceso a la justicia no solo requiere que se enfrenten y 
superen los retos que en materia de cooperación interinstitucional tiene cada programa 
por separado, sino que, adicionalmente, es necesario que estos dos programas, como 
manifestaciones de un mismo objetivo de ampliación de la cobertura de la justicia, estén 
perfectamente coordinados. 
 
El modelo de desconcentración de la justicia en Colombia, tiene una particularidad 
importante que es necesario destacar y es que está constituido por dos programas, cada 
                                               
 
20
 En las ciudades en las que existen y existirán Centros de Desconcentración Judicial, suelen 
estar concentradas las secretarías de los juzgados, los notificadores, etc., y genera un problema 
de coordinación saber si estas pueden ser empleadas también para casos que se tramiten ante 
juez desconcentrado. 
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uno dirigido por una entidad diferente: el Programa de Desconcentración Judicial es 
dirigido y coordinado por la Rama Judicial por intermedio del Consejo Superior de la 
Judicatura; y el Programa Nacional de Casas de Justicia está dirigido y coordinado por la 
Rama Ejecutiva del poder pública a través del Ministerio de Justicia y del Derecho. 
 
Esta diferenciación de cabezas gestoras supone, de entrada, la necesidad de buscar canales 
de comunicación y coordinación interinstitucional que impida que se generen esquemas de 
competencia donde debería haber solo colaboración.  
 
Lo particular de un modelo de justicia desconcentrada, como cualquiera de los dos que 
coexisten en Colombia, es que cada una de las instituciones desconcentradas hace parte, 
junto con otras unidades, de un sistema de operación que funciona a nivel local y cuyos 
actores están vinculados con toda una serie de relaciones de cooperación, más no de 
subordinación; es un sistema cuya eficacia depende de que sus componentes lo conciban 
como tal, como una organización articulada en función de un propósito común, y no 
simplemente como la suma de la acción de varias organizaciones, cada una de las cuales 
obedecería tan sólo a su propia racionalidad y esquemas administrativos. 
 
En términos de gestión, pueden identificarse tres criterios relevantes para hacer frente a los 
problemas de coordinación: la necesidad de sistemas de información útiles para los 
propósitos de cooperación; la creación y gestión de una cultura organizacional de la 
cooperación; y la necesidad de un programa de formación y capacitación de funcionarios que 
permita la cooperación.  
7.1.1 Sistemas de información 
En pocas organizaciones como en la administración de justicia, la información juega un papel 
tan importante. Buena parte del acceso a la justicia consiste en la posibilidad de acceder a la 
información y de ser capaces de, con la información disponible, tomar decisiones. El proceso 
de administrar justicia, esto es, de resolver conflictos con criterios normativos, tiene a la 
información como recurso (entra al sistema), como herramienta en la transformación 
(criterios a partir de los cuales se decide), y como producto (salida del sistema); por lo que la 
necesidad de gestionar la información, tanto hacia adentro como hacia afuera del sistema, es 
indiscutible como requisito básico para la coordinación y el éxito del proceso.  
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Para lograr la coordinación de instituciones tan disímiles en tantos aspectos21 es necesario 
contar con sistemas de información útiles para estos propósitos, que permitan acceder a la 
información necesaria en el momento en el que se requiera y que generen esquemas de 
trabajo coordinado que redunden en formas de hacer las cosas siempre pensando en la 
manera en la que una actuación particular afectará a toda la estructura (GIner de la Fuente, 
2004). Los sistemas de información de la justicia deben ser un completo método para 
conservar, sistematizar y tener acceso a la información, hacer seguimiento a los procesos y 
facilitar y agilizar las actividades que por su naturaleza requieren participación conjunta de 
más de un funcionario o más de una entidad. 
 
Los sistemas de información deben ser herramientas que faciliten el trabajo coordinado y no 
que supongan un paso más en la gestión de los procesos, por lo que es necesario y 
consecuente con los requisitos de participación de los agentes, que su diseño e 
implementación se haga con la participación activa de quienes deberán trabajarlos y que 
exista un buen plan de formación relativo a ellos (De Pablos Herederos, Lopez-Hermozo, & 
Romo Romero, 2008). De otro modo, su implementación resultará en una nueva barrera y no 
en solución a las barreras identificadas, pues se convertirán en otra carga administrativa en 
cabeza de los funcionarios que la rechazarán de plano y seguirán haciendo las cosas como 
las venían haciendo, solo que ahora, además, tendrán que ingresar información en sistemas 
que les complican, en vez de facilitares, su labor principal de administrar justicia.  
 
Debido a que la coordinación institucional debe tener manifestaciones tanto hacia el interior 
de la estructura de la administración de justicia, como hacia afuera, se requieren sistemas de 
información intra-institucionales que faciliten y agilicen los procesos de comunicación y 
colaboración entre funcionarios de la misma institución para asegurar la unidad de cuerpo en 
decisiones o procedimientos y la cooperación horizontal dentro de cada entidad; sistemas de 
información inter-institucionales que permitan comunicación y colaboración eficiente entre 
funcionarios de distintas entidades pero relacionados por tipos de conflicto o por pertenecer a 
                                               
 
21
 Diferentes modalidades de administración de justicia, diferentes entidades de las que 
dependen, diferentes niveles de autonomía en las decisiones, etc.  
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un mismo programa de desconcentración de la justicia; y, sistemas de información extra-
institucionales que supongan un canal de información útil para la comunidad y permitan 
comunicar a las instituciones con sus usuarios actuales o potenciales, no solo para reducir 
costos (en tiempo y dinero) de las actuaciones de las partes en los procesos, sino para permitir 
una acción coordinada entre las instituciones, con base en los casos que se les presentan.  
 
Adicionalmente, el sistema de información que se implemente con el fin de servir de 
herramienta para la coordinación institucional requiere homogeneizar el lenguaje que cada 
entidad emplea para dar cuenta de sus actividades, homogeneizar los procesos 
administrativos y generar una plataforma única que permita incorporar la información 
proveniente de tan diversas instituciones con tan diversos propósitos y procedimientos. Todo lo 
anterior es requisito indispensable para facilitar la comprensión del sistema diseñado para 
funcionarios y usuarios, y es indispensable para que las autoridades puedan utilizar estos 
sistemas de información intra-institucionales como fuente de información al momento de 
evaluar los programas y pensar en planes de mejoramiento para las necesidades emergentes.  
 
El sistema de información que requiere la justicia desconcentrada en Colombia debe permitirse ser 
una herramienta eficaz para la toma de decisiones en materia de gestión de las soluciones, de 
evaluación de los procedimientos y de los funcionarios, y debe servir también, como generador de 
alertas que permitan gestionar las necesidades o condiciones emergentes de los modelos 
desconcentrados tan dependientes de la realidad local diferenciada. (Bastidas & Ripoll Feliu, 2003) 
 
Ilustración 3. Criterios de gestión. Sistema de información para la cooperación 
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7.1.2 Cultura organizacional22 
En el gremio de la administración de justicia, existen ciertos imaginarios que resultan 
enormemente perjudiciales para la consecución de la coordinación interinstitucional a 
la que se aspira como requisito para el éxito de la gestión de los programas de 
desconcentración; entre éstos vale la pena destacar tres: la creencia de que existen 
jerarquías entre los diferentes tipos de justicia, que permiten distinguir una justicia “de 
primera” (la judicial), de una justicia “de segunda” (administrativa o MASC);  la 
separación radical que hacen los funcionarios entre la labor de impartir justicia 
propiamente dicha, y las labores de carácter administrativo necesarias para que se dé 
la decisión, y; una excesiva valoración de la autonomía de cada funcionario cuya 
interpretación extensiva excluye la posibilidad de cooperación.  
 
La coordinación institucional en materia de justicia tiene un primer requisito 
fundamental que tiene que ver con garantizar que no existan discriminaciones ente 
los diferentes tipos de justicia, ni por parte de los mismos funcionarios ni en los 
imaginarios de la comunidad. Es imprescindible que se elimine la visión clásica de la 
justicia de los tribunales como la justicia “real” y los otros tipos de justicia como 
“justicia de segunda clase”. Hasta que estas distinciones no dejen de hacerse, no 
habrá forma de lograr una cooperación horizontal verdadera entre las instituciones de 
un lado y del otro, pues permanecerán conflictos por sensación de superioridad o 
resentimiento por discriminación entre los funcionarios de cada modelo de justicia. 
 
Los funcionarios de la administración de justicia son los primeros que deben eliminar, 
entre ellos, esta diferenciación, para de esta manera incorporar en sus estructuras 
mentales la posibilidad y necesidad de trabajar mancomunadamente con funcionarios 
de otros tipos de justicia buscando resultados eficientes por medio de la cooperación. 
Solo hay colaboración en la medida en que se entienda que se reconozcan como 
funcionarios y organismos que están en la misma categoría y que pueden ayudarse 
                                               
 
22
 Con la expresión “cultura organizacional” se hace referencia al conjunto de creencias básicas 
compartidas por una comunidad y que tiende a determinar sus actuaciones, siguiendo la idea de 
imagen de mundo desarrollada por Wittgenstein.  
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mutuamente y resultar más eficientes por medio de este trabajo conjunto, por lo que 
es necesario, para el éxito del objetivo de coordinación institucional del acceso a la 
justicia, un trabajo cultural que elimine este tipo de discriminación. 
 
Por otro lado, entre el personal encargado de la justicia en Colombia existe la 
creencia de que las actividades de gestión de los procesos y de gestión de la 
estructura administrativa de la justicia pueden disociarse de las actividades propias 
de la solución de conflictos que son las importantes. Se cree que pueden y deben 
distinguirse las labores de administrar justicia, esto es, de resolver casos y defender 
derechos, de todas las acciones de carácter administrativo que se requieren para 
darle curso a un proceso o gestionar la estructura de la administración de justicia.  
 
Esta distinción, además de disociar lo indisociable, pues separa los resultados del 
proceso (la decisión de los casos) del proceso mismo (que incluye la gestión de las 
instituciones y de los procesos hasta que son decididos), crea otra jerarquía artificial 
que establece que las labores estrictamente administrativas relacionadas con el 
proceso de solución de conflictos son actividades poco importantes y no tienen por 
qué interesar a los funcionarios que imparten justicia que ya están suficientemente 
ocupados con la labor de interpretación y aplicación de la normatividad pertinente 
para solucionar los casos.  
 
Esta creencia genera la idea de que las labores administrativas, o no deberían 
corresponden a los funcionarios de la administración de justicia por ser actividades 
simplemente accesorias o, en el mejor de los casos, son una carga o mal necesario 
que debe poderse minimizar para no entorpecer la labor que es realmente importante, 
la impartición de justicia. 
 
Para conseguir procesos coordinados dentro de los programas de desconcentración 
judicial, así como en toda la organización de justicia, es necesario eliminar la 
resistencia y el desprecio de los funcionarios de la administración de justicia frente a 
los procesos de gestión e implementar en ellos una cultura de la gestión que les 
permita reconocer las herramientas administrativas y a la gestión misma como 
potenciadores de su actividad principal y no como una traba a ella.   
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Por último, otra creencia muy básica arraigada en los funcionarios de la 
administración de justicia está relacionada con una garantía constitucional otorgada a 
los jueces de la república que consiste en la independencia que tienen en sus 
decisiones. Esta garantía constitucional ha sido interpretada de manera extensiva y 
ha creado en los funcionarios la idea de no necesitar de ningún otro organismo para 
hacer su trabajo. La autonomía de los jueces supone que ellos solamente están 
“sometidos al imperio de la ley” (artículo 230 de la Constitución Política), es decir, que 
ninguna otra autoridad o agente puede inmiscuirse en su decisión, lo que no significa 
que están absolutamente desligados de la institucionalidad, de sus necesidades, 
apuestas o programas.  
 
La autonomía de los jueces y funcionarios de la justicia está relacionada únicamente 
con su libertad de decisión respecto de la interpretación ajustada a la ley que hagan 
con respecto al caso que está bajo su consideración, pero no debe ser extendida, 
como lo ha sido, hacia una concepción de la autonomía como abstracción de los 
funcionarios frente a la realidad social o institucional en la que ejercen sus funciones.  
 
La coordinación institucional requiere que se le dé, a la autonomía de los funcionarios 
de justicia los límites que realmente tiene y que no suponga una restricción para la 
cooperación ni una excusa para simplemente no participar en las iniciativas de la 
política pública de acceso a la justicia. 
 
Derribar las tres creencias contra-cooperativas que se han expuesto y reemplazarlas 
por la valoración del trabajo conjunto y colaborativo entre todos los funcionarios que 
pertenecen a la organización compleja que es la administración de justicia, como 
valor primordial en la ejecución de sus labores, será requisito indispensable para 
afrontar el objetivo de cooperación institucional de la política pública de acceso a la 
justicia.   
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Ilustración 4. Criterios de gestión. Cultura organizacional para la cooperación 
institucional 
 
 
 
7.1.3 Capacitación de funcionarios 
Dada la variedad de funcionarios y la desconexión organizacional que existe entre 
ellos por no estar unidos por lazos de subordinación ni pertenecer directamente a la 
misma institución, existe una urgente necesidad de atender de manera sistemática la 
formación particular que exige el desempeño de los funcionarios como parte del 
engranaje en los programas de desconcentración y que no se puede reducir a la 
capacitación que tienen en relación a las funciones generales de su cargo, sino que 
debe, además, incluir un programa completo de formación que les permita a los 
funcionarios saber cómo actuar en las situaciones a las que deben hacer frente como 
miembros de la institución desconcentrada de justicia.  
 
Como complemento a la existencia de sistemas de información útiles para la 
cooperación y a la implementación de una cultura de la cooperación, los funcionarios 
deben tener la información suficiente para que la cooperación institucional funcione.  
 
La cooperación institucional depende, por supuesto, de que los funcionarios la 
consideren valiosa, pero además de que tengan los instrumentos necesarios para 
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llevarla a cabo, de allí la necesidad de contar con un sistema de información eficiente 
y, sobre todo, de contar con los conocimientos teóricos y técnicos necesarios para 
usar el sistema de información y para saber a quién acudir y cómo acudir, cuando se 
requiere una acción conjunta.  
 
La formación que requieren los funcionarios de justicia para lograr la cooperación 
institucional parte de la comprensión que deben tener de cómo funciona la 
administración de justicia en conjunto y no solo la parte que los compete 
directamente.  
 
Adicionalmente, cada programa desconcentrado cuenta con “diagramas de flujo” que 
guían el accionar de la Casa de Justicia o del Centro de Desconcentración Judicial, y 
que son conocidos generalmente solo por quienes tienen la obligación de guiar a los 
usuarios tan pronto como entran al centro desconcentrado. Estos diagramas de flujo 
indican el recorrido que un usuario debe seguir dentro de la institución de justicia 
desconcentrada dependiendo del caso o problema que pretende solucionar. Esta 
herramienta de gestión es clave para la coordinación de los funcionarios que 
coexisten en ese espacio, pero de su efectivo conocimiento por todos los funcionarios 
depende que cumplan la función para la que fueron creados.  
 
Por último e íntimamente ligada al criterio referente a la cultura organizacional, la 
cooperación institucional requiere que los funcionarios de justicia cuenten con 
formación en gestión para que tengan herramientas tanto para dirigir sus actividades 
principales (gestión de los procesos), como para hacer parte activa, dinámica y 
propositiva de los planes y proyectos que diseñen e implementen los centros 
desconcentrados para cumplir con sus labores de acercamiento institucional a la 
comunidad. 
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Ilustración 5. Criterios de gestión. Formación para la coordinación 
 
 
 
 
7.2 Acercamiento físico de las instituciones de 
administración de justicia 
Como la intención principal de los programas de desconcentración para el acceso a la 
justicia es acercar las instituciones a las poblaciones tradicionalmente marginadas, uno 
de los principales retos consiste en asegurar que el acercamiento físico sea real, es 
decir, que las decisiones relacionadas con la ubicación de los centros desconcentrados 
de justicia (Casas de Justicia o Centros de Desconcentración Judicial) respondan a las 
necesidades reales de la comunidad y que cuenten con las garantías y condiciones 
apropiadas.  
 
Como primera medida, es necesario, previo a la decisión de constitución de una 
institución desconcentrada de justicia, verificar las condiciones sociales, culturales, 
económicas y de necesidades jurídicas insatisfechas (Birgin & Gherardi, 2011) de la 
comunidad que se espera sea beneficiada, para poder modelar a partir de esta 
radiografía de la realidad, las características de la institución que resultaría adecuada 
para la comunidad. Estas primeras aproximaciones que estarían dirigidas principalmente 
a definir si hace falto o no en ese lugar, una institución de justicia desconcentrada; y de 
necesitarse dónde (espacio físico) podría establecerse para que cumpla las condiciones 
de presencia que se requieren y qué instituciones sería necesario incorporar ya sea en la 
Casa de Justicia o en el Centro de Desconcentración Judicial. Estas decisiones requieren 
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inexorablemente la participación de todos los agentes afectados, beneficiarios e 
involucrados.  
 
Las soluciones de justicia desconcentradas deben estar ubicadas en lugares con altas 
necesidades de justicia e insuficiente o nula presencia de mecanismos institucionales de 
solución de conflictos, pero aún dentro de estas zonas, el lugar en el que será instalada 
la institución de justicia desconcentrada debe permitirle notoriedad inmediata y vías 
fáciles de acceso y salida, así como buenas posibilidades para adelantar sus funciones 
misionales más allá de la solución de conflictos, esto es, la prevención de conflictos, la 
consolidación de un cultura legal, la formación, promoción y capacitación en derechos y 
medios institucionales de solución de conflictos.  
 
Estas consideraciones relativas a la infraestructura deben tener en cuenta a toda la 
población y en esa medida asegurar que existan las adecuaciones necesarias para que 
cualquier persona, sin importar el tipo de incapacidad física que presente, pueda acceder 
a los servicios de justicia.  
Dentro de los retos por acercar físicamente la justicia a los usuarios, existe un factor 
diferente a las características físicas o de infraestructura de la institución que se pretenda 
poner en pie, y tiene que ver con que, a partir de la comprensión de las realidades de la 
comunidad, se replanteen, por ejemplo, los horarios de atención o se cree un mecanismo 
que permita recibir documentos en horarios no oficiales para posibilitar el acceso de 
personas que por sus necesidades económicas no les es fácil sacar tiempo laboral para 
realizar diligencias personales. (Cappelletti & Garth, 1996) 
 
Adicionalmente, es necesario garantizar, a los funcionarios y usuarios condiciones de 
dignidad y seguridad dentro de las instituciones desconcentradas. Los funcionarios 
deben tener un espacio adecuado para trabajar, así, la adecuación física, con el espacio 
reducido con el que generalmente se cuenta, debe conseguir que los funcionarios 
cuenten con las herramientas necesarias para llevar a cabos sus actividades, lo que 
incluye no solo un espacio físico suficiente, sino las condiciones tecnológicas y los 
suministros que su trabajo requiere.  
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Debido a que las personas que asisten a estos lugares de justicia desconcentradas 
requieren un trato digno y respetuoso, es necesario que la distribución espacial de los 
centros de desconcentración permita asegurar la intimidad de las personas que asisten y 
que tengan la posibilidad de contar con un lugar que les genere confianza y tranquilidad y 
no que, por el contrario, debido a la exposición de sus casos, se sientan intimidados y 
nuevamente victimizados por el hecho de ir a intentar reclamar sus derechos. Este factor 
es especialmente relevante en casos en que la víctima, por los prejuicios sociales, suele 
sentirse incomoda, discriminada o perseguida por el hecho de alegar sus derechos y 
buscar soluciones a sus conflictos; este es el caso, por ejemplo de los conflictos 
intrafamiliares o de las víctimas de delitos sexuales, para quienes la intimidad y el 
respeto por su condición debe ser asegurado incluso con la adecuación del espacio físico 
 
Por último es necesario considerar, al momento de decidir las condiciones de 
infraestructura que requiere un centro de justicia desconcentrada, sea cual sea el 
modelo, contar con condiciones de seguridad adecuadas tanto para funcionarios como 
para los usuarios que asisten. No puede olvidarse que muchas veces, las zonas que son 
objeto de intervención por parte del modelo desconcentrado de justicia, son zonas 
conflictivas, que la ausencia del Estado ha dejado en manos de grupos paraestatales 
violentos que tradicionalmente han impuesto sus propias “leyes” y mecanismos de 
solución de conflictos, por lo que la llegada del Estado supone una situación de 
competencia que va en contra de los intereses de estos grupos de poder, por lo que la 
seguridad de los funcionarios y de quienes pretendan hacer uso de los mecanismos 
creados, debe ser una preocupación central en el modelo de justicia desconcentrada. 
Este requerimiento solo puede enfrentarse, con apoyo directo de las instituciones de 
seguridad del Estado por medio de un trabajo cooperativo interinstitucional y de un 
acompañamiento constante de la comunidad cuyo compromiso con las instituciones 
permita a las autoridades identificar los peligros que existan en la zona y las formas de 
hacerles frente.   
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Ilustración 6. Criterios de gestión. Infraestructura para el acercamiento físico 
 
 
 
 
7.3 Integración institucional de la ley y los organismos 
de justicia con la comunidad 
Para lograr la integración de la ley y las instituciones de justicia a la comunidad, es 
necesario cambiar la percepción social de la ley y de las instituciones para 
desvanecer el velo de desconfianza que se ha generado en relación a ellas debido a 
los múltiples ejemplos evidenciados de ineficiencia, lentitud, lejanía, corrupción y en 
el peor de los casos, ataque directo contra los más vulnerables. En otras palabras, “si 
las leyes son una barrera para las personas pobres que desean mejorar su condición, 
si se consideran como un obstáculo para la dignidad y la seguridad, entonces se 
renunciará muy pronto a la idea de la ley como una institución legítima. Si se acepta y 
entiende que la ley ofrece protección e igualdad de oportunidades, y asegura el 
acceso a un proceso justo y neutral, entonces será venerada como la base de la 
justicia” (Commission of Legal Empowerment of the Poor, 2008). 
 
En esta línea, hacen parte de la integración de la ley y las instituciones a la 
comunidad, tres condiciones fundamentales: aumentar los niveles de formación y 
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empoderamiento legal de la población; impulsar la cultura de la legalidad; y consolidar 
redes de confianza entre los funcionarios de la justicia y la comunidad que haga que 
ésta prefiera acudir a ellos cuando tienen un conflicto y no solucionarlo violentamente 
de forma individual o por medio de mecanismos ilegales usuales en zonas 
tradicionalmente marginadas. 
 
En esta medida, pueden identificarse tres criterios de gestión fundamentales para 
lograr los objetivos que pretende la idea de integración institucional con la comunidad: 
la necesidad de modificar el centro de atención en la planeación y gestión de las 
instituciones de justicia, la necesidad de cambios culturales tanto en los funcionarios 
como en los usuarios, y la necesidad de un complejo sistema de formación y 
sensibilización que fortaleza los conocimientos de todos los agentes involucrados en 
la administración de justicia y tienda a modificar sus actitudes y comportamientos.  
 
7.3.1 El usuario y la comunidad como punto de partida y llegada 
de la planeación y gestión de las instituciones desconcentradas. 
Debido a la creencia tradicional relacionada con la majestad de la justicia, muchas veces 
los administradores y los decisores de la política pública de justicia y los encargados de 
implementarla ponen en el centro de sus preocupaciones a los agentes de justicia. Este 
enfoque ha hecho, en primer lugar, que prevalezcan los intereses y opiniones de los 
funcionarios sobre los de los usuarios, y en segundo lugar, que los usuarios no se 
sientan protagonistas de la justicia sino simples convidados de piedra.   
 
En los servicios públicos, el centro de las acciones e intenciones debe estar ocupado por 
quienes se espera se beneficien de ellos. Así como en los servicios de salud son los 
pacientes y no los médicos o los administradores de los hospitales quienes deben ser 
considerados los agentes más importantes del proceso, o en la educación son los 
estudiantes los destinatarios de todas las preocupaciones por el mejoramiento, de la 
misma manera, en la justicia son los potenciales usuarios y sus necesidades quienes 
deben ocupar el centro de las discusiones referentes a la política pública de acceso a la 
justicia.  
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Son los usuarios quienes deben ser la guía que dirija cada actuación del estamento de 
justicia para que, por medio de este cambio de paradigma, no solo se creen estrategias 
más eficientes para acercar la institucionalidad y la legalidad a la vida comunitaria, sino 
que terminen permitiendo una relación más fluida entre instituciones y usuarios en la cual 
los funcionarios verán retribuidas sus preocupaciones por medio de lazos de confianza y 
colaboración que se forjarán con la comunidad una vez ella se sienta tenida en cuenta e 
importante.23   
 
A partir de este nuevo enfoque, la integración de la ley y la institucionalidad con la 
comunidad requiere que existan canales de comunicación eficientes y condiciones de 
comunicación aceptables entre ellas para que la institucionalidad se convierta, no solo en 
un edificio más, sino en un interlocutor constante y en un colaborador de la comunidad. 
Los canales se construyen por medio de la implementación eficiente de sistemas de 
información que permitan el intercambio de información, y las condiciones de 
comunicabilidad dependen tanto de la formación de los involucrados, como de las 
actitudes y comportamientos de todos ellos. De esta manera, el resto de los criterios de 
gestión que se analizarán a continuación deben ser entendidos como derivaciones de 
este principio fundamental en el que el usuario de la justicia se convierte en el 
protagonista de los procesos.  
7.3.2 Sistemas de información para la integración con la 
comunidad 
La nueva relación que espera consolidarse con los usuarios, una vez entendido el 
cambio de eje de la política, requiere que se cuente con sistemas de información 
eficientes que permitan la comunicación integral con la comunidad. Lo anterior por tres 
razones fundamentales: porque es necesario informar a la comunidad sobre la ley, los 
derechos y los mecanismos que existen para hacerlos valer; porque es necesario facilitar 
la labor de consulta y seguimiento a los casos que están en trámite en los centros 
                                               
 
23
 Este cambio de enfoque puede ser comprendido como asimilable a la idea de ubicar en el 
centro de la estrategia empresarial al cliente. 
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desconcentrados; y, por último, porque para cambiar el imaginario que se tiene frente a la 
institucionalidad, es necesario mostrar y publicitar los resultados que se van teniendo.  
 
Una de las principales barreras de acceso a la justicia en el país es, como vimos, el 
desconocimiento, por parte de la comunidad, de la ley y la institucionalidad. Este 
desconocimiento impide que siquiera consideren la posibilidad de acudir al Estado para 
que resuelva sus conflictos o defienda sus derechos. El primer paso para construir lazos 
de confianza e integrar las instituciones y la ley a la vida común de las personas 
tradicionalmente marginadas es asegurar que tengan acceso a la información necesaria 
y para esto puede ser útil contar con un sistema de información accesible a la comunidad 
que de manera sencilla y directa le permita conocer sus derechos y los procedimientos 
que debe llevar a cabo para defenderlos, y que sirva de herramienta de apoyo para las 
campañas de capacitación de la comunidad que hacen parte de los objetivos misionales, 
tanto del Programa Nacional de Casas de Justicia, como del Programa de 
Desconcentración Judicial.  
 
Adicionalmente, un sistema de información útil para la integración de la ley y la 
institucionalidad a las comunidades requiere también que en él se encuentren medios y 
canales de información más flexibles que les permitan a los usuarios hacer consultas y 
revisar el seguimiento de sus casos sin necesidad de desplazarse hasta el centro de 
justicia desconcentrada. Esto no solo facilitaría el acceso real sino que generaría lazos 
de credibilidad y confianza en la institucionalidad que ahora se le presenta a cada usuario 
como cercana y accesible. (Lombardia Villalba, 2011) 
 
Por último, es importante destacar que en muchos casos, la desconfianza generalizada 
en las instituciones y la ley surge debido a que son las cosas escandalosas y las 
conductas incorrectas de funcionarios las que reciben publicidad, mientras los logros se 
quedan generalmente dentro de las instituciones y son desconocidos por la comunidad. 
La desconfianza que se ha generado en las instituciones no surge de creencias producto 
de la imaginación, sino que viene dada por la experiencia o el conocimiento de casos en 
los que la institucionalidad ha fallado, y por lo tanto, no puede reconstruirse, esta 
confianza, solo con buenas intenciones, es necesario evidenciar hechos efectivos que le 
devuelvan la credibilidad a los funcionarios y a las instituciones a partir de buenas 
experiencias y casos de resolución de conflicto exitosos. (Kotler & Lee, 2007) 
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El sistema de información que se diseñe para comunicar a la comunidad con las 
instituciones de justicia desconcentrada debe incluir una vía eficiente para publicitar las 
buenas acciones de la justicia desconcentrada y de esta manera evidenciar que las 
instituciones efectivamente pueden traer beneficios para la comunidad, como se ha 
probado en los casos exitosos. Esta ventana de publicidad será fundamental para 
empezar a construir lazos de confianza con bases sólidas que permitirán la integración 
real del centro de justicia desconcentrada en la comunidad en la que se encuentra.  
7.3.3 Formación y sensibilización para la integración de la ley y 
las instituciones a la comunidad 
Aunque en el diseño de los sistemas de información debe integrarse un componente que 
permita el acceso a la información jurídica relevante para los usuarios que ingresen a él 
con consultas o interrogantes, la sola existencia del sistema de información no resulta 
suficiente para lograr los objetivos de formación y capacitación de la comunidad que 
redunden en fortalecimiento de la cultura de legalidad y en el empoderamiento legal de 
las personas en especial condición de vulneración.  
 
La existencia de información accesible es una medida importante pero sigue siendo 
pasiva, es necesario que la institucionalidad salga de las paredes del centro 
desconcentrado y afecte directamente a la comunidad en sus espacios de acción 
regulares. Las campañas de formación a la comunidad deben, por medio de la 
coordinación con las instancias locales (colegios, organizaciones sociales o 
comunitarias), llegar a las casas de las personas, a sus trabajos, a los parques en los 
que se recrean. Es necesario que la presencia institucional no se limite al centro sino que 
invada todos los espacios de la comunidad y aproveche los canales de comunicación y 
acción que se han estructurado comunitariamente.  
 
La formación a la comunidad debe tener dos ejes fundamentales: formación en derechos 
(que incluye información jurídica y sensibilización con respecto a los derechos propios y 
ajenos), y formación en los mecanismos y herramientas que la ley y la institucionalidad le 
ofrecen a los individuos para hacerlos valer.  
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Los programas de capacitación a la comunidad deben estar pensados como dirigidos a 
un público especial y sus condiciones sociales, educativas y económicas deben ser 
consideradas para asegurar la efectividad de las campañas, por lo que se requieren 
mecanismos pedagógicos con lenguajes que las personas entiendan y, sobre todo, 
dirigido a las necesidades jurídicas concretas de la población objetivo, para que la 
comunidad, desde el primer momento comprenda la utilidad de la información 
suministrada y esté capacitada para ponerla en práctica cuando lo requiera.  
 
Ahora bien, la necesidad de capacitación no tiene como sujeto pasivo exclusivamente a 
la comunidad, sino que, para consolidar lazos de confianza, como se dijo, es necesario 
mostrar resultados y estos resultados solo se obtienen mediante la formación y 
capacitación de los usuarios, tanto en términos técnicos como en comprensión e 
incorporación de actitudes y comportamientos necesarios para fortalecer la relación con 
los usuarios y ser más eficiente al momento de resolver los conflictos que se pongan a su 
consideración.  
 
El conocimiento cumple, sin lugar a dudas, una función muy importante en la 
administración de justicia que es necesario tener siempre en mente (Schweighofer, 
2004). Por eso, contar con un programa de formación y capacitación de los funcionarios 
que imprima en ellos un compromiso real con los usuarios y con la institución a la que 
pertenecen, y los capacite para ejercer sus funciones de la mejor manera, es 
fundamental para asegurar el éxito de la incorporación real de los mecanismos de justicia 
a la comunidad. 
7.3.4 Aspectos culturales de la integración de la ley y la 
institucionalidad a la comunidad 
Una comunidad informada sobre sus derechos y sobre los mecanismos que existen para 
hacerlos valer es un requisito fundamental para cumplir el objetivo de integración de la 
ley y las instituciones a la comunidad, pero no es suficiente; es necesario, además, que 
se transformen algunas creencias básicas que han moldeado la relación entre las 
instituciones y las comunidades para que puedan estas últimas apropiarse de las 
primeras e incorporarlas en su vida entendiéndolas como propias. Son creencias contra-
integradoras de los funcionarios de la administración de justicia, las siguientes: sensación 
de superioridad, apego a formas y lenguajes innecesarios y discriminatorios, y actitudes y 
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comportamientos discriminatorios por razones de sexo, raza, género o condición física, 
mental, social o económica. (Nizama-Valladolid, 2003). 
 
Cambiar creencias tradicionalmente arraigadas en un grupo social no es un asunto 
simple, requiere compromiso de las partes, comprensión e interiorización de la necesidad 
de hacer el cambio y, sobre todo, una preocupación constante de todos los involucrados 
en controlar permanente que no se sigan dando situaciones que reflejan las creencias 
que se quieren erradicar (Waissbluth, Gestión del cambio en el sector público, 2008). 
Este tipo de cambios, que suponen modificaciones a imaginarios y creencias no pueden, 
ni imponerse “desde arriba”, ni darse de un momento a otro, sino que requieren un 
tiempo de adaptación e incorporación de los cambios a las costumbres y formas de vida 
de los funcionarios. (Raineri, 1998)  
 
Los funcionarios de la justicia, especialmente los judiciales, conservan una creencia muy 
dañina para la implementación de modelos de integración de las instituciones a la 
comunidad. Muchos de ellos, como ya se dijo en el acápite referente a las barreras, 
siguen creyendo que el hecho de ser funcionarios de la justicia les imprime cierto “status” 
o los ubica en algo así como una “casta” superior con respecto a los usuarios que vienen 
a él rogando por justicia. Esta percepción diferenciada va en contra del principio ya 
desarrollado sobre el que debe cimentarse la relación con la comunidad que consiste en 
poner en el centro y como principal agente al usuario y no al funcionario, y va en contra, 
también, de su definición como servidores públicos.  
Esta creencia de “estratificación” genera una necesidad dañina de acentuar las 
diferencias que se materializa, usualmente, en la utilización excesiva o innecesaria de 
lenguaje técnico o expresiones propias  de la jerga jurídica que son innecesarias y que 
solo consiguen que los usuarios, por no comprender a los funcionarios, se sientan 
excluidos de sus servicios.  
 
Hace parte del cambio cultural que supone la nueva perspectiva enfocada al usuario, 
entender que el objetivo primordial de la justicia no es solo resolver casos, sino resolver 
conflictos y en esa medida, el conflicto solo desaparece cuando las partes aceptan haber 
tenido un proceso justo y comprenden las razones de la decisión, y aun no estando de 
acuerdo, pueden identificarla como legítima. Para que esto ocurra, es necesario que los 
94 Acceso a la justicia en Colombia. Condiciones de posibilidad y criterios de gestión  
 
usuarios puedan comprender el proceso y las decisiones que la justicia tome con 
respecto a ellos y para eso es necesario que se eliminen los tecnicismos innecesarios y 
los formalismos excesivos24 que se convierten en obstáculo a la comunicación fluida 
entre institucionalidad y usuarios. (Cappelletti & Garth, 1996) 
 
Por último, las actitudes y comportamientos discriminatorios, heredados de la sociedad 
en su conjunto, suponen un obstáculo enorme por superar para lograr la universalización 
del acceso a la justicia. Pero este cambio, como todos los cambios que se requieren en 
materia de cultura y que fueron descritos anteriormente, solo pueden darse en la medida 
en que los funcionarios abran las puertas de sus oficinas y vean la realidad social en las 
que se encuentran y comprendan, por medio de campañas serias de capacitación y 
sensibilización, que ellos, como representantes del Estado y de la institucionalidad, están 
en condiciones de ayudar a modificar las condiciones adversas que perciben, pero que al 
mismo tiempo, tienen el poder de agravarlas si sus actitudes y comportamientos no 
coinciden con las de un agente preocupado por servirle a los usuarios.   
 
                                               
 
24
 Con esto no se quiere decir que deban eliminarse todo tipo de lenguaje técnico o formalismo en 
la justicia. Se entiende que existen casos en los que los tecnicismos y las formalidades son 
indispensables para las garantías procesales; lo que se pretende es que sean reducidos solo a 
estos casos y no se usen sin que exista la necesidad de usarse o como simple acción de auto-
adulación.  
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Ilustración 7. Criterios de gestión para la integración de la ley y las instituciones. 
 
 
7.4 Mejoramiento de las capacidades técnicas y las 
actitudes y comportamientos de los funcionarios  
En el desarrollo de los objetivos anteriores ha sido recurrente la mención a la importancia 
de la formación como agente activador de los cambios que, en materia de coordinación 
interinstitucional o integración de la institucionalidad con la comunidad, requiere la política 
pública de desconcentración de la justicia en Colombia. En este acápite se recogerá lo 
dicho por medio de una breve caracterización de lo que deben tener los programas de 
formación para que cumplan el objetivo de mejoramiento de las capacidades técnicas y las 
actitudes  comportamientos de los funcionarios que redundarán en el logro de los demás 
objetivos de la política pública que ya fueron expuestos.  
 
En primer lugar debe rescatarse la necesidad de una formación de doble carácter: una 
rigurosa formación técnica que faculte a los funcionarios a hacer mejor su trabajo, a ser más 
eficientes y a tener mejores criterios de decisión; y una formación de otro tipo relativa a las 
actitudes y comportamientos que deben tener los funcionarios para cumplir su labor de 
administrar justicia (Peluffo A. & Catalán Contreras, 2002). 
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El primer tipo de formación tiene que ver con la necesidad de que los funcionarios 
conozcan perfectamente sus funciones, su competencia, los criterios legales que les 
permitirán interpretar las normas y aplicarlas a casos concretos y los procedimientos 
que deben dirigir y llevar a cabo para que las decisiones que tomen respeten los 
derechos sustanciales de las partes y los principios fundamentales de derecho a la 
defensa y debido proceso. Adicionalmente, es necesario, como ya se mencionó, que 
los funcionarios cuenten con formación en técnicas de gestión de los procesos que 
les permita cumplir sus funciones principales de manera eficiente.  
 
El segundo tipo de formación, referida a construir o fortalecer actitudes y 
comportamientos coherentes con el servicio público de justicia, y con sensibilizar a 
los funcionarios respecto de las necesidades jurídicas de la comunidad en la que se 
encuentran, requiere, además de un compromiso personal de los funcionarios, 
espacios de formación que les permitan interactuar con la comunidad para 
comprender su realidad y cuyo objetivo principal debe ser crear empatía y lograr que 
los funcionarios se sientan parte de su localidad o comuna e incorporen, como 
criterios de decisión, las necesidades reales de justicia de la población. 
 
Ilustración 8. Criterios de gestión para el mejoramiento de las capacidades y actitudes de 
los funcionarios 
 
 
 
  
 
8. Conclusiones  
Como resultado de las reflexiones que fueron expuestas a lo largo del trabajo y que dan 
respuesta a la pregunta de investigación propuesta, a continuación se presentarán, por 
un lado, las condiciones de posibilidad para una política pública de acceso a la justicia; y 
por el otro, los criterios de gestión identificados a partir de la caracterización de las 
principales barreras del acceso a la justicia en Colombia. 
 
Condiciones de posibilidad para una política pública de acceso a la justicia: 
 
a. Al calificar al acceso a la justicia como un objetivo de política pública se reconoce su 
relevancia social y su complejidad de causas. 
 
b. Una política pública de acceso a la justicia consiste en crear una disposición, en 
funcionarios y usuarios, que suponga compromiso real y acciones efectivas dirigidas a 
lograr los objetivos de cobertura que se plantea. 
 
c. Aunque la política pública de acceso a la justicia incluya políticas de mejoramiento 
organizacional de las instituciones que administran justicia, no se limita a ellas, 
transciende el quehacer cotidiano de las instituciones.  
 
d. Para lograr una política pública de acceso a la justicia que logre transformar la realidad es 
necesario contar con la participación de todos los grupos de interés en cada momento del 
proceso de diseño, implementación y evaluación de la política pública. 
 
e. La política pública de acceso a la justicia tiene que ser considerada a partir de un 
análisis sistémico de la realidad social, que permita identificar un entorno capaz de 
determinar y ser determinado por las condiciones de acceso a la justicia.  
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Ahora bien, una vez identificadas las condiciones anteriormente expuestas y teniéndolas 
siempre como eje transversal del análisis, pueden ser analizados, los programas de 
desconcentración de justicia en Colombia, como las dos principales manifestaciones de 
dicha política pública. Estos programas son: el Programa Nacional de Casas de Justicia y 
el Programa de Desconcentración Judicial. 
 
El primer paso para identificar criterios de gestión aplicables a la justicia desconcentrada 
en Colombia corresponde a la identificación de las principales barreras que existen en el 
país y que impiden o dificultan el acceso a la justicia. Fueron identificadas como 
principales barreras las siguientes: lejanía física y simbólica de la justicia, 
descoordinación institucional entre los muchos medios de resolución pacífica de 
conflictos y deficiencias en la formación de los funcionarios encargados de la 
administración de sus justicias y condiciones personales adversas a los objetivos del 
acceso.  
 
A partir de los objetivos de política pública que plantean la superación de las principales 
barreras, pueden identificarse, como griteríos de gestión que deben ser tenidos en 
cuenta, los siguientes:  
 
a. Es necesario, para lograr la coordinación institucional, contar con un sistema de 
información interno y externo eficiente.  
 
b. Es necesario construir y gestionar una cultura organizacional dentro de la 
administración de justicia que permita que los funcionarios incorporen a sus 
actividades valores fundamentales para el acceso, como la eficiencia y la voluntad de 
servicio.  
 
c. Es requisito fundamental para la consecución de los objetivos de política pública 
diseñar e implementar programas de formación técnica que permita a los funcionarios 
adecuarse al perfil necesario de un administrador de justicia accesible y eficiente.  
 
d. Para fortalecer la relación de la institucionalidad con la comunidad, con miras a 
reestablecer la confianza, es necesario contar con canales de comunicación eficientes 
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entre funcionarios y usuarios que permitan visibilizar los resultados obtenidos y 
estimulen en uso de los mecanismos existentes.    
 
Ilustración 9. Esquema General del acceso a la justicia 
 
 
. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
A. Anexo: Estructura de la administración 
de justicia en Colombia 
La administración de justicia en Colombia, como institución, tiene como principal objetivo 
asegurar el derecho fundamental al acceso a la justicia eficiente de todos aquellos que 
en el territorio nacional sientan vulnerados sus derechos o pretendan que le sean 
resueltos sus conflictos. Para cumplir este objetivo, el Estado ha desarrollado un 
complejo esquema por medio del cual descentraliza la función de administrar justicia en 
múltiples instituciones e instancias. Esta descentralización de la función pública de 
administrar justicia busca asegurar la eficacia de la institución, y en esa medida, el 
aseguramiento del acceso a la justicia de todos los potenciales usuarios.  
 
La figura de la descentralización de una función pública ha sido ampliamente estudiada 
por la doctrina administrativa y constitucional que la ha definido como la forma de 
organización administrativa del Estado que, mediante delegación de funciones, objetivos 
y recursos, distribuye las funciones centrales del Estado en instituciones 
descentralizadas ya sea por nivel territorial o por especialidad. (Hernández, 1999). 
 
A continuación se describirá cómo se ha dado esta descentralización en el caso de la 
administración de justicia en Colombia, es decir, cómo están distribuidas, en diferentes 
instituciones, la función de administrar justicia en todos los campos del Derecho y en 
diferentes niveles territoriales.  
 
La descentralización de la administración de justicia está establecida desde la 
Constitución Política en sus artículos 116 y siguientes, en los que esboza el esquema 
general en el que la justicia se dará en Colombia.  
 
A partir de la clasificación enunciada por los artículos anteriormente mencionados es 
posible identificar tres factores que se superponen, a partir de los cuales puede 
102 Acceso a la justicia en Colombia. Condiciones de posibilidad y criterios de gestión  
 
entenderse la organización de la administración de justicia en Colombia: según el 
carácter del procedimiento y la entidad encargada de llevarlo a cabo; según el tema de la 
disputa o el tipo de conflicto, y; según la distribución territorial.  
 
Clasificación según el carácter del procedimiento y la entidad encargada 
Este criterio de descentralización de la función pública de administración de justicia 
responde a las características propias de la entidad encargada de resolver el conflicto y 
proteger los derechos y deberes y del procedimiento que se siga para la realización de 
tales actividades; según este criterio, se divide la administración de justicia en dos, 
dependiendo del grado de institucionalidad y rigidez tanto en la distribución de 
competencias como en la obligatoriedad de procedimientos inflexibles. Según el grado de 
institucionalidad, la justicia se divide en justicia formal y justicia no formal. (MInisterio del 
Interior y de Justicia, 2011) 
 
La primera hace referencia a aquella altamente institucionalizada, ligada directamente al 
Estado tanto en su componente administrativo como operativo; en esta justicia, el Estado 
y su maquinaria juega un rol protagónico en la solución del conflicto, la competencia de 
sus instituciones es de carácter permanente y los procedimientos por ella seguidos, de 
estricto obligatorio cumplimiento. En la justicia formal, las partes acuden a una institución 
determinada del Estado y le confían su conflicto o necesidad, pero a partir de ese 
momento, los usuarios quedan obligados a un procedimiento fijado estatalmente y al que 
deben someterse. La Rama Judicial y las entidades administrativas encargadas de 
administrar justicia por mandato legal o constitucional, son las encargadas de administrar 
justicia en esta modalidad.  
 
Los primeros tres incisos del artículo 116 y el artículo 117 de la Constitución consagran el 
modelo de justicia formal constituido por la rama judicial y aquellas instituciones 
administrativas a las que las leyes les han atribuido funciones de administración de 
justicia, es decir, de solución de conflicto o de garantía de derechos y deberes.  
 
Dentro de la justicia formal existe una gran división de suma importancia: la justicia 
formal se divide en justicia formal judicial y justicia formal no judicial.  
La justicia formal judicial es la administración de justicia que resulta más intuitiva, es 
aquella en la que se piensa siempre que se piensa en administración de justicia, está en 
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manos de la Rama Judicial y está conformada por jueces y magistrados que, por medio 
de procedimientos preestablecidos y a partir de los criterios legales existentes, dirimen 
conflictos y reconocen derechos y deberes.  
 
La justicia formal no judicial o administrativa, es aquella en la cual las entidades 
encargadas de dirimir los conflictos y establecer derechos y deberes no pertenecen a la 
Rama Judicial, sino al andamiaje administrativo del Estado que recibe funciones de 
administración de justicia ya sea por criterios de especificidad y especialidad o 
simplemente para aliviar las cargas de la Rama.  
 
En Colombia, en este tipo de justicia, se ubican funciones de administración de justicia 
encargadas a entidades administrativas entre las que cabe destacar: el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF, en conflictos relacionados con la familia; la 
mayoría de Superintendencias (Financiera, de Sociedades, de Economía solidaria, de 
Salud, de Industria y Comercio, etc.), en conflictos relacionados con su campo de 
fiscalización; el Ministerio Público, en conflictos relacionados con el comportamiento de 
funcionarios públicos y la protección de la sociedad; las Inspecciones de Trabajo, 
encargadas de algunos conflictos de carácter laboral y dependientes del Ministerio de 
trabajo; y las Inspecciones de Policía, entidades administrativas de carácter municipal 
encargadas de conflictos de carácter policivo, generalmente relacionado con convivencia 
vecinal.  
 
En contraposición, aunque con la obligación de actuar armónicamente, se encuentra la 
justicia no formal cuya relación con la institucionalidad es mucho más laxa, al igual que 
sus requisitos y procedimientos. Este tipo de justicia delegada, en buena parte, a 
particulares, carece de muchas de las exigencias de la justicia formal en lo que tiene que 
ver con determinación estricta de competencia y procedimiento, y su existencia responde 
a necesidades de acceso a la justicia de ciertos grupos sociales o determinados 
conflictos que no se ven cabalmente reconocidos en los mecanismos formales de 
administración de justicia o que un abordaje diferente puede resultar más benéfico tanto 
para las partes en conflicto como para la comunidad en la que el conflicto se da. Este tipo 
de justicia está generalmente limitado a conflictos no considerados especialmente graves 
para la salud de la sociedad y que pueden ser solucionados de manera privada con una 
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actuación preponderante de las partes quienes pueden, ellas mismas, definir los criterios 
de la solución, los procedimientos o la solución misma del conflicto.   
 
La justicia no formal está consagrada en el inciso 4° del artículo 116 superior e incluye 
los denominados Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos – MASC, no 
limitados a la enunciación hecha en este inciso. Hacen parte de los mecanismos de 
administración de justicia no formal, además de los mencionados en el artículo 116 los 
mediadores, los amigables componedores y los jueces de paz.  
 
Ahora bien, así la justicia no formal parezca independiente de la institucionalidad estatal y 
no dependa financiera y organizacionalmente de ella en la mayoría de los casos, no 
puede olvidarse que todos los particulares que la conforman están ejerciendo una función 
pública y en esta medida, el Estado es el responsable de que esta función se realice a 
cabalidad, aún si está en manos particulares. En otras palabras, el hecho de que buena 
parte de la justicia no formal sea de carácter privado, no excluye al Estado de garantizar 
el buen funcionamiento de la misma ni hacer que ella coopere con la justicia formal para 
asegurar el acceso de todos los usuarios al derecho fundamental que es la justicia.  
Esta división en dos grandes “modelos” de administración de justicia, no implica, en 
ningún caso, una jerarquización de tipos de justicia, ni de ella puede inferirse que una 
sea mejor que la otra, simplemente, que responden a necesidades diferentes, tanto de la 
población, como de la administración. Al respecto se ha manifestado la Corte 
Constitucional en más de una providencia. 
 
Clasificación según el tema de la disputa o el tipo de conflicto 
Además de la primera clasificación a partir de la cual se organiza el complejo conjunto de 
entidades en las cuales se descentraliza la función pública de acceso a la justicia, ya 
enunciada, la Constitución Política y la ley han destacado una clasificación más compleja 
que delega la función de administrar justicia dependiendo del tema y características del 
conflicto en cuestión.  
 
Así, el título II de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de justicia, recibe 
el nombre de Estructura General de la Administración De Justicia, y en su artículo 11 
establece la estructura de la Rama Judicial. A partir de este artículo pueden identificarse 
dos formas de repartir o descentralizar la función de administrar justicia en Colombia 
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dentro de la Rama Judicial: una con relación al contenido de los conflictos o los derechos 
involucrados en los casos que atienden, y otra que, dentro de cada jurisdicción, reparte la 
competencia entre entidades de carácter superior y entidades de carácter inferior, 
aunque independientes en sus decisiones. Estos criterios, inicialmente pensados para la 
organización descentralizada de la Rama Judicial, tienen numerosas aplicaciones en las 
otras formas de administrar justicia de las que ya hablamos anteriormente, pues es a 
partir de esta clasificación de los conflictos, que se reparte la competencia tanto en la 
justicia formal administrativa, como en la informal.  
 
Inicialmente, los reclamos a la justicia se dividen en tres categorías que dan lugar a tres 
jurisdicciones según la clase de conflicto: conflictos de carácter ordinario, de carácter 
contencioso administrativo y de carácter constitucional.  
 
Los conflictos ordinarios serán competencia de la jurisdicción ordinaria y son aquellos 
que se originan entre particulares. Esta jurisdicción, en cabeza de la Corte Suprema de 
Justicia se ha divido según el tema de las reclamaciones y siguiendo el desarrollo 
doctrinal de las ramas del Derecho, en jurisdicción penal, de familia, laboral y civil y 
agraria. 
 
La justicia penal es aquella relacionada con los delitos. Es la encargada de asegurar que 
aquellas conductas que han sido especialmente declaradas como dañosas para la 
sociedad sean sancionadas y con esta sanción se logren los objetivos de prevención 
positiva y negativa que rigen la aplicación del Derecho Penal. La justicia penal tiene 
como principal objetivo asegurar que los bienes jurídicamente tutelados encuentren 
especial protección mediante la creación de un sistema de determinación de conductas 
dañosas para la sociedad por atentar contra estos bienes, y un régimen de sanciones 
que sean la consecuencia de que alguien haya incumplido esas reglas de convivencia.  
La jurisdicción de familia es la encargada de tratar todos los temas jurídicos relacionados 
con la institución de la familia y el matrimonio. Hace parte de esta jurisdicción los 
conflictos relacionados con los derechos y deberes que tienen los miembros de la familia 
entre; así como los relacionados con el origen y fin del matrimonio y la unión marital de 
hecho, y los derechos y deberes que de estas figuras emanan. 
La jurisdicción laboral se encarga de todos los conflictos y los reconocimientos de 
derechos y deberes relativos o relacionados con la relación laboral que da lugar al 
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funcionamiento de la economía de mercado. Es competencia de la jurisdicción laboral el 
contrato de trabajo y los derechos y deberes de los trabajadores y empleadores.     
La Justicia civil y agraria hace referencia a todos aquellos conflictos y deberes y 
derechos emanados de las relaciones entre particulares que no estén especialmente 
destinadas a ninguna de las jurisdicciones anteriormente mencionadas. La jurisdicción 
civil es considerada una jurisdicción residual en la medida en que serán de su 
competencia todos aquellos asuntos que no sean competencia de las demás. Son 
ejemplos típicos de la jurisdicción civil y agraria los conflictos relacionados con los 
contratos entre particulares y los juicios de responsabilidad privada por daños no 
catalogados como delitos. 
 
Anteriormente se dijo que esta clasificación no solo ha servido para determinar las 
funciones de la Rama Judicial, sino para definir las competencias de todas las formas de 
administración de justicia no judicial, incluyendo la justicia formal y no formal, lo anterior 
debido a que es, a partir de esta clasificación, que la ley colombiana ha impuestos ciertas 
restricciones al ejercicio no judicial de la administración de justicia. A continuación 
algunos ejemplos.  
 
1. El mismo artículo 116 constitucional anteriormente señalado establece que se podrá 
delegar en instituciones administrativas funciones judiciales, pero al mismo tiempo 
advierte que: ”sin embargo no les será permitido adelantar la instrucción de sumarios 
ni juzgar delitos.” La administración de justicia penal, por ser por medio de ella que el 
Estado puede imponer restricciones a Derechos Fundamentales, es exclusiva de la 
Rama Judicial, y queda excluida cualquier posibilidad administrativa o privada de 
justicia en estos temas.  
2. L
a ley 640 de 2001, “Por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se 
dictan otras disposiciones”, en su artículo 19, establece que “Se podrán conciliar todas 
las materias que sean susceptibles de transacción, desistimiento y conciliación, ante 
los conciliadores de centros de conciliación, ante los servidores públicos facultados 
para conciliar a los que se refiere la presente ley y ante los notarios.” Esta norma 
remite a lo que haya sido considerado susceptible de ser transado en el Derecho 
nacional, lo que hace necesario volver la mirada a las jurisdicciones establecidas para 
saber, en cada caso, cuáles son las materias susceptibles de ser conciliadas. Como 
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regla general, no son susceptibles de conciliación los conflictos relacionados con 
Derechos Fundamentales, pero esta restricción tiene aplicaciones diferentes en cada 
jurisdicción.  
 
3. Muchas autoridades administrativas reciben su competencia a partir de la división 
en jurisdicciones anteriormente señalada. Por ejemplo, los Inspectores de Trabajo, 
funcionarios del Ministerio de Trabajo, tienen competencia sobre asuntos laborales 
determinados; los Inspectores de Policía tienen competencia para asuntos policivos 
relacionados generalmente con conflictos civiles o contravenciones; las 
Superintendencias pueden tener competencias, generalmente civiles en relación a su 
objeto de control, etc.  
 
Por otro lado, los además de los conflictos denominados “ordinarios”, existen otros, que 
han sido llamados de lo “contencioso administrativo y han dado lugar a la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo, encargada de esclarecer los conflictos entre el Estado y el 
Estado o el Estado y los particulares en todas las materias en las que estos puedan 
relacionarse. Así, dentro de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, se 
encuentran los jueces o magistrados encargados de resolver los conflictos que emanen 
de convenios interinstitucionales o contratos entre los particulares y el Estado, o de 
reconocer derechos o deberes de la administración con sus administrados o de éstos 
últimos para con aquella.  
 
Por último, la Constitución de 1991 creó la jurisdicción Constitucional encargada de la 
protección de algunos aspectos específicos de la nueva Carta Política. Entre las 
funciones de la jurisdicción constitucional está la de juzgar la constitucionalidad de las 
leyes de la república, y atender las acciones constitucionales establecidas para proteger 
los Derechos Fundamentales. Para esta última función, se estableció que todos los 
jueces de la nación de todos los niveles (municipales, del circuito, magistrados de 
Tribunal y de Corte) cumplirán funciones constitucionales.  
 
Adicionalmente a esta clasificación en jurisdicciones por el contenido de los reclamos, 
cada jurisdicción tiene una nueva distribución de competencias que dependerá, 
esencialmente, de las dimensiones del conflicto que se les presente. Así, por ejemplo, los 
jueces municipales generalmente conocen de conflictos de menor cuantía o menos 
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graves y las Cortes solo conocen de problemas que se consideren especialmente 
significativos para la sociedad ya sea por las cuantías involucradas o por la gravedad de 
los hechos. Cada jurisdicción ha sido muy cuidadosa en establecer, generalmente en los 
códigos de procedimiento, esta división de manera rigurosa.  
 
La jurisdicción ordinaria está conformada por Jueces Municipales, Tribunales Superiores 
y la Corte Suprema de Justicia; la jurisdicción de lo contencioso administrativo por el 
Consejo de Estado, los Tribunales Administrativos y los Jueces Administrativos, y; la 
jurisdicción constitucional la conforma la Corte Constitucional y todo los jueces de la 
república cuando ejercen funciones de jueces constitucionales. 
 
Clasificación según la distribución territorial 
Además de la división por materia, existe otra que termina de estructurar el modelo 
descentralizado existente para el ejercicio de la función pública de administración de 
justicia y corresponde a un criterio de carácter territorial, desarrollado en el parágrafo 1° 
del artículo 11 de la Ley 270, para el caso de la Rama Judicial, y una clasificación similar 
es aplicable a los encargados de funciones de administración de justicia de carácter 
formal administrativa y a los mecanismos de administración de justicia no formal. En 
ambos casos, también existe una distribución de competencia de carácter territorial que 
delimita las facultades para atender los casos puestos a su consideración a partir del 
lugar de ocurrencia de los hechos o del domicilio de alguna de las partes.  
  
 
El gráfico 1, muestra, de manera esquemática, la clasificación desarrollada anteriormente 
 
 
 
 
  
 
 
 
B. Anexo: Normatividad internacional 
 Declaración para el milenio de la Asamblea General de las Naciones Unidas: “No 
escatimaremos esfuerzo alguno por promover la democracia y fortalecer el imperio del 
derecho y el respeto de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales 
internacionalmente reconocidos, incluido el derecho al desarrollo. 
25. Decidimos, por tanto: 
 Respetar y hacer valer plenamente la Declaración Universal de Derechos 
Humanos. 
 Esforzarnos por lograr la plena protección y promoción de los derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales de todas las personas en todos nuestros 
países”. 
 La Declaración Universal de los Derechos Humanos (artículo10); la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre (artículo XVIII); el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (artículo14, inciso1); la Convención Americana de Derechos 
Humanos (artículo8, inciso1; artículo 2); la Convención Internacional sobre Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación Racial (artículos y 6). 
Normas Constitucionales 
 Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que 
los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; 
defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 
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libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares. 
 Artículo 86. Coordinación. Sin perjuicio de la autonomía que para el ejercicio de la 
función administrativa le confiere la Constitución, la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura actuará en coordinación con los órganos de las otras Ramas 
del Poder Público y organizaciones vinculadas al sector justicia. 
 Artículo 113.  Son Ramas del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva, y la 
judicial. Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e 
independientes, para el cumplimiento de las demás funciones del Estado. Los diferentes 
órganos del Estado tienen funciones separadas pero colaboran armónicamente para la 
realización de sus fines. 
 Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de 
Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, los 
Tribunales y los Jueces, administran Justicia. También lo hace la Justicia Penal Militar. 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Sin embargo no les será permitido adelantar la 
instrucción de sumarios ni juzgar delitos. 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar 
justicia en la condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de 
árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los 
términos que determine la ley. 
 Artículo 117. El Ministerio Público y la Controlaría General de la República son 
órganos de control. 
 Artículo 118. El Ministerio Público será ejercido por el Procurador General de la 
Nación, por el Defensor del Pueblo, por los procuradores delegados y los agentes del 
ministerio público, ante las autoridades jurisdiccionales, por los personeros municipales y 
por los demás funcionarios que determine la ley. Al Ministerio Público corresponde la 
guarda y promoción de los derechos humanos, la protección del interés público y la 
vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas. 
 Artículo 119. La Controlaría General de la República tiene a su cargo la vigilancia 
de la gestión fiscal y el control de resultado de la administración. 
 Artículo 152. Mediante las leyes estatutarias, el Congreso de la República 
regulará las siguientes materias: 
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a. Derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y 
recursos para su protección; 
b. Administración de justicia; 
c. Organización y régimen de los partidos y movimientos políticos; estatuto de la 
oposición y funciones electorales; 
d. Instituciones y mecanismos de participación ciudadana; 
e. Estados de excepción. 
 Artículo 153. La aprobación, modificación o derogación de las leyes estatutarias 
exigirá la mayoría absoluta de los miembros del Congreso y deberá efectuarse dentro de 
una sola legislatura. 
Dicho trámite comprenderá la revisión previa, por parte de la Corte Constitucional, de la 
exequibilidad del proyecto. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defenderla o 
impugnarla. 
 Artículo 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son 
independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que 
establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se 
observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será 
desconcentrado y autónomo.   
 Artículo 229. Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la 
administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la 
representación de abogado. 
 Artículo 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de 
la ley. 
La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son 
criterios auxiliares de la actividad judicial. 
 
Leyes 
Ley 270 de 1996 
 Artículo 1o. ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. La administración de justicia es la 
parte de la función pública que cumple el Estado encargada por la Constitución Política y 
la ley de hacer efectivos los derechos, obligaciones, garantías y libertades consagrados 
en ellas, con el fin de realizar la convivencia social y lograr y mantener la concordia 
nacional. 
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 Artículo 2o. ACCESO A LA JUSTICIA. El Estado garantiza el acceso de todos los 
asociados a la administración de justicia, Será de su cargo el amparo de pobreza y el 
servicio de defensoría pública. En cada municipio habrá como mínimo un defensor 
público. 
 Artículo 4º. La administración de justicia debe ser pronta, cumplida y eficaz en la 
solución de fondo de los asuntos que se sometan a su conocimiento. Los términos 
procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios 
judiciales. Su violación injustificada constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de 
las sanciones penales a que haya lugar. Lo mismo se aplicará respecto de los titulares de 
la función disciplinaria. 
Las actuaciones que se realicen en los procesos judiciales deberán ser orales con las 
excepciones que establezca la ley. Esta adoptará nuevos estatutos procesales con 
diligencias orales y por audiencias, en procura de la unificación de los procedimientos 
judiciales, y tendrá en cuenta los nuevos avances tecnológicos. 
 Artículo 11. La Rama Judicial del Poder Público está constituida por: 
Los órganos que integran las distintas jurisdicciones: 
De la Jurisdicción Ordinaria: 
a. Corte Suprema de Justicia. 
b. Tribunales Superiores de Distrito Judicial. 
c. Juzgados civiles, laborales, penales, penales para adolescentes, de familia, de 
ejecución de penas, de pequeñas causas y de competencia múltiple, y los demás 
especializados y promiscuos que se creen conforme a la ley; 
De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo: 
a. Consejo de Estado 
b. Tribunales Administrativos 
c. Juzgados Administrativos 
De la Jurisdicción Constitucional: 
a. Corte Constitucional; 
De la Jurisdicción de Paz: Jueces de Paz. 
La Fiscalía General de la Nación. 
El Consejo Superior de la Judicatura. 
PARÁGRAFO 1o. La Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional, el Consejo de 
Estado y el Consejo Superior de la Judicatura, tienen competencia en todo el territorio 
nacional. Los Tribunales Superiores, los Tribunales Administrativos y los Consejos 
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Seccionales de la Judicatura tienen competencia en el correspondiente distrito judicial o 
administrativo. Los jueces del circuito tienen competencia en el respectivo circuito y los 
jueces municipales en el respectivo municipio; los Jueces de pequeñas causas a nivel 
municipal y local. 
Los jueces de descongestión tendrán la competencia territorial y material específica que 
se les señale en el acto de su creación. 
 Artículo 75. Al Consejo Superior de la Judicatura le corresponde la administración 
de la Rama Judicial y ejercer la función disciplinaria, de conformidad con la Constitución 
Política y lo dispuesto en esta ley. 
 Artículo 76. Para el ejercicio de las funciones especializadas que le atribuyen la 
Constitución y la ley, el Consejo Superior de la Judicatura se divide en dos salas: 
1. La Sala Administrativa, integrada por seis magistrados elegidos para un período 
de ocho años así: Uno por la Corte Constitucional, dos por la Corte Suprema de Justicia, 
y tres por el Consejo de Estado; y, 
2. La Sala Jurisdiccional Disciplinaria, integrada por siete magistrados elegidos para 
un período de ocho años, por el Congreso Nacional de ternas enviadas por el Gobierno. 
El Consejo en Pleno cumplirá las funciones que le atribuye la presente ley. 
 Artículo 79. Del Consejo en pleno. Las dos Salas del Consejo Superior de la 
Judicatura, se reunirán en un solo cuerpo para el cumplimiento de las siguientes 
funciones: 
1. Adoptar el informe anual que será presentado al Congreso de la República sobre 
el estado de la Administración de Justicia; 
2. Adoptar, previo concepto de la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial, el 
Plan de Desarrollo de la Rama Judicial y presentarlo al Gobierno Nacional para su 
incorporación en el Plan Nacional de Desarrollo; 
3. Dictar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento  de la 
administración de Justicia; 
4. Adoptar y proponer proyectos de ley relativos a la administración de Justicia y a 
los códigos sustantivos y procedimentales; 
5. Elegir al Presidente del Consejo, quien tendrá la representación institucional de la 
Corporación frente a las demás ramas y autoridades del Poder Público, así como frente a 
los particulares. Así mismo elegir al Vicepresidente de la Corporación; 
6. Promover y contribuir a la buena imagen de la Rama Judicial, en todos sus 
órdenes, frente a la comunidad; y, 
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7. Dictar el reglamento interno del Consejo. 
 Artículo 85. Funciones administrativas. Corresponde a la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura: 
1. Elaborar el proyecto de presupuesto de la Rama Judicial que deberá remitirse al 
Gobierno Nacional, el cual deberá incorporar el proyecto que proponga la Fiscalía 
General de la Nación. 
2. Elaborar el proyecto de Plan Sectorial de Desarrollo para la Rama Judicial, con su 
correspondiente Plan de Inversiones y someterlo a la aprobación del Consejo en Pleno. 
(…) 
4. Aprobar los proyectos de inversión de la Rama Judicial. 
5. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las 
Salas de éstos y los Juzgados, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz 
administración de justicia, así como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes 
de las sedes de los Distritos Judiciales, de acuerdo con las necesidades de éstos. 
6. Fijar la división del territorio para efectos judiciales, tomando en consideración para 
ello el mejor servicio público. 
7. Determinar la estructura y la planta de personal del Consejo Superior de la Judicatura. 
En ejercicio de esta atribución el Consejo no podrá establecer con cargo al Tesoro, 
obligaciones que excedan el monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de 
apropiaciones iniciales. 
(…) 
9. Determinar la estructura y las plantas de personal de las Corporaciones y Juzgados. 
Para tal efecto podrá crear, suprimir, fusionar y trasladar cargos en la Rama Judicial, 
determinar sus funciones y señalar los requisitos para su desempeño que no hayan sido 
fijados por la ley. 
En ejercicio de esta atribución el Consejo no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan el monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de 
apropiaciones iniciales. 
(…) 
13. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos 
judiciales, en los aspectos no previstos por el legislador. 
14. Cuando lo estime conveniente, establecer servicios administrativos comunes a los 
diferentes despachos judiciales. 
(…) 
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17. Administrar la Carrera Judicial de acuerdo con las normas constitucionales y la 
presente ley. 
(…) 
19. Establecer indicadores de gestión de los despachos judiciales e índices de 
rendimiento, lo mismo que indicadores de desempeño para los funcionarios y empleados 
judiciales con fundamento en los cuales se realice su control y evaluación 
correspondientes. 
El Consejo adoptará como mínimo los siguientes indicadores básicos de gestión: 
congestión, retraso, productividad y eficacia. 
(…) 
22. Reglamentar la carrera judicial. 
23. Elaborar y desarrollar el plan de formación, capacitación, y adiestramiento de los 
funcionarios y empleados de la Rama Judicial. 
Ley 489 de 1993 
 Artículo 8°. Desconcentración administrativa. La desconcentración es la 
radicación de competencias y funciones en dependencias ubicadas fuera de la sede 
principal del organismo o entidad administrativa, sin perjuicio de las potestades y deberes 
de orientación e instrucción que corresponde ejercer a los jefes superiores de la 
Administración, la cual no implica delegación y podrá hacerse por territorio y por 
funciones. 
PARÁGRAFO. En el acto correspondiente se determinarán los medios necesarios para 
su adecuado cumplimiento. 
Los actos cumplidos por las autoridades en virtud de desconcentración administrativa 
sólo serán susceptibles del recurso de reposición en los términos establecidos en las 
normas pertinentes. 
Ley 1444 de 2011 
 Artículo 1°. “Escíndase del Ministerio del Interior y de Justicia los objetivos y 
funciones asignados por las normas vigentes al despacho del Viceministro de la Justicia 
y el Derecho y a las dependencias a su cargo.” 
Ley 640 de 2001  
 Artículo 19. Se podrán conciliar todas las materias que sean susceptibles de 
transacción, desistimiento y conciliación, ante los conciliadores de centros de 
conciliación, ante los servidores públicos facultados para conciliar a los que se refiere la 
presente ley y ante los notarios. 
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Ley 1285 de 2011 
 Artículo 8°. El artículo 22 de la Ley 270 de 1996 quedará así:  
Los Juzgados Civiles, Penales, de Familia, Laborales, de Ejecución de Penas, y de 
Pequeñas Causas que de conformidad con las necesidades de la administración de 
justicia determine la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, para el 
cumplimiento de las funciones que prevea la ley procesal en cada circuito o municipio, 
integran la Jurisdicción Ordinaria. Sus características, denominación y número serán los 
establecidos por dichas Corporaciones. 
Cuando el número de asuntos así lo justifique, los juzgados podrán ser promiscuos para 
el conocimiento de procesos civiles, penales, laborales o de familia. 
De conformidad con las necesidades de cada ciudad y de cada municipio habrá jueces 
municipales de pequeñas causas y competencia múltiple sobre asuntos de Jurisdicción 
Ordinaria, definidos legalmente como conflictos menores. La localización de sus sedes 
será descentralizada en aquellos sectores de ciudades y municipios donde así se 
justifique en razón de la demanda de justicia. Su actuación será oral, sumaria y en lo 
posible de única audiencia. 
El Consejo Superior de la Judicatura dispondrá lo necesario para que a partir del 1o. de 
enero del año 2008, por lo menos una quinta parte de los juzgados que funcionan en las 
ciudades de más de un millón de habitantes se localicen y empiecen a funcionar en 
sedes distribuidas geográficamente en las distintas localidades o comunas de la 
respectiva ciudad. 
A partir del 1o. de enero del año 2009, el cuarenta por ciento (40%) de los juzgados que 
funcionan en las ciudades de más de un (1) millón de habitantes y el treinta por ciento 
(30%) de los juzgados que funcionan en ciudades de más de doscientos mil habitantes 
(200.000) deberán funcionar en sedes distribuidas geográficamente entre las distintas 
localidades o comunas de la respectiva ciudad. 
El Consejo Superior de la Judicatura procurará que esta distribución se haga a todas las 
localidades y comunas, pero podrá hacer una distribución que corresponda hasta tres 
localidades o comunas colindantes. 
 
Decretos 
 Artículo 3°. Decreto 1477 de 2000. Objetivos. El Programa Nacional de las Casas 
de Justicia tendrá los siguientes objetivos y funciones: 
Anexo B. Referencias normativas 119 
 
1. Crear espacios de acción integral en materia de justicia comunitaria y justicia no 
formal. 
2. Acercar la prestación de ciertos servicios de justicia formal a la comunidad con el fin de 
facilitar su acceso. 
3. Ampliar la cobertura de la administración de justicia. 
4. Involucrar a la comunidad en la resolución formal y no formal de los conflictos. 
5. Fomentar una cultura de convivencia pacífica y de respeto al derecho ajeno. 
6. Propiciar la participación efectiva de la comunidad en el diagnóstico y solución de los 
problemas en materia de administración de justicia. 
7. Establecer espacios de participación y pedagogía ciudadana que contribuyan a la 
construcción de una convivencia pacífica. 
8. Implementar metodologías para el uso y la difusión de los mecanismos alternativos de 
solución de conflictos. 
9. Ser instrumento para la articulación de las políticas de justicia del Estado, con los 
programas de desarrollo comunitario. 
10. Promover la defensa de los derechos humanos de los miembros de la comunidad. 
11. Asesorar y orientar a la comunidad en el uso del servicio público de la justicia. 
12. Orientar jurídicamente a la comunidad en sus derechos y obligaciones. 
13. Desarrollar programas de prevención en violencia intrafamiliar y protección de los 
derechos humanos. 
14. Servir de espacio para el análisis de la conflictividad social, por parte de 
investigadores avalados por el Ministerio de Justicia y del Derecho. 
Otros 
 Corte Constitucional, Sentencia C-037 de 1996. Magistrado Ponente. Vladimiro 
Naranjo Mesa, por medio de la cual se revisa la constitucionalidad de manera previa de 
la ley 270 de 1996. Fragmentos a partir de los cuales puede extraerse la 
tridimensionalidad de la administración de justicia en Colombia. Como función pública: 
“Así, entonces, la justicia ha pasado de ser un servicio público más, a convertirse en una 
verdadera función pública, como bien la define el artículo 228 del Estatuto Fundamental. 
Significa lo anterior que tanto en cabeza de los más altos tribunales como en la de cada 
uno de los juzgados de la República, en todas las instancias, radica una responsabilidad 
similar, cual es la de hacer realidad los propósitos que inspiran la Constitución en materia 
de justicia, y que se resumen en que el Estado debe asegurar su pronta y cumplida 
administración a todos los asociados; en otras palabras, que ésta no sea simple letra 
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muerta sino una realidad viviente para todos.” Pág. 11; Como derecho fundamental: “Así, 
pues, la Corte encuentra que el artículo bajo examen, al consagrar el derecho 
fundamental de acceso efectivo a la administración de justicia, está desarrollando los 
postulados constitucionales contenidos en los artículos 29 y 229 superiores.” Pág. 12; 
Como organización con objetivos y principios: “Como es sabido, el propósito fundamental 
de la función judicial dentro de un Estado de derecho, es el de impartir justicia a través de 
diferentes medios, como son la resolución de los conflictos que se susciten entre 
particulares, o entre éstos y el Estado, el castigo a las infracciones a la ley penal y la 
defensa del principio de legalidad. Para ello, la administración de justicia debe descansar 
siempre sobre dos principios básicos que, a su vez, se tornan esenciales: la 
independencia y la imparcialidad de los jueces”, la Corte también reconoce el carácter de 
organización de la administración de justicia al aceptar la necesidad de una organización 
territorial de la misma: “Este precepto (Artículo 50. Desconcentración y división del 
territorio para efectos judiciales) se limita a fijar la división del territorio nacional, con el fin 
de lograr una mejor organización y una mayor efectividad en la administración de justicia” 
Pág. 153.   Adicionalmente, en la página 41 y siguientes, reconociendo la necesidad de la 
justicia como organización susceptible de ser administrada, la Corte Constitucional 
evalúa la constitucionalidad de la organización administrativa de la Rama Judicial y de las 
funciones administrativas en cabeza del Consejo Superior de la Judicatura. 
 Corte Constitucional. Sentencia C-163/99. Magistrado ponente: Alejandro 
Martínez Caballero. Referencias a las dimensiones de la justicia y a la alternatividad. “La 
garantía constitucional de acceso a la justicia no significa que todas las disputas entre los 
particulares deban ser resueltas por los jueces, pues precisamente el artículo 116 de la 
Carta garantiza la existencia de mecanismos alternativos de solución de conflictos, como 
la conciliación o el arbitraje, los cuales pueden ser ampliados por el Legislador. (…) La 
Carta establece un régimen democrático y participativo, que propicia entonces la 
colaboración de los particulares en la administración de justicia y en la resolución de sus 
propios conflictos. En ese orden de ideas, es perfectamente posible que el Legislador 
estimule la resolución de conflictos directamente por los propios afectados, por medio de 
figuras como la conciliación o la amigable composición, o por terceros que no sean 
jueces, como sucede en el caso de los árbitros o de ciertas autoridades administrativas y 
comunitarias.” 
 Corte Constitucional. Sentencia C-1195 de 2001. Magistrados ponentes: Manuel 
José Cepeda Espinosa y Marco Gerardo Monroy Cabra. Importancia de la justicia no 
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formal: “la justicia estatal formal no siempre es efectiva, en especial cuando no se han 
previsto recursos judiciales idóneos y suficientes que faciliten la solución pacífica de los 
conflictos, o cuando la complejidad de los procedimientos o de las condiciones de tiempo, 
modo y lugar exigidas por el legislador restringen la capacidad de alcanzar el goce 
efectivo de los derechos cuya protección se busca al acudir a las instancias judiciales. 
Los mecanismos alternativos de resolución de conflictos no representan una 
desconfianza hacia la justicia estatal formal, sino un reconocimiento de que 
procedimientos menos formales y alternativas de justicia autocompositiva complementan 
las opciones a las cuales pueden acudir las personas para resolver sus disputas. Por 
ello, mecanismos como la mediación y la conciliación, más que medios para la 
descongestión judicial, son instrumentos para garantizar el acceso efectivo a la justicia y 
promover la resolución pacífica de los conflictos.” 
 Ponencia para primer debate al Proyecto de Ley No. 58/94. Gaceta del Congreso 
No. 216 de 1994. “En términos estrictamente constitucionales, la Administración de 
Justicia tiene dos significados distintos, a saber: a) Desde el punto de vista funcional o 
dinámico, la Administración de Justicia es una función pública. (…) b) Desde el punto de 
vista orgánico o estático, la administración de justicia es una organización. (…) cuando la 
Constitución se refiere al funcionamiento desconcentrado y autónomo, se refiere a la 
organización que tiene a su cargo el ejercicio de la función y no a la función misma” Pág. 
4.  
 Exposición de motivos, Gaceta del Congreso No. 135 de 1994. Administración de 
justicia como función pública: “La administración de justicia es además de una función 
pública, un servicio para los coasociados, quienes pueden recurrir a ella directamente 
para hacer valer sus derechos e intereses, así como para obtener pronta y efectiva 
solución a sus conflictos. Por lo tanto es responsabilidad del Estado adoptar las medidas 
necesarias para acortar la distancia entre la comunidad y la administración de justicia. 
Bajo esta perspectiva, los principios rectores del Estado Social de Derecho, en cuanto a 
la prestación de los servicios públicos son predicables también de la administración de 
justicia.” Pág. 14; Administración de justicia como organización: Entre los aspectos que 
señala como primordiales del proyecto de ley destaca: “No se debe olvidar que la Rama 
Judicial debe ser objeto de una administración o gestión propiamente dicha, y como toda 
organización instituida para lograr un fin, es prioritario el aspecto relacionado con la 
utilización eficiente tanto de los recursos humanos, como de los recursos físicos, para 
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lograr el mejor resultado con el menor costo. Lo anterior bajo el valor guía de la calidad” 
Pág. 14.  
 Manual de funciones del Ministerio de Justicia y del Derecho.  
Serán funciones del Ministerio: 
1. Articular la formulación, adopción, ejecución y evaluación de la política pública del 
Sector Administrativo de Justicia y del Derecho. 
2. Coordinar las relaciones entre la Rama Ejecutiva, la Rama Judicial, el Ministerio 
Público y los organismos de control para el desarrollo y consolidación de la política 
pública en materia de justicia y del derecho. 
3. Formular, adoptar, promover y coordinar las políticas y estrategias en: racionalización, 
reforma y defensa del ordenamiento jurídico; gestión jurídica pública del derecho; 
ejercicio de la profesión de abogado socialización de la información jurídica, justicia 
transicional y restaurativa; y las que faciliten el acceso a la justicia formal y a la 
alternativa, en el marco del mandato contenido en las normas vigentes, al igual que las 
de lucha contra las drogas ilícitas, lavado de activos, enriquecimiento ilícito, 
financiamiento del terrorismo, administración de bienes incautados y acciones de 
extinción de dominio. 
4. Diseñar y coordinar las políticas para el ejercicio de la función jurisdiccional a cargo de 
autoridades administrativas y particulares de conformidad con lo que disponga la ley, 
orientar la presentación de resultados y proponer el mejoramiento de las mismas. 
5. Ejercer excepcionalmente en los términos que señala el inciso tercero del artículo 116 
de la Constitución Política y en las materias precisas determinadas en la ley, la función 
jurisdiccional del Ministerio de Justicia y del Derecho. 
6. Diseñar, hacer seguimiento y evaluar la política en materia criminal, carcelaria y 
penitenciaria, en la prevención del delito y las acciones contra la criminalidad organizada. 
7. Promover las normas legales y reglamentarias, la protección jurídica, garantías y 
restablecimiento de los derechos de niños, niñas y adolescentes, en coordinación con el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Icbf, bajo los principios de interés superior, 
protección integral y enfoque diferencial, y las demás entidades competentes. 
8. Diseñar la política y promover los instrumentos aplicables dentro del sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes, hacer seguimiento y evaluar su aplicación 
atendiendo su carácter especializado, su finalidad restaurativa y los acuerdos 
internacionales en la materia. 
Anexo B. Referencias normativas 123 
 
9. Participar en el diseño de las políticas relacionadas con la protección de la fe pública 
en materia de notariado y registro. 
10. Gestionar alianzas con los organismos de cooperación nacional e internacional para 
el fortalecimiento del Sector Administrativo de Justicia y del Derecho. 
11. Administrar los fondos de infraestructura carcelaria y de lucha contra las drogas. 
12. Apoyar ante las demás instancias de la Rama Ejecutiva, a la Rama Judicial del Poder 
Público en la solución de las necesidades para su funcionamiento. 
13. Las demás funciones asignadas por la Constitución y la Ley. 
 Convenio Nacional para la puesta en marcha del Programa Nacional de Casas de 
Justicia y Centros de Convivencia Ciudadanos.  
QUINTO. COMITÉS 
Para el desarrollo y puesta en marcha del Programa de Casas de Justicia y Convivencia 
Ciudadana se constituirán los siguientes comités: 
a. Comité Nacional: Instancia de coordinación del Programa Nacional de Casas de 
Justicia y Convivencia Ciudadana. Estará conformado por las entidades que suscriban el 
convenio nacional para la puesta en marcha del programa y las organizaciones de 
cooperación internacional que contribuyan a su financiación. 
El Comité será presidido por el Ministro del Interior y de Justicia o su delegado y la 
Secretaria Técnica estará a cargo de la Dirección de Acceso a la Justicia del citado 
Ministerio. El Comité se reunirá por lo menos una vez al año y en la sesión la secretaría 
técnica presentará el respectivo informe sobre los resultados del programa en el periodo. 
Entre las funciones del comité se encuentran señalar los Iineamientos y directrices para 
la formulación de las políticas del Programa Nacional de Casas de Justicia y Convivencia 
Ciudadana. 
b. Comités Municipales, Distritales o Departamentales: Estarán integrados por el alcalde 
o el gobernador o sus delegados, el Ministro del Interior y de Justicia, o su delegado que 
será el Director de Acceso a la Justicia y los representantes de las entidades del orden 
nacional, en el respectivo departamento, distrito o municipio, que suscriban el convenio 
para la puesta en marcha del programa en los respectivos niveles. 
Estos comités sesionarán por lo menos dos veces al año previa convocatoria de la 
máxima autoridad administrativa territorial o del Ministerio del Interior y de Justicia, 
Ministerio del Interior y de Justicia República de Colombia de conformidad con lo previsto 
en los acuerdos locales. Los comités serán presididos por el alcalde o el gobernador, o 
124 Acceso a la justicia en Colombia. Condiciones de posibilidad y criterios de gestión  
 
sus delegados, la Secretaría Técnica estará a cargo de la dependencia del nivel territorial 
a cuyo cargo se encuentre el seguimiento del respectivo modelo operativo. 
Entre las funciones de los comités se encuentran las siguientes: 
1. Establecer los Iineamientos para el desarrollo del Programa de Casas de Justicia y 
Convivencia Ciudadana en el distrito, municipio o departamento. 
2. Evaluar el cumplimiento y el desarrollo de los convenios suscritos con las entidades 
vinculadas al programa. 
3. Evaluar los resultados del programa a nivel territorial, con base en los informes 
estadísticos y de gestión recibidos de cada una de las Casas de Justicia y/o Centros de 
Convivencia y los del Ministerio del Interior y de Justicia y formular recomendaciones que 
considere necesarios. 
4. Diseñar estrategias para el mejoramiento del programa y velar por su cumplimiento. 
5. Proponer, discutir y aprobar los programas necesarios para atender y disminuir la 
problemática de conflictividad que desarrollan los modelos operativos en el municipio 
distrito o región. 
6. Presentar ante las instancias del orden municipal, distrital, departamental o nacional, 
con el apoyo del Ministerio del Interior y de Justicia, los proyectos de carácter legal 
tendientes al fortalecimiento del Programa de Casas de Justicia y Convivencia 
Ciudadana. 
7. Atender las inquietudes y propuestas presentadas por los comités de coordinación 
locales y orientar la solución de asuntos que tengan directa relación con el Programa de 
Casas de Justicia y Convivencia Ciudadana. 
c. Comités Coordinadores: De conformidad con el modelo operativo adoptado, el Alcalde 
o el Gobernador creará comités coordinadores, los cuales serán presididos por la 
máxima autoridad administrativa territorial o su delegado y estarán integrados por el 
coordinador del modelo operativo, un representante de cada una de las entidades 
participantes en el modelo, y los demás que se definan en el acuerdo local. El Ministerio 
del Interior y de Justicia participará en calidad de invitado a las sesiones del comité. La 
periodicidad de las reuniones y sede de las mismas se definirán en los acuerdos locales. 
Entre las funciones de los comités se encuentran las siguientes: 
1. Elaborar cada dos años un plan de acción para cada Casa de Justicia y/o Centro de 
Convivencia de la respectiva unidad local, con base en los Iineamientos de la política 
municipal, distrital o departamental y las directrices impartidas por el respectivo Comité y 
velar por su cumplimiento. 
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2. Apoyar y orientar la ejecución de los proyectos incluidos y aprobados en el plan de 
acción de la Casa de Justicia y/o Centro(s) de Convivencia, para el desarrollo del 
Programa de Casas de Justicia y Convivencia, de acuerdo con los lineamientos 
establecidos dentro del Convenio Marco suscrito por cada una de las entidades 
participantes. 
3. Evaluar, con base en los criterios y metas de gestión propuestas para la unidad local 
por el Comité municipal, distrital o departamental, los resultados y avances obtenidos en 
el desarrollo de los mismos. 
4. Evaluar el cumplimiento de los compromisos y formular las recomendaciones que 
considere pertinentes. 
5. Presentar sugerencias y solicitudes relacionadas con el desarrollo del Programa ante 
el comité distrital, municipal o regional. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
Bibliografía 
Álvaro Rico, M. (1994). Principios constitucionales de organización de las 
Administraciones públicas. Madrid: Tecnos. 
Andersen, M. (2011). Acceso a la justicia y al proceso legal: creando instituciones legales 
más receptivas a los pobres en los países en desarrollo. En H. BIRGIN, & N. GHERARDI, 
La garantía de acceso a la justicia: aportes empíricos y conceptuales (págs. 1-40). 
México D.F.: Ediciones Coyoacán. 
Arellanos Gault, D. (2004). Gestión estratégica para el sector público. Derl pesanmiento 
estratégico al cambio organizacional. México: Fondo de Cultura Econónica. 
Bastidas, E. L., & Ripoll Feliu, V. (2003). Una aproximación a las implicaciones del cuadro 
de mando integral en las organizaciones del sector público. Compendium, 23-41. 
Bemelmans-Videc, M.-L., Rist, R. C., & Vedung, E. (1998). Carrots, sticks & sermons: 
Policy Instruments and therin evaluation. New Brunszick, New Jersey: Transaction 
Publishers. 
Birgin, H., & Gherardi, N. (2011). Introducción. En H. Birgin, & N. Gherardi, La garantía de 
acceso a la justicia: Aportes empíricos y conceptuales (págs. ix-xxxii). México: 
Fontamara. 
Boueiri, S. (2003). Una aproximación socio-jurídica del acceso a la justicia. Revista 
Cenipec, 221-252. 
Bourdieu, P. (2012). La distinción. Criterios y bases sociales del gusto. Madrid: Taurus. 
Cappelletti, M., & Garth, B. (1996). El acceso a la justicia. La tendencia en el movimiento 
mundial para hacer efectivos los derechos. México: Fondo de Cultura Económica. 
Carrillo Flores, F. (2006). Los retos de la reforma a la justicia. Organización de Estados 
Americanos. 
Carvajal Hernández, L. (2009). ¿De la Estado-Política a la biopolítica?: una mirada a los 
estudios sobre politicas públicas. Opera, 79-95. 
Carvajal, J. (2002). La justicia, el Derecho y el conflicto social en Colombia. El otro 
Derecho, ILSA, 50-62. 
128 Acceso a la justicia en Colombia. Condiciones de posibilidad y criterios de gestión  
 
Chacón Morón, R. D., Rojas Nava, Z. d., Calderas Volcanes, R. J., & Bongiorno Ponzo, 
F. I. (2011). Las políticas públicas en las implicaciones epistemológicas del paradima de 
la complejidad en la gerencia pública. Provincia, 33-48. 
Chandler, A. D. (1990). Strategy and structure: chapters in the history of the industrial 
enterprise. Cambridge: MIT Press. 
Cobb, R., & Elder, C. (1972). Participation in American politics: The dynamics of agenda 
building. Baltimore: The John HOpkins University Press. 
Commission of Legal Empowerment of the Poor. (2008). Making the Law work for 
everyone. New York: Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. 
Congreso de la República. (1994). Exposición de motivos Ley 270 de 1996. Bogotá: 
Gacetas del Congreso. 
Consejo Superior de la Judicatura. (2009). Informe de Gestión al Congreso. Bogotá. 
Consejo Superior de la Judicatura. (2010). Plan Sectorial de la Rama Judicial 2011-2014. 
República de COlombia. 
Corporación Casa de la Mujer. (2009). Acceso a la justicia de mujeres víctimas de la 
violencia en las américas. Bogotá: Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
De Pablos Herederos, C., Lopez-Hermozo, J. J., & Romo Romero, S. M. (2008). 
Dirección y gestión de los sistemas de información en la emrpesa. Madrid: ESIC Editores. 
DIrección Nacional de Planeación. (2010). Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 
"Prosperidad para todos". Bogotá. 
Dworkin, R. (1988). El imperio de la justicia. Barcelona: Gedisa. 
Dye, T. R. (2008). Understanding public policy. New York: Prentice Hall. 
Felstiner, W. L., Abel, R. L., & Sarat, A. (1981). The Emergence and Transformation of 
Disputes: Naming, Blaming, Claiming. Law & Society Review, 631-654. 
Ferrajoli, L. (2004). Derechos y Garantías. La ley del más débil. Madrid: Trotta. 
Friedman, L. M. (2010). Access to justice: some historical comments. Fordham Urban 
Law Journal, 1-21. 
García Villegas, M. (. (2008). Jueces sin Estado. La justicia colombiana en zonas de 
conflicto armado. Bogotá: Siglo del hombre. 
GIner de la Fuente, F. (2004). Los sistemas de información en la sociedad del 
conocimiento. Madrid: ESIC Editores. 
Hart, H. L. (1968). El concepto de Derecho. Buenos Aires: Abeledo Perrot. 
Hernández, P. A. (1999). Descentralización, desconcentración y delegación en Colombia. 
Bogotá: Legis. 
Bibliografía 129 
 
Isuani, F. J. (2012). Instrumentos de políticas públicas. Factores claves de las 
capacidades estatales. DAAPGE, 51-74. 
Kaplan, R., & Norton, D. (2004). Mapas estratégicos: convirtiendo los activos intangibles 
en resultados tangibles. Barcelona: Gestión 2000. 
Kaplan, R., & Norton, D. (2008). The Execution Premium. Integrando la estrategia y las 
operaciones para lograr ventajas competitivas. Barcelona: Deusto. 
Kelsen, H. (1982). La teoría pura del Derecho. México: Universidad Nacional Autónoma 
de México. 
Kotler, P., & Lee, N. (2007). Marketing en el sector público: todas las claves para su 
mejora. Madrid: Prentice-Hall. 
La Rosa Valle, J. (2007). Acceso a la justicia: Elementos para incorporar un enfoque 
integral de política pública. En J. LA ROSA VALLE, Acceso a la justicia en el mundo rural 
(págs. 18-36). Lima: Instituto de Defensa Legal. 
Lascoumes, P., & Le Gales, P. (2007). Introduction: Understanding Public Policy through 
Its Instruments - From the Nature of Instruments to the Sociology of Public Policy 
Instrumentation. Governance: An International Journal of Policy, Administration, and 
Institutions, 1-21. 
Lindblom, C. E. (1991). El proceso de elaboracion de políticas públicas. Madrid: Porrúa. 
Lombardia Villalba, A. (2011). Nuevas tecnologías y administración de justicia. Actualidad 
jurídica, 63-75. 
Malott, M. E. (2006). Paradoja de cambio organizacional: estrategias efectivas con 
procesos estables. México: Trillas. 
Maskin, E. (2008). Diseño de mecanismos: cómo implementar objetivos sociales. Revista 
de Economía Política de Buenos Aires |, 2-20. 
Ministerio de la Justicia y el Derecho. (s.f.). MinJusticia. Obtenido de 
http://www.minjusticia.gov.co/NewsDetail/403/1/MinisteriodeJusticiaydelDerecho 
MInisterio del Interior y de Justicia. (2011). Manual para el acceso a la justicia. Bogotá, 
Imprenet. 
MInisterio del Interior y de Justicia. (2012). Informe de Rendición de cuentas al Congreso 
2002-2010. Bogotá. 
Montencinos M., E. E. (2007). Límites del enfoque de las políticas públicas para definir un 
problema público. Cuadernos de Administración, 323-335. 
Morin, E. (1993). El método. Madrid: Cátedra. 
130 Acceso a la justicia en Colombia. Condiciones de posibilidad y criterios de gestión  
 
Navarro, C. (2008). El estudios de las políticas públicas. Revista Jurídica de la 
Universidad Autonóma de Madrid, 231-255. 
Nizama-Valladolid, M. (2003). Psicopatología de la cultura organizacional en el sector 
público. Revista de psiquiatria y salud mental Hermilio Valdizan, 61-74. 
Parsons, W. (2007). Políticas públicas. Una introduccipon a la teoría y la práctica del 
análisis de políticas públicas. México: FLACSO. 
Patrick, S. (2007). Failed States and Global Security: Empirical questions and policy 
dilemmas. . International Studies Review, 644-662. 
Peluffo A., M. B., & Catalán Contreras, E. (2002). Introducción a la gestión del 
conocimiento y su aplicación al sector público. Santiago de Chile: Publicaciones de las 
Naciones Unidas. 
Peña Ayazo, J. I. (1994). Wittgenstein y la crítica a la racionalidad. Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia. 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo. (2008). Manual de políticas 
públicas para el acceso a la justicia. Buenos Aires: Ediciones del Instituto Talcahuano. 
Programa Nacional de Casas de Justicia. (2009). La justicia entra por Casa. Bogotá: 
Imprenta Nacional. 
Raineri, A. (1998). Creencias y cambio organizacional en los sectores públicos y 
privados. Estudios públicos, 201-229. 
Robles, D. A. (2010). El concepto de acceso a la justicia: evolución, vigencia y actualidad. 
En S. Boueiri (ed), El acceso a la justicia: contrbuciones teorico-empíricas en y desde 
países latinoamericanos (págs. 27-48). Madrid: Dikinson. 
Salanueva, O., & González, M. (2010). El acceso de los pobres a la justicia: estudio de 
casos en La Plata y La Gran Plata, Argentina. En S. Boueiri (ed), El acceso al a justicia: 
contriuciones teórico-empíricas en y desde países latinoamericanos (págs. 149-172). 
Madrid: Dykinson. 
Salas Zapata, W., Rios Osorio, L., & Gómez Arias, R. D. (2012). Paradigmas en el 
análisis de políticas públicas de salud: limitaciones y desafíos. Revista Panamericada de 
Salud Pública, 77-81. 
Schweighofer, E. (2004). Knowledge Management and Administration of Justice. 
International Review of Law, 47-57. 
Transparencia Internacional. (s.f.). Transparencia Internacional. Obtenido de 
http://www.transparenciacolombia.org.co/index.php?option=com_content&view=article&id
=106&Itemid=535 
Bibliografía 131 
 
Velázquez Gavilanes, R. (2009). Hacia una nueva definición del concepto "política 
pública". Desafíos, 149-187. 
Vicority, V. (2009). Access to justice, ADR, perspectives. Anuario de justicia alternativa, 
120-135. 
Villaveces Niño, J. (2009). Acción colectiva y el proceso de la política pública. Opera, 7-
22. 
Waissbluth, M. (2003). La insularidad en la gestión pública latinoamericana. Revista 
Reforma y Democracia, 1-8. 
Waissbluth, M. (2008). Gestión del cambio en el sector público. Documentos de trabajo 
Universidad de Chile, 1-23. 
Wittgenstein, L. (2003). Investigaciones filosóficas. México: Universidad Autónoma de 
México. 
Zuluaga Nieto, J. (1996). Cuando la corrupción invade el tejido social. Nueva Sociedad, 
148-159. 
 
